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Introducción

El propósito de este libro es estudiar y analizar la manera como se han de-
sarrollado las capacidades o acciones tanto sociales como institucionales, 
para el manejo de los problemas públicos de carácter social, económico y 
político. Es importante valorar si los gobiernos en sus diferentes ámbitos, 
locales, estatales o federales cuentan con la capacidad para ejecutar políticas 
dedicadas a la solución de los problemas públicos. La construcción de ca-
pacidades para promover un “buen gobierno” y alcanzar un desarrollo sos-
tenible a través de los individuos, grupos, organizaciones, instituciones y 
sociedades que busquen mejorar sus habilidades para desempeñar funcio-
nes, resolver problemas, alcanzar objetivos, entre otras más actividades.

Lo anterior no se limita al aparato organizacional (desarrollo de habili-
dades y competencias en el recurso humano y organizacional), sino también 
hace alusión al contexto institucional del sector público y el entorno eco-
nómico, político y social.

En el primer capítulo analizamos que la construcción de capacidades es 
resultado de la evolución de las estrategias para instaurar o acrecentar el de-
sarrollo de los países, un desarrollo sostenible. Se define lo que es construc-
ción de capacidades y cómo estas se pueden dar en los sectores social, edu-
cativo, empresarial y gubernamental, todos de alguna forma codependientes 
unos de los otros; se proporciona un contexto histórico en México para com-
prender el estado actual de estas capacidades, posteriormente las caracteri-
zamos, y esbozamos los instrumentos mediante los cuales se pueden construir.



 I N T R O D U C C I Ó N  10

En el capítulo 2 se investiga cómo la política distributiva ejerce efectos 
sobre la pobreza y la desigualdad en México. Para tal propósito se realiza 
una revisión de literatura que aborda las variables utilizadas, con el fin de 
tener un panorama sobre el estado del arte. También se expone, mediante 
estadísticas, un análisis descriptivo de la evolución y del comportamiento 
que ha tenido la pobreza, la desigualdad y la dinámica de la política distri-
butiva. Asimismo, se utilizan métodos econométricos donde se elaboran 
estimaciones y simulaciones que muestran los resultados sobre la interac-
ción entre dichas variables.

En el capítulo 3 se abordan las atribuciones administrativas, presupues-
tales y de participación ciudadana de las alcaldías, en relación con el presu-
puesto participativo, en el contexto de la Reforma Política de la Ciudad de 
México. Se mencionan los antecedentes del origen del Presupuesto Partici-
pativo tanto en la Ciudad de México como en Brasil; se brindan elementos 
de reflexión teórica sobre el proceso de descentralización para conocer el 
alcance de la Reforma Política, sobre todo, a nivel de los ingresos públicos 
de las alcaldías; se retoman las diversas atribuciones y competencias de las 
alcaldías establecidas tanto en la Constitución Política de la Ciudad, en la 
Ley Orgánica de las Alcaidías y en la Ley de Participación Ciudadana para 
vincularlas con el presupuesto participativo.

En el capítulo 4 tocamos a la industria petrolera y cómo ésta ha jugado 
un rol relevante en México. La política pública ha sido fundamental en su 
grado de desarrollo y estructura. Desde finales de 2018, el gobierno instru-
mentó acciones con el objeto de neutralizar la pérdida de su rol preponde-
rante en esa actividad estratégica, del que fue objeto desde los ochenta. La 
nueva política ha sido sujeta a polémica, debido a que limita la participación 
de los particulares, y ha sido utilizada para justificar un ambiente poco 
propicio de inversión en la economía.

En el capítulo 5 tocamos un tema de construcción de capacidades 
para atender la contingencia sanitaria y también para resistir, adaptar y 
recuperarse del impacto económico y social. Se analiza el sector restau-
rantes y bares, mediante el análisis de las opiniones de empresarios del 
sector sobre las afectaciones que sufrieron sus negocios, respecto de las 
acciones que tomó el Gobierno federal y local a fin de apoyar al sector. 
Se efectuó un análisis documental, hemerográfico y de minería de textos 
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para el periodo del marzo 2020 a mayo 2021, con énfasis en la Ciudad de 
México.

En el capítulo 6 tenemos la dinámica del empleo informal en México en 
el contexto del covid-19, donde una de las principales características del 
mercado laboral en nuestro país es su alto nivel de precarización: única-
mente el 44% de los trabajadores posee un empleo formal, mientras que el 
otro 56% realiza actividades informales con todas las consecuencias nega-
tivas que ello implica. La aparición del covid-19, y sus efectos devastadores 
en la estructura económica de México, vino a profundizar la fragilidad la-
boral en la que viven cientos de miles de trabajadores. Ante esta situación, 
los responsables de las políticas públicas deben de redoblar esfuerzos para 
recuperar los empleos perdidos producto de la pandemia, de no hacerlo 
empezaran a surgir otros problemas asociados al tejido social.

En el capítulo 7 se analiza el papel que desempeña el envío de remesas 
al país por mexicanos residentes en el extranjero, sobre la distribución del 
ingreso entre las familias a partir de la evolución del coeficiente de Gini, 
publicado en la Encuesta Nacional de Ingreso y Gasto de los Hogares por 
el inegi de manera bienal, el cual ha manifestado un ligero avance, mejo-
rando de manera considerable el reparto del ingreso monetario en los ho-
gares a nivel nacional. Con la finalidad de hallar una relación de causalidad, 
que permita demostrar la reducción de la desigualdad económica, se emplea 
el método de Engle y Granger para determinar la existencia de cointegración 
entre las variables y señalar que mantienen un equilibrio a largo plazo. Ade-
más, a través de un modelo de panel de datos, se comprueba la existencia 
de dicha correlación que advierte una menor concentración de la renta 
luego del enorme crecimiento de este tipo de transferencias, provenientes 
en su gran mayoría de Estados Unidos.

El capítulo 8 trata sobre la educación como uno de los pilares del desa-
rrollo económico de un país al combatir la desigualdad en éste. Köster 
(2016) sugiere para el caso mexicano la aplicación los criterios de asequibi-
lidad, accesibilidad, adaptabilidad y aceptabilidad, también conocidas como 
las “4A” en el diseño de la política educativa nacional para reducir la des-
igualdad entre la población. En este capítulo se analiza el efecto de las 4A 
en la pobreza moderada y extrema del país. Mediante el análisis de micro 
datos del Módulo de Condiciones Socioeconómicas de la Encuesta Nacional 
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de Ingresos y Gasto de los Hogares (enigh-mcs) 2018 y modelos dicotómi-
cos tipo Logit. Se observa que los criterios mencionados influyen de mane-
ra distinta en los tipos de pobreza, por lo que su impacto no es homogéneo 
para abatir la pobreza que prevalece en el país. Conocer la efectividad de 
cada criterio en la disminución de la pobreza en México permite un mejor 
diseño de la política educativa nacional.

El libro abona al conocimiento del tema desde una parte teórica, hasta 
casos de estudio en el país, su importancia radica en lo pertinente del tema 
dadas las necesidades actuales en el contexto nacional e internacional.

María concepcIón Martínez rodríGuez

María Isabel García Morales

Juan Marroquín arreola
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Capítulo 1. Creación de capacidades en el sector social, 
educativo, empresarial y gubernamental en México*

María concepcIón Martínez rodríGuez**
María Isabel García Morales***

Martín Vera Martínez****

Resumen

La construcción de capacidades es resultado de la evolución de las estrate-
gias para instaurar o acrecentar el desarrollo de los países, un desarrollo 
sostenible. En la presente investigación comenzamos por definir lo que 
es construcción de capacidades y cómo éstas se pueden dar en los sectores 
social, educativo, empresarial y gubernamental. Todos, de alguna forma 
codependientes unos de los otros, relacionamos los conceptos cercanos a 
manera de establecer los puntos concordantes y las diferencias entre estos. 
El paso siguiente es dar un contexto histórico en México que nos ayude a 
comprender el estado actual de estas capacidades, posteriormente, las ca-
racterizamos, y esbozamos los instrumentos mediante los cuales se pueden 
construir. Al final nos damos cuenta de que no podemos hablar de una 
construcción de capacidades unisectoriales, que para lograr un desarrollo 
sostenible se deben de construir capacidades conjuntas que, a manera de 
un equipo, se vayan apoyando y fortaleciendo entre sí.

*  Este capítulo deriva de los proyectos de investigación sIp 20211239 y 20211766, los cuales son desarrollados 
y financiados por la Secretaría de Investigación y Posgrado del Instituto Politécnico Nacional.

**  Profesora-investigadora del Instituto Politécnico Nacional, Centro Interdisciplinario de Investigaciones y Es-
tudios sobre Medio Ambiente y Desarrollo (cIIeMad). orcId: https://orcid.org/0000-0003-3094-5411 

***  Profesora-investigadora del Instituto Politécnico Nacional, Sección de Estudios de Posgrado e Investigación. 
orcId: https://orcid.org/0000-0003-3980-8501

****  Profesor-investigador de la Universidad Autónoma de Baja California, campus Tijuana. orcId: https://orcid.
org/ 0000-0002-3415-9357
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Introducción

El término capacidades, según la Organización de las Naciones Unidas (onu, 
s. f.), se relaciona con “construir capacidades”, lo cual define como: “el pro-
ceso de desarrollar y reforzar las habilidades, instintos, aptitudes, procesos 
y recursos que las organizaciones y comunidades requieren para sobrevivir, 
adaptarse, y sobresalir en un mundo que cambia rápidamente”.

Un indicador de la “construcción de capacidades” es la transformación 
que es generada internamente y sostenida en el tiempo, si no hay transfor-
mación no hubo “construcción de capacidades”, porque esto nos indica que 
lo enseñado no impactó lo suficiente para quedarse y transformar, no hubo 
un aprendizaje de impacto, sólo un conocimiento superfluo de algo, no se 
llegó a la apropiación del conocimiento, y no hubo cambio en la perspecti-
va ni en la forma de pensar ni en las actitudes. 

La construcción de capacidades en el sector social, en general, es la base 
para la vida, para la participación en la cosa pública; sin ésta, difícilmente 
se podrá exigir a sus académicos, a las empresas, a su gobierno. Si no hay 
capacidades en la enseñanza, no se está preparando para la vida, se ense-
ñará, pero no una enseñanza de calidad que contribuya a la solución de 
problemas reales, que dé las herramientas necesarias para la vida, y difícil-
mente, podrá en un futuro contar con un empleo, porque no se dio una 
enseñanza que lo calificara para participar de la vida económica, y el sector 
empresarial sin capacidades tendrá siempre una alta dependencia, que será 
un sector maquilero con una mínima participación en el mercado tan com-
petitivo, y si no hay capacidades en el Gobierno, esté no podrá dirigir a su 
población, no será capaz de administrar los recursos.

El desarrollo de capacidades puede ser cualquier esfuerzo por enseñarle 
a alguien a hacer algo, o a hacerlo mejor; para otros puede significar crear 
nuevas instituciones o fortalecer las ya existentes; hay quienes consideran que 
el desarrollo de capacidades tiene su centro en la educación y la capacitación, 
pero también hay quienes adoptan una visión de mayor alcance e incluyen 
mejorar el acceso, los derechos y las libertades individuales (pnud, 2009).

Para el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud, 2009), el 
desarrollo de capacidades es el proceso mediante el cual las personas, orga-
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nizaciones y sociedades obtienen, fortalecen y mantienen las aptitudes nece-
sarias para establecer y alcanzar sus propios objetivos de desarrollo a lo largo 
del tiempo. En otras palabras, si las capacidades son el medio para planificar 
y lograr, el desarrollo de capacidades es el camino para alcanzar tales medios.

pnud agrega que debe ser una transformación, modificación de las men-
talidades y las actitudes.

La creación de capacidades en la literatura toma como base los Objeti-
vos de Desarrollo Sustentable (ods, s. f.), el 17: Revitalizar las alianzas glo-
bales para el desarrollo sostenible, donde las Naciones Unidas se compro-
meten a la transformación interna. El Objetivo 17 incluye metas para 
construir capacidades, incluyendo incrementar la tecnología y la innovación 
en países menos desarrollados, así como mejorar la recolección de datos y 
su monitoreo para el logro de los ods. 

Las universidades, en particular, pueden servir como centros para cons-
trucción de capacidades a través de la investigación y la innovación, junto 
con el análisis y recolección de datos. 

El futuro está no sólo en desarrollar capacidades individuales sectorial-
mente sino en crear alianzas estratégicas, porque se ha comprobado en una 
gran cantidad de estudios que la gestión de capacidades representa una fuer-
te ventaja competitiva. Dicha gestión comprende procesos organizacionales, 
niveles de análisis, apertura de procesos y realización de alianzas (Inigo et 
al., 2020).

En inglés se manejan dos términos que, en el español, se traducen como 
capacidades, y son: capabilities y capacities. Aunque, en términos generales, 
en México se requiere construir “capacidades”, daremos unos puntos que 
en inglés los hacen diferentes. 

Capacity significa “capacidad”, que indica que algo puede albergar, con-
tener o producir; se refiere a una persona; indica la suficiencia que posee 
para realizar algo. 

Capability significa “capacidad”, aptitud; puede aplicarse a una persona 
o a un objeto e indica las cualidades y habilidades que posee para realizar 
algo; se utiliza este término para el fortalecimiento de empresas, gobierno 
y organizaciones. 

Algunos dirían que el término capacity building, ciertamente, ha gana-
do popularidad en comparación con el uso de la palabra capability, espe-
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cialmente, en el mundo financiado con ayuda. Sin embargo, Holsbeeke, 
Ketelaar, Shoemaker, Gorter (2009) nos mencionan que prácticamente la 
diferencia entre capacity y capability tiene que ver con el contexto. 

En el presente capítulo tenemos el objetivo de establecer la creación de 
capacidades (ambas capacity y capability) en el sector social, educativo, em-
presarial y gubernamental. 

Creación de capacidades sociales

La capacidad social es la capacidad de las personas para trabajar juntas, para 
organizar las relaciones públicas, en lugar de dar responsabilidad de esas 
relaciones, totalmente, a los actores estatales o al flujo de intercambio de 
mercado (Lichteman, 2009). 

El pertenecer a una sociedad no da en automático relaciones de colabo-
ración entre los ciudadanos, respeto, autoorganización, responsabilidad por 
el otro. Esto es algo que se tiene que desarrollar, se tiene que aprender, se 
debe de cultivar en la sociedad. 

La democracia depende no sólo de una gobernanza eficaz, depende de 
ciudadanos que puedan hacer cosas junto con una amplia diversidad de otras 
personas, grupos e instituciones, en lugar de ser sólo sujetos obedientes del 
estado; se requiere personas consientes de la realidad, de las posibilidades 
de cambiar ésta con determinados medios; se necesita de personas que no 
sólo miren un interés individual sino que sobrepongan al interés colectivo, 
y que puedan externar sus necesidades, problemas, situaciones, de una ma-
nera clara.

Cuando hablamos de gobernanza, decimos que es la participación de 
todos los actores involucrados para solucionar un determinado problema 
(Martínez, 2015). Sin embargo, estamos conscientes de que cada actor debe 
ser capaz de participar dando a conocer cuáles son sus intereses, cuáles son 
sus problemas, cuáles son sus prioridades, manifestando su punto de vista, 
y esto no se logra de forma mecánica o inmediata, menos con un devenir 
histórico tan represivo, donde no estuviera de acuerdo era eliminado, don-
de se prohibía la libertad de expresión, donde el obedecer era la única 
opción. 
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Los regímenes autoritarios tienden a despolitizar a sus gobernados a 
través de represión física, cooptación e incentivos motivacionales que los 
mantienen satisfechos; éstos tienden a desentenderse de sus derechos ciu-
dadanos conformándose con la posibilidad de votar en elecciones. Con ello, 
el Gobierno procura destruir los espacios donde se pueda desarrollar acti-
vidad política organizada, ajustando cualquier tipo de discusión a las reglas 
establecidas por el primero (León, s. f.).

Algunos de los espacios de participación colectiva son los sindicatos, 
las asociaciones profesionales y universidades, organizaciones de base que 
articulan demandas reprimidas o ignoradas por el régimen autoritario, 
como son: organizaciones de derechos humanos, familiares de encarcelados 
torturados, asesinados, desaparecidos y las iglesias. A todo aquello que se 
le denomina la sociedad del riesgo o los relegados por el sistema económico, 
aquellos que no encuentran espacio y se van juntando según sus carencias, 
y forman pequeños grupos que a veces evolucionan y sobreviven al régimen y 
perduran y hasta se institucionalizan, otros mueren en el intento. 

El concepto de sociedad civil es polisémico y debatible, implica una 
tradición histórica que parte del siglo xviii y, actualmente, se vincula a la 
participación ciudadana de la democracia y a las distintas modalidades de 
organización social (León, s. f.)

Se habla de la aparición de la sociedad civil en la Ciudad de México en 
el año de 1985, la cual surgió instintivamente durante los sismos como una 
forma de ayuda solidaria frente al caído, a falta de instituciones guberna-
mentales. Aunque no podríamos decir que fuera una “sociedad civil” para 
todos los casos, porque esta referencia nació en la desgracia, surgió en la ne-
cesidad de cubrir una función estatal, y la sociedad civil, en general, es 
aquella que exige sus derechos conociendo sus obligaciones en todos los 
aspectos, no sólo en desgracias. 

A lo largo de la historia de nuestro país, la evolución de la sociedad civil 
y de las organizaciones civiles (oc) no ha sido lineal, los diferentes gobiernos 
la fueron relegando, según sus intereses, en la etapa del gobierno autoritario, 
por ejemplo, se mermó la capacidad organizativa, ajena a las ventajas del 
régimen. No obstante, hacia finales de la segunda mitad del siglo xx, la 
ciudadanía comenzó a organizarse por medio de movimientos y organiza-
ciones políticas y sociales, a fin de presionar al régimen a cambiar su estruc-
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tura normativa e incluso sus acciones. Tales hechos contribuyeron a la 
apertura gradual del sistema político y a la transformación del espacio pú-
blico, al igual que a las presiones internacionales que coaccionaban al país 
a cumplir con determinados requisito, para lograr una determinada segu-
ridad en la parte económica (León, s. f.).

La sociedad civil era considerada como la única que podría defender 
sus propios intereses autogobernándose, pero ésta sé encuentra formada 
por diferentes clases sociales; la diversidad que es en parte su riqueza es 
también parte de su debilidad, pues la clase pudiente es la que impone el 
discurso dominante y la que realiza la negociación con los otros sectores, al 
igual que las organizaciones no gubernamentales que son de origen privado; 
de nuevo se pierden y se diluyen los intereses de la mayoría de la sociedad 
civil. Podríamos reflexionar acerca de si dentro de la propia sociedad son 
marginados, son capturados los intereses de la mayoría o de la clase más 
oprimida, ¿qué podríamos esperar de los representantes políticos? 

La sociedad civil se conforma como un contrapeso en las decisiones 
gubernamentales, que en un inicio, dado su proceso de maduración y con-
formación arriba mencionados, se alineaban con la clase gubernamental 
entrando en una aparente representación de la sociedad civil, quedando 
ésta como una representación de ornato para cumplir un “requisito” de 
asistencia. 

Como lo menciona León (s. f.), el concepto de sociedad civil está vincu-
lado con la participación ciudadana, la democracia y con las distintas mo-
dalidades de organización social. Autores como Hobbes, Hegel, Habermas, 
Bobbio, O’Donnell, Schmitter, Cohen y Arato reconocen que en la sociedad 
civil se expresa la pluralidad de vida, subculturas y creencias. 

Los derechos de la sociedad civil, según Cohen y Arato citados en León 
(s. f.), son: libertad de pensamiento, prensa, expresión, comunicación, li-
bertad de asociación, reunión y protección de la privacía, intimidad e in-
violabilidad de la persona. 

La ciudadanía es un conjunto heterogéneo de derechos legales: derechos 
civiles, libertad individual de palabra, religión, prensa, propiedad y justicia.

Derechos políticos que posibilitan al individuo: participar en el ejercicio 
del poder y en la toma de decisiones (de voto, a ser elegido, de asociación, 
de organización).
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Derechos sociales: que garantizan al individuo gozar de cierta igualdad 
en cuanto a la distribución de riqueza social, mediante un mínimo de bien-
estar económico y seguridad social. 

Las instituciones que dan posibilidad de acceder y ejercer tales derechos 
son: cortes de justicia o tribunales (derechos civiles), parlamentos, gobiernos 
y partidos (derechos políticos) y sistema educativo y de seguridad social 
(derechos sociales). 

En México se ha debatido y promovido la participación ciudadana, en 
especial, la que atañe y se vincula al papel de la sociedad civil, hecho que se 
manifiesta en la promoción de convocatorias gubernamentales y recursos 
para organizaciones civiles, con objeto de fomentar la participación ciuda-
dana organizada. Por otro lado, en los últimos años, organismos interna-
cionales han recomendado que las organizaciones civiles (oc) sean incluidas 
en las agendas gubernamentales. 

Los años ochenta fueron problemáticos para México, sobre todo, a 
partir de 1982, que fue cuando el Gobierno inició un drástico proceso de 
adelgazamiento del gasto, que implicó fuertes recortes en los rubros de-
dicados al gasto social. Numerosas organizaciones empezaron a organi-
zarse de manera autónoma frente al Gobierno. En el contexto mundial 
se brindaba apoyo a las organizaciones autónomas. Éstas se empezaron 
a multiplicar de manera inusitada durante los años ochenta. La dinámi-
ca organizativa de la sociedad fue, efectivamente, muy importante en el 
desarrollo social del país, sólo que esa dinámica existió bajo un manto 
de corporativización sometido al Gobierno. Sin embargo, es absurdo con-
siderar que la vida social de las organizaciones tuvo poca importancia y 
resonancia en el conjunto social durante los largos años de predominio 
corporativo. Asimismo, sería injusto olvidar la existencia de una fuerte 
dinámica organizativa de carácter tradicional e informal (Verduzco, 
2001).

En los últimos años, las oc han logrado avanzar con su participación 
en el espacio público, sobre todo, a partir de la creación de leyes, regla-
mentos, normas, proyectos y programas gubernamentales, que promue-
ven mecanismos para que la ciudadanía tome parte en decisiones del 
ámbito público-político. No obstante, subsisten carencias y límites insti-
tucionales. A pesar de que existen mecanismos legales y organizaciones 
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que posibilitan la participación en los ámbitos social, político, económi-
co y cultural del país, los ciudadanos casi no los utilizan.

Esto nos lleva a que, aunque se tenga el marco regulatorio para la par-
ticipación, si no se cuenta con la capacidad social no hay participación.

El desarrollo de capacidades en la comunidad es un proceso que impli-
ca la “interacción, movilización y activación” de los capitales sociales, que 
se relacionan entre sí para un fin común, por una identidad compartida, 
para proteger, mantener o mejorar algo de valor para la comunidad, esta-
bleciendo relaciones con el Estado para acceder a recursos financieros, le-
gales, políticos o de otro tipo.

La participación, educación cívica, formación social, respecto a los otros, 
etc., de la comunidad, se fomenta por parte del Estado a través de procesos 
participativos y de asignación de recursos (Eaton et al., 2021).

En el presente trabajo aclaramos que el término sociedad civil es ambi-
guo y se relaciona con el “tercer sector” o “sector no lucrativo”, “no guber-
namental”, “organizaciones de promoción social y desarrollo”, u “organiza-
ciones civiles”; estos y más términos se relacionan con los grupos que se 
organizan en la sociedad civil para solicitar, exigir, participar por derechos, 
intereses, etc. Es relevante mencionar que no se incluye el sector asistencia-
lista de la sociedad como escuelas, hospitales, clubes deportivos, museos, 
casas de cultura y fundaciones (Verduzco, 2001).

Cuando la sociedad mexicana entra al proceso de transición democrá-
tica, de alternancia política, se desarrolla un contexto de tolerancia por 
parte de los gobiernos y con más participación ciudadana, ya que este 
contexto hizo que las organizaciones sociales se multiplicaran y desarro-
llaran alianzas estratégicas para dialogar con más éxito frente al Gobierno, 
para conseguir ámbitos de acción más estables y mejor reglamentados. 
En la actualidad, tanto internacional como nacionalmente, las organizacio-
nes sociales han adquirido mayor importancia no sólo en la conformación 
democrática sino también en diversos ámbitos de la vida social (Verduzco, 
2001).

Para hacer que tome fuerza la sociedad civil y participe en la vida pú-
blica del país, se tienen que superar muchas barreras; la meta es llegar a una 
democracia participativa. Se entiende por participación la acción colectiva 
de los actores sociales e institucionales de integrarse, proponer, controlar y 
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evaluar críticamente los procesos de decisión pública en las esferas territo-
riales (Llancar, 2008).

La participación ciudadana es un proceso continuo en el tiempo que se 
desarrolla, de generación de conciencia crítica y propositiva, en el ciudada-
no, con lo cual progresivamente éste va adquiriendo mayor relevancia y 
protagonismo. Un proceso gradual mediante el cual se integra al ciudadano, 
en forma individual o participando en forma colectiva, en la toma de deci-
siones, transparencia, rendición de cuentas, la fiscalización, control y ejecu-
ción de las acciones en los asuntos públicos y privados, que lo afectan en lo 
político, económico, social y ambiental, para permitirle su pleno desarrollo 
como ser humano y en la comunidad en que se desenvuelve (Llancar, 2008).

La sociedad civil deviene en el ejercicio de lo que habitualmente se de-
nomina participación ciudadana, concepto que difiere de la sociedad polí-
tica y la sociedad económica. Se entiende por sociedad civil: “aquellas formas 
de asociación autónomas del mercado y el Estado que tienen por objetivo 
reivindicar derechos, expresar opiniones, influir en las decisiones que afec-
tan a la comunidad y controlar a sus autoridades” (pnud, 2004, 218). Así, 
la sociedad civil aspira a influir, no a participar directamente ni el poder del 
Estado ni en la producción económica (Llacar, 2008). Es por eso que una 
sociedad participativa probablemente será una sociedad más democrática, 
porque las decisiones se tomarán buscando acuerdos o buscando distintos 
grados de convergencia de intereses y derechos (Llacar, 2008)

La gobernanza aparece como el camino a seguir para gobernar, la cual 
propone que se gobierne participativamente de manera más cooperativa, 
diferente del antiguo modelo jerárquico, en el que las autoridades estata-
les ejercían un poder sobre los grupos y personas que constituían la so-
ciedad civil. 

Hoy, en la idea de gobernanza, las instituciones estatales y no estatales, 
los actores públicos y privados participan y, a menudo, cooperan en la for-
mulación y la aplicación de políticas públicas. 

La estructura de la gobernanza moderna no se caracteriza por la jerar-
quía, sino por actores corporativos y autónomos y por redes entre organi-
zaciones (Mayntz, 2001).

Este empoderamiento que hacen los sujetos sociales de su realidad, se 
dirige a impulsar el capital social, entendido éste como un sistema de nor-
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mas y organizaciones, a través del cual los ciudadanos acceden a los proce-
sos de toma de decisiones colectivas, que se deberían transformar en pro-
gramas y políticas locales. 

Para que las demandas locales puedan expresarse, es necesario que en 
el espacio local actúen diversos actores que ayuden a catalizar las potencia-
lidades endógenas, articulando o favoreciendo la concertación de diversas 
redes sociales y espacios para la participación ciudadana. Recordando que el 
concepto de redes corresponde a un nudo de relaciones entre actores que 
se benefician al pertenecer a ella (Castells, 1999).

Si se recupera el protagonismo de la sociedad civil en la toma de deci-
siones gubernamentales, por medio de la innovación en mecanismos que 
permitan aquello, se alcanzarán decisiones más significativas y de cierto 
modo, más vinculantes con el sentir de los actores sociales. Lo que permi-
tiría, a fin de cuentas, un mayor rendimiento de la gestión del Estado, 
ampliando la capacidad del sistema para implementar organismos de in-
tegración social que redundaría en beneficio de la estabilidad guberna-
mental y ayudaría a resolver la problemática de la ingobernabilidad (Lla-
car, 2008). 

Las teorías recientes de la gobernanza consideran la participación ciu-
dadana como elemento indispensable para un buen gobierno. Sin embargo, 
pocos estudios todavía se centran en la calidad y eficiencia de ésta, al mismo 
tiempo que no faltan pruebas del efecto desestabilizador que la sociedad 
civil puede tener sobre el gobierno (Ochman, 2004).

Para el fortalecimiento de la participación social es recomendable tra-
bajar en los mecanismos de consulta:

• Establecer procedimientos cuando correspondan, que permitan la 
oportunidad de realizar consultas públicas con anterioridad a la apro-
bación final de disposiciones legales. 

• Realizar procesos transparentes para permitir la consulta de secto-
res interesados en relación con la elaboración de proyectos de leyes, 
decretos o resoluciones en el ámbito del Poder Ejecutivo. 

• Realizar audiencias públicas que permitan consultas públicas en 
otras áreas adicionales a las relacionadas con el marco regulatorio 
de los servicios públicos, para el cual ya están contempladas.
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Mecanismos para estimular una participación en la gestión pública:

• Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a 
las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a la 
participación en la gestión pública. 

• Establecer mecanismos para fortalecer la participación de las orga-
nizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales, en los esfuer-
zos para prevenir la corrupción; desarrollar la conciencia pública 
sobre el problema, y promover el conocimiento de los mecanismos 
de participación establecidos y su utilización.

Mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión pública:

• Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a 
las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a par-
ticipar en el seguimiento de la gestión pública. 

• Promover formas, cuando sea apropiado, para que aquellos que 
cumplan funciones públicas permitan, faciliten o asistan a las 
organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales, en el 
desarrollo de actividades para el seguimiento de su actuación 
pública. 

• Diseñar y proponer en funcionamiento programas para difundir los 
mecanismos de participación, en el seguimiento de la gestión públi-
ca, y cuando sea apropiado, capacitar y facilitar las herramientas ne-
cesarias a la sociedad civil y a las organizaciones no gubernamenta-
les para utilizar tales mecanismos. 

Es necesario:

• Modificar los marcos regulatorios para fomentar los procesos con-
sultivos en asuntos en que se encuentre comprometido el interés ge-
neral. 

• Mejorar progresivamente en la exigencia de llevar a cabo procesos 
consultivos, en general, y audiencias públicas, en particular, en los 
contextos correspondientes. 
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• Difundir y capacitar a la población respecto de mecanismos de par-
ticipación, incluyendo la distribución gratuita de publicaciones so-
bre el particular, modos de participación, vías previstas a tal fin, etc. 

• Crear cursos de capacitación en el ámbito de la lucha contra la co-
rrupción. Difundir la existencia de canales accesibles de denuncias 
para compañías privadas y para sus empleados cuando estén en co-
nocimiento de actos de corrupción, soborno, etc.

• Elaborar diagnósticos y encuestas de opinión sobre gobernabilidad, ins-
tituciones públicas, corrupción, etc., procediendo a su amplia difusión. 

La democracia participativa no sólo legitima las acciones del Gobierno, 
sino ayuda a que los territorios cuenten con una mejor gestión, aplicando 
políticas públicas donde involucren a todos los actores, y sean diseñadas de 
abajo hacia arriba. Todo lo anterior repercute en una mejor y más consien-
te sociedad civil que, en conjunto con el Gobierno, pueda hacer un país más 
resiliente ante un futuro lleno de amenazas de todo tipo, por ejemplo, epi-
demias, cambio climático, perdida de la biodiversidad, etc.

Creación de capacidades educativas

En el sector educativo, el desarrollo de capacidades va de la mano con crear 
una educación de calidad, que dé respuesta a las capacidades de cada uno 
de los educandos en su contexto y su realidad particular. Una educación 
que fomente el desarrollo de un país. Una educación que fomente el de-
sarrollo de las capacidades, sus formas de aprender y las diferencias de cada 
una de las personas, los prepare para vivir en comunidad de acuerdo con las 
normas y libertades democráticas, los haga conocedores de sus derechos y 
sus deberes (Saenz, 2016).

La educación basada en: saber, saber hacer, saber ser y saber convivir. 
La educación se convierte, así, en una herramienta fundamental para el 
desarrollo de las capacidades humanas. Nada es más importante para la de-
mocracia, para el disfrute de la vida, para la igualdad y la movilidad dentro 
de la propia nación, para una acción política eficaz más allá de las fronteras 
nacionales. La educación debería concebirse no sólo como una mera apor-
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tación de útiles habilidades técnicas, sino también, y en un sentido más 
central, como un enriquecimiento general de la persona a través de la in-
formación, la reflexión crítica y la imaginación (Nussbaum, 2012).

¿Qué son realmente capaces de hacer y de ser las personas? ¿Y qué 
oportunidades tienen verdaderamente a su disposición para hacer o ser lo 
que pueden?

En ese sentido, Nussbaum (2012) propone dejar a un lado una educación 
de corte utilitarista para volver a una educación de carácter humanista.

La educación no puede ser sólo una bolsa de conocimientos técnicos, 
sino que debe de ser una educación para la vida y el convivio con otros 
seres humanos, una educación integral, para sobrevivir y para convivir bajo 
valores que permitan construir una comunidad preocupada por sus inte-
grantes y su contexto.

Para ello, las capacidades intelectuales no deben ser adquiridas de ma-
nera mecánica y repetitiva; deben ser el fruto de una educación que fomen-
te el pensamiento autónomo y reflexivo de los estudiantes. 

Una educación que promueva la autonomía, brindando oportunidades 
y generando responsabilidades para que se favorezca la adquisición de ca-
pacidades, competencias, habilidades y actitudes (Sáenz, 2016).

Una educación que ansíe una verdadera democracia vigorosa, que fo-
mente el desarrollo de ciudadanos de facto, que participen y decidan en la 
cosa pública, que se responsabilicen por sus congéneres, que creen una ver-
dadera comunidad justa, libre e igualitaria, donde se respete la diferencia y a 
los diferentes. Así, al hablar de democracia vigorosa, la educación debe pre-
tender hacer al niño consciente de la importancia social de sus decisiones y 
transmitir, en la práctica diaria escolar, la obligación de revisar la manera en 
que nos relacionamos con la familia, la escuela y la comunidad (Sáenz, 2016).

La educación brindada debe ser capaz de formar seres humanos com-
prometidos con sus semejantes, con su entorno físico, político, social; que 
sea responsable para participar no sólo con un interés político sino con un 
interés genuino en su entorno. A esto algunos autores lo llaman educación 
humanizante, como Sáenz (2016), quiero menciona que este tipo de edu-
cación promueve lo que nos hace auténticamente humanos, que lo que 
aprenda en la escuela ayude a comprender lo que somos, que se cimiente 
sobre los valores que nos diferencian como raza humana, evitando la vio-
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lencia y el abuso a los niños. Una educación que empatice con el dolor y la 
alegría y que permita consensuar y convivir de manera prosocial, que nos 
ayude no sólo a evolucionar sino a crecer como personas. Una educación 
dinámica, innovadora y cambiante que dé respuesta a las transformaciones 
constantes de la cultura, la vida y las costumbres, una educación humani-
zante que eduque a la persona para convertirse en ciudadano y que no lo 
haga ajeno a los problemas del prójimo. 

Una vez que hemos escrito párrafos arriba sobre la creación de capaci-
dades en el sector educativo, nos queda claro que la educación a la que 
hacemos mención debe ser una educación humanizante para que sirva de 
base sólida para la sociedad, pues de tal manera se contaría con raíces fuer-
tes y valores consolidados. El paso en los diferentes niveles educativos será 
acumulación de conocimientos y convivencia con su entorno pero ya con 
una guía conductual, ya con un compromiso social; el paso siguiente es 
crear, como lo vimos anteriormente, un marco que acompañe a todo el 
sector académico en sus diferentes niveles. 

Es así que pasamos al nivel universitario, como si fuera el inicio del 
sector educativo y el final de este, en un sentido figurado. El nivel universi-
tario es en el que se tienen que dar resultados al compromiso social que 
tienen las universidades, sobre todo las públicas, de ayudar al desarrollo 
“sostenible” del país. Para ello es importante establecer las bases que propi-
cien este objetivo, el de crear capacidades educativas que contribuyan, que 
construyan con base en los conocimientos una estrategia para el mejora-
miento de la calidad de vida del país.

Las dificultades que enfrentan las universidades para vincularse con los 
sectores productivos es un problema, en particular, el peso de las actividades 
de vinculación, y la transferencia hacia el sector productivo resulta escasa 
(Di Meglio, 2018).

Es importante esta vinculación, sobre todo, en los procesos de innova-
ción y desarrollo económico; en su mayoría, son limitantes institucionales 
los que impiden una mayor vinculación entre los cuales se encuentran: la 
falta de políticas y normativa adecuada, la inexistencia de una infraestruc-
tura apropiada para el desarrollo de la investigación científica y tecnológica, 
y la escasa cultura y disposición de los académicos universitarios para vin-
cularse con el sector productivo (Di Meglio, 2018).
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Las actividades de las universidades están más asociadas a cuestiones 
de formación más que a actividades vinculadas a la incubación de empresas, 
al desarrollo de proyectos de investigación o desarrollo, o bien a la presta-
ción generalizada de servicios tecnológicos. Uno de los aspectos que apa-
recen abordados en una gran cantidad de estudios son aquellos referidos a 
los aspectos normativos e institucionales de las universidades; se pone én-
fasis en los marcos normativos que facilitan las relaciones y en las políticas 
de remuneración y normatividad administrativa, en el interior de las orga-
nizaciones. Hay en algunas universidades estructuras organizacionales para 
promover la vinculación, sin embargo, hay otras organizaciones que no 
cuentan con la estructura institucional adecuada. Hay muchos casos en los 
que se intenta sustentar una estrategia de vinculación mediante el esfuerzo 
personal de los académicos, quienes, por lo general, no tienen la experien-
cia ni el tiempo disponible para este tipo de actividades. Otras instituciones 
han creado oficinas especializadas que centralizan las actividades de vincu-
lación, pero no los han dotado de personal calificado en temas fundamen-
tales, es sumamente difícil encontrar personal de este tipo, dado que la 
gestión tecnológica es una disciplina novedosa, sobre todo, en el contexto 
latinoamericano (Di Meglio, 2018).

Algunas limitantes para las relaciones entre las instituciones universi-
tarias y los sectores productivos son el contexto económico, tecnológico, 
empresarial, social y político del país, el cual propicia que algunas veces el 
sector productivo no tenga la capacidad suficiente para absorber e imple-
mentar el conocimiento, especialmente, cuando se refiere a empresas pe-
queñas o medianas, las cuales necesitan primero mejorar sus procesos con 
la ayuda de la investigación.

Lo anterior resalta la importancia de contar con un marco político ade-
cuado en educación y en investigación y desarrollo que permita generar y 
consolidar procesos de vinculación

La creación de capacidades en las universidades se basa en tener políti-
cas internas y relacionales. Las primeras se refieren a contar con los depar-
tamentos administrativos capacitados para llevar a cabo la transferencia del 
conocimiento. En la mayoría de las universidades existe el departamento, 
pero no con el personal adecuado. Este departamento se encarga de condu-
cir a los académicos internamente, de relacionarles para detectar las nece-
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sidades externas y de establecer las estrategias para vincular ambas. Es un 
departamento capaz de detectar financiamientos para llevar a cabo proyec-
tos vinculados, donde la transmisión no sólo sea de conocimientos sino 
económica para las instituciones y los académicos, sin que esto sea consi-
derado una falta. 

Las universidades deben desarrollar habilidades para promover sus ser-
vicios entre los sectores productivos, eliminando las barreras que se presen-
ten en el camino mediante construcción de marcos de cooperación.

Las instituciones de educación superior (ies) son un agente fundamen-
tal de cambio y grandes impulsoras de la innovación, de desarrollo econó-
mico y del bienestar social, esto, en la medida en la que proporcionan res-
puestas a los problemas de la sociedad al generar soluciones y formar el 
capital humano que debe emprender tales transformaciones, a partir de un 
compromiso con la libertad, la justicia, la paz y la solidaridad desde un en-
foque intra e intergeneracional (Sanabria-Suárez et al., 2020).

Las capacidades del sector educativo radican en tener capacidad de in-
vestigación, de orientar las temáticas a problemas de mayor incidencia, las 
ies tienen un incuestionable protagonismo en cuanto a la creación de co-
nocimiento, la investigación y la gobernanza. 

La creación de capacidades en el sector educativo, desde una educación 
básica humanista, hasta una universidad capaz de realizar la red entre los 
diferentes sectores, es todo un reto. ¿Por dónde empezar? Los dos son im-
portantes, sin embargo, no se puede trabajar en las universidades con estu-
diantes con conocimientos deficientes, carentes de valores, con una cultura 
individualista y competitiva, sin la sensibilidad social necesaria para hacer 
proyectos comunitarios, proyectos de interés nacional, así que había que 
comenzar ya con el cambio en la educación básica y con capacitación, tan-
to a profesores como a estudiantes en el nivel universitario, que les ayude a 
adquirir una visión social en lo más que se pueda.

Construcción de capacidades empresariales

La nueva economía gira alrededor de “la innovación en la gestión de las 
empresas, su reorganización y sus consecuencias sobre el sistema académi-
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co, educativo, las desigualdades sociales y, evidentemente, la conducción de 
la política económica”. Todas aquellas empresas que no comprendan este 
nuevo modelo serán rezagadas y, por consecuencia, tendrán un cierre de 
actividades próximo, el cual no sólo repercute en los dueños del capital o 
en inversiones sino, sobre todo, en los empleados o trabajadores. Martínez 
(2017) menciona que las empresas sobrevivientes no son aquellas que tienen 
“más suerte”, sino son aquellas que tienen estrategias para el desarrollo pre-
sente y futuro de la actividad económica, basado en la construcción de ca-
pacidades empresariales.

La evolución del sector económico en México, desde un enfoque teóri-
co, relaciona las acciones del Gobierno, directamente, el modelo económi-
co y sus instrumentos de política para su implementación. En las últimas 
décadas y en cumplimiento con los acuerdos internacionales firmados, la 
meta era la reducción de la participación del Estado en la actividad econó-
mica y una mayor participación del mercado en más actividades económi-
cas, incluidas las estatales. La reducción de la participación del Estado en 
las actividades económicas repercutió en la falta de programas guberna-
mentales de apoyo para la competitividad, fortalecimiento y rescate de las 
empresas mexicanas.

Actualmente, con el enfoque que considera a la innovación como la base 
del desarrollo económico empresarial, es necesario crear instituciones que 
generen marcos regulatorios que propicien, incentiven y encaucen a la in-
novación, como resultado, no únicamente en las empresas. Esto es, crear 
todo un programa de diferentes sectores que contribuyan a la innovación, 
que no sólo hace más competitivas a las empresas, sino que las hace recep-
toras de este cambio llamado sociedad del conocimiento, que lleva a poner 
en práctica los conocimientos adquiridos con una mentalidad innovadora.

Hemos hablado sobre la creación de capacidades en la sociedad, en la 
educación, y es aquí en donde tocamos la creación de capacidades en el sec-
tor empresarial que lleven a una reestructuración y modernización de las 
mismas, con miras a establecer estrategias que lleven al sector industrial a la 
apropiación, generación y transferencia del conocimiento de las empresas 
mexicanas.

La construcción de capacidades empresariales se basa, en parte, en el 
aprendizaje y acumulación de capacidades tecnológicas que abran camino 
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para una innovación tecnológica, con base en los procesos o necesidades 
locales. Esta capacidad es una construcción gradual entre la parte tecnoló-
gica y la parte de gestión del conocimiento, primeramente, entre los actores 
que conforman el sector empresarial y, en un segundo plano, las redes entre 
los diversos sectores que lleven a un “saber-hacer”.

 En la literatura sobre capacidades existe la diferenciación entre capaci-
dades tecnológicas y organizacionales, refiriéndose a estas últimas como la 
competencia administrativa para definir estructuras y políticas organiza-
cionales más eficientes. Ambas capacidades se deben de desarrollar para 
lograr así una capacidad empresarial, y no sólo éstas sino que se deben 
hacer redes con las otras empresas.

Con lo anterior concluimos que las capacidades empresariales están 
basadas en la toma de decisiones que lleven a las empresas a ser competi-
tivas, en la integración de su capital social, tecnológico y organizacional; 
que, en conjunto con otras empresas y sectores, se vincule la transferencia 
de conocimiento, la creación de liderazgo que genere las diferentes estra-
tegias frente a los escenarios presentes y futuros para mantener el valor de 
la empresa.

El sector empresarial, si bien su espíritu es la generación de utilidades, 
contribuye con la generación de empleos. Tanto la generación de recursos 
económicos como la generación de empleos dependen de la cultura or-
ganizacional de la empresa, la cual debería de contemplar apostar por de-
finir “valores éticos” con el personal, que le permitan crear una resiliencia 
en tiempos de crisis, en los diferentes departamentos que conforman la 
empresa.

Construcción de capacidades gubernamentales

Las construcciones de capacidades gubernamentales generan mejores po-
líticas públicas y mayores niveles de desarrollo. Una mayor conciencia sobre 
el proceso de formulación de las políticas públicas y sus bases instituciona-
les pueden facilitar la promoción, diseño e implementación de reformas con 
mayores probabilidades de alcanzar los objetivos de desarrollo deseados, en 
función de las instituciones y prácticas particulares de cada país.
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A partir del 2000, fue que se empezó a tocar el tema de las capacidades 
gubernamentales, las cuales tenían como base los enfoques tecnocráticos y 
sus reformas institucionales.

La experiencia acumulada a través de reformas económicas, sociales y 
políticas en América Latina ha dejado en claro que no alcanza con tener “bue-
nas ideas” y “buenas recetas de políticas” para lograr mejoras de desarrollo 
sostenibles. La misma idea de política, aplicada en contextos políticos dis-
tintos, puede producir resultados sumamente diferentes.

En procesos de formulación de políticas, participa una variedad de ac-
tores del Estado y de la sociedad que interactúan en varios escenarios dife-
rentes. Algunas características de esos escenarios y de los modos en que se 
relacionan los actores políticos y sociales resultan ser cruciales a la hora de 
determinar la calidad y el grado de eficacia de las políticas públicas. 

De las características del entorno en que se formulen las políticas pú-
blicas dependerá si éstas se mantienen por el tiempo necesario para produ-
cir los cambios de comportamiento deseados, o si se alteran con cada pe-
queño cambio de dirección de las acciones políticas, o si se adaptan bien a 
los cambios del entorno o son rígidos, o si se procura el interés público o 
benefician sólo a un grupo de actores bien organizados. En particular, al-
gunas características de las instituciones políticas y las arenas políticas, como 
el Congreso, el Poder Judicial, el sistema de partidos políticos y la adminis-
tración pública son determinantes.

Dichas características del entorno en el que se formulan las políticas 
públicas y dichas capacidades gubernamentales no se generan o evolucionan 
espontáneamente, y no se pueden crear simplemente redactando una ley de 
reforma institucional, son el resultado de las acciones de los principales 
actores políticos a través del tiempo, en el contexto de los equilibrios polí-
ticos específicos de cada país (Scartascini y Tommasi, 2014).

• Las capacidades gubernamentales son el resultado de las acciones 
tomadas por los principales actores políticos a lo largo del tiempo, 
como parte del equilibrio político propio de cada región o país.

• Ni las instituciones ni las capacidades gubernamentales se pueden 
construir por mandato como, por ejemplo, copiando una ley de 
“prácticas idóneas” de otro país.



 C R E A C I Ó N  D E  C A PA C I D A D E S  E N  E L  S E C T O R  S O C I A L ,  E D U C AT I V O ,  E M P R E S A R I A L  Y  G U B E R N A M E N TA L  32

• Es preciso que haya cooperación a través del tiempo entre los acto-
res políticos y entre distintas administraciones.

Las capacidades gubernamentales se logran:

 a) fortaleciendo los cuerpos legislativos,
 b) fortaleciendo el Poder Judicial y su autonomía,
 c) fortaleciendo las entidades públicas, promoción de la profesionali-

zación y en cierta medida de sus autonomías e independencia, su-
jeta a la rendición de cuentas, y 

 d) fortaleciendo a los partidos políticos.

El concepto de “capacidad estatal”, “capacidades estatales”, “capacidades 
gubernamentales”, “gestión pública” y “gestión de gobierno” son complejos 
y están profundamente interrelacionados; su importancia fundamental ha 
dado lugar a importantes esfuerzos de análisis, cuantificación y evaluación. 

Las capacidades gubernamentales son (Scartascini et al., 2014):

•	 Capacidades	 de	 formulación	 de	 las	 políticas	 públicas	 del	 Congreso: 
Un cuerpo legislativo integrado por legisladores profesionales (con 
capacidad técnica necesaria para tratar y supervisar las políticas pú-
blicas) y estructuras organizativas adecuadas, que faciliten el desa-
rrollo de políticas relativamente consensuadas y consistentes a tra-
vés del tiempo. 

•	 Independencia	del	Poder	Judicial: el poder judicial, en su función de 
árbitro independiente, puede brindar un “mecanismo de durabili-
dad” que haga aumentar las probabilidades de alcanzar acuerdos 
intertemporales, que contribuyan tanto al logro de mejores resulta-
dos de las políticas públicas, como a una mayor estabilidad y cali-
dad en la implementación y la aplicación efectiva de las políticas 
públicas.

•	 Capacidad	del	servicio	civil: una burocracia eficaz y competente tie-
ne mayores probabilidades de mejorar la calidad de la implementa-
ción de las políticas públicas y de su coordinación entre las diversas 
secretarías. También puede reducir la probabilidad de que las políti-
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cas sean susceptibles al oportunismo político y mejorar la adapta-
bilidad de estas a circunstancias cambiantes mediante la capacidad 
técnica.

•	 Institucionalización	del	sistema	de	partidos: un sistema instituciona-
lizado de partidos puede participar más eficazmente en los debates 
de políticas, y mejorar el alcance de la coordinación en el Congreso. 
Además, es más probable que sus dirigentes hagan respetar los com-
promisos asumidos por dirigentes anteriores de sus partidos. De 
esta manera, los sistemas de partidos institucionalizados pueden fa-
cilitar compromisos de políticas intertemporales.

El desarrollo de capacidades gubernamentales es muy importante y está 
formado por: las burocracias profesionales, los partidos políticos institu-
cionalizados, los cuerpos legislativos capaces y los poderes judiciales inde-
pendientes, son todas las condiciones que favorecen la cooperación inter-
temporal y como tales tienden a generar un mejor entorno de las políticas; 
hay una correlación entre mayores capacidades institucionales y políticas 
más estables, adaptables, coherentes, de aplicación más efectiva y que tien-
den a favorecer a una mayor parte de la población.

Las características de las políticas se han resumido en un conjunto de 
variables que incluyen las siguientes (Scartascini et al., 2013):

• Estabilidad: la medida en que las políticas son estables a través del 
tiempo.

• Adaptabilidad: la medida en que las políticas se pueden ajustar cuan-
do fallan o cuando cambian las circunstancias.

• Coherencia	y	 coordinación: el grado en que las políticas son cohe-
rentes con políticas relacionadas, como resultado de medidas bien 
coordinadas entre los actores que participan en su diseño e imple-
mentación.

• Calidad	 de	 implementación	 y	 aplicación	 efectiva	 de	 las	 políticas: el 
grado en que se implementan y se hacen cumplir las políticas debi-
damente tras su aprobación por el Congreso.

• Orientación	al	interés	público	de	las	políticas: el grado en que las po-
líticas obran en pro del interés público.
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• Eficiencia (La medida en que los políticos permitan una asignación 
de recursos escasos que asegure la obtención de réditos importantes.

Las capacidades gubernamentales también son importantes en lo que 
respecta a la eficiencia de las políticas públicas y, por lo tanto, para el gasto 
público, así como para la efectividad de las políticas sociales.

En términos teóricos, un gobierno más capaz está en mejores condicio-
nes de dirigir sus políticas públicas hacia los sectores que más las necesiten 
y en la forma más oportuna. La autonomía burocrática y la capacidad del 
Estado permiten que los gobiernos avancen con mayor rapidez en el logro 
de las metas de sus políticas de desarrollo en los sectores sociales.

Las capacidades gubernamentales son el resultado final de inversiones 
que toman lugar a través del tiempo, de las decisiones endógenas tomadas 
por los actores políticos claves. Las capacidades gubernamentales evolucio-
nan a través del tiempo como resultado (y como parte) de equilibrios so-
ciales dinámicos.

Las capacidades estatales (definidas como las capacidades del Estado 
para formular y aplicar estrategias para lograr objetivos económicos y so-
ciales en la sociedad) han resultado clave para el diseño e implementación 
de las políticas públicas en diversos campos, y forman parte de la agenda de 
investigación en México. Las capacidades relacionales son las que se refieren 
a la relación del Estado con el entorno socioeconómico, en particular, las 
relaciones que establecen gobernantes y ciudadanos (Hevia, 2015).

En los últimos tiempos, la discusión sobre los estados se centró en dos 
grandes áreas: el tamaño del aparato estatal, expresada en la dicotomía “más” 
o “menos” Estado y su correlato entre mercado vs Estado; y la segunda se 
centró en las capacidades estatales: la necesidad de conceptualizar el Estado 
como un actor político diferenciado que requiere autonomía y desarrollo 
de capacidades, para ejecutar su proyecto político y cumplir con sus fun-
ciones y atribuciones.

La primera disputa sobre el tamaño del Estado dominó la discusión en 
la década de los noventa en pleno proceso de desregulación y privatización 
de la economía: la idea era pasar de un Estado gigante, atrofiado por un 
exceso de atribuciones, a un Estado mínimo, que participara en la menor 
cantidad posible de espacios, dejando así al mercado y su mano invisible 
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regular, de manera más eficiente, las relaciones sociales y mercantiles bajo 
el modelo neoliberal. El dilema neoliberal no es entre Estado y mercado 
sino entre democracia y mercado.

Estas reformas adelgazadoras coincidieron con los procesos descentra-
lizadores que buscaban cambiar el balance de poder entre el centro y las 
periferias, cuyos resultados variaron enormemente de país en país.

Las capacidades estatales se centran en la necesidad de comprender el 
Estado como un actor, buscando para ello fortalecer sus capacidades téc-
nicas y su autonomía para poder llevar a cabo su agenda de acción. Más 
allá del tamaño del Estado, la discusión giró en torno a la calidad y capa-
cidad del mismo para cumplir con sus funciones y atribuciones, cómo pasar 
de menor a mejor (Hevia, 2015).

Las capacidades estatales se definen de manera amplia como un factor 
posibilitante o como “la capacidad del Estado para formular y aplicar estra-
tegias para lograr objetivos económicos y sociales en la sociedad.

Según el modelo propuesto por Grindle (1996), la capacidad estatal está 
compuesta por:

• Capacidad institucional (hacer reglas de juego efectivas)
• Capacidades técnicas (macroeconomía y políticas fiscales sanas)
• Capacidades administrativas (infraestructura y servicios a la población)
• Capacidades políticas (canales legítimos de demandas, resolución de 

conflictos y representación, responsabilidad de los funcionarios y par-
ticipación ciudadana y toma de decisiones).

La evolución de este modelo la realiza Alonso (2007) en capacidades 
estatales: las técnico-administrativas y las relacionales. Las relacionales se 
refieren a la relación del Estado con el entorno socioeconómico. Los estudios 
se han enfocado más en las capacidades técnico-administrativas, por medio 
del análisis de las reformas a la gestión pública. Estos análisis enfatizan las 
relaciones intergubernamentales, con especial interés en los procesos de 
descentralización y en los procesos internos de la propia administración 
pública, por ejemplo, con la incorporación de técnicas gerenciales y de la 
Nueva Gestión Pública, incluyendo las reformas al servicio profesional de 
carrera (Hevia, 2015).
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La construcción de capacidades gubernamentales es indispensable si 
queremos tener un gobierno fuerte, léase como un gobierno capaz de tomar 
las decisiones estratégicas para el beneficio de la población; para ello, tiene 
que contar con instituciones con atribuciones bien definidas y personal 
preparado y comprometido como servidor público; un gobierno que con-
tribuya, que fomente una democracia participativa basada en el respecto de 
cada uno de los actores políticos, sociales y económicos; un gobierno que 
establezca las bases de un desarrollo que se sobreponga a los tiempos polí-
ticos, con destrezas que propicien el fortalecimiento de los empleados gu-
bernamentales en su capacitación técnica y administrativa; un gobierno que 
genere una serie de instrumentos que hagan que el personal que forma 
parte de las diferentes instituciones políticas sea el más docto, el más com-
petitivo, el que tenga los mejores conocimientos político-administrativos 
para crear generaciones de políticos más profesionales, más conocedores de 
sus acciones y más comprometidos con sus representantes. La imagen del 
gobierno y de las instituciones políticas debe de cambiar, no sólo en apa-
riencia sino en profundidad al contar con gente preparada con una verda-
dera vocación de servicio, para que junto con sus acciones o como resultado 
de este reposicionamiento genere confianza en sus gobernados, los cuales 
puedan apreciar en su vida el impacto de un mejor gobierno.

Conclusiones 

La construcción o fortalecimiento de capacidades en los diferentes sectores 
implica una transformación en la forma en la que se venían haciendo las 
cosas, desde el inicio en la educación básica, en las universidades, en la 
relación que éstas tienen con el sector económico y gubernamental, y cómo 
estos crean espacios para incorporar los conocimientos y necesidades loca-
les en sus actividades.
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Capítulo 2. Efectos de la política distributiva en los niveles 
de pobreza y desigualdad en México*

Juan Marroquín arreola**
ValerIa Martínez Flores***

Resumen

El objetivo de este documento es investigar cómo la política distributiva 
ejerce efectos sobre la pobreza y la desigualdad en México. Para tal propó-
sito se realiza una revisión de literatura que aborda las variables utilizadas, 
con el fin de tener un panorama sobre el estado del arte. También se expo-
ne, mediante estadísticas, un análisis descriptivo de la evolución y el com-
portamiento que ha tenido la pobreza, desigualdad y la dinámica de la 
política distributiva. Asimismo, se utilizan métodos econométricos donde 
se elaboran estimaciones y simulaciones que muestran los resultados sobre 
la interacción entre dichas variables.

Introducción

Las políticas redistributivas son un componente esencial de las estrategias 
para reducir la desigualdad y promover el desarrollo que conlleve a contri-
buir a reducir la pobreza. Representan un poderoso instrumento de políti-

*  Este documento es derivado del proyecto sIp 20202055, “Política distributiva y su impacto en los niveles de 
pobreza y desigualdad en México”. Se agradece al Instituto Politécnico Nacional el apoyo brindado.

**  Profesor-investigador del Instituto Politécnico Nacional, Escuela Superior de Economía.
***  Estudiante de maestría en Ciencias Económicas en la Escuela Superior de Economía del Instituto Politécnico 

Nacional. 
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ca, a través de la redistribución de ingresos, y para mejorar la igualdad de 
oportunidades mejorando la distribución de activos generadores de ingre-
sos, como el capital humano y la riqueza (incluida la tierra y el capital in-
dustrial y financiero) entre individuos. 

Los argumentos sobre las políticas redistributivas y la equidad han sido 
inseparables desde antes del surgimiento de la economía, como el estudio 
de la economía política, pero las preocupaciones por la equidad fueron 
eclipsadas progresivamente por el objetivo de promover el crecimiento eco-
nómico, siguiendo el influyente trabajo de Kuznets (1955). Basándose en 
series de datos breves sobre los Estados Unidos, Kuznets asumió que las 
fuerzas del mercado primero aumentarían la desigualdad antes de disminuir 
la desigualdad a lo largo de la trayectoria del desarrollo económico.

La concepción del aumento de la desigualdad como un fenómeno na-
tural y temporal, que se revertiría mecánicamente, con el tiempo contribuyó 
a la percepción de que las políticas redistributivas con efectos potencial-
mente distorsionadores podrían ser económicamente perjudiciales y super-
fluas. La creciente disponibilidad de datos y evidencia de ingresos, en con-
tinuo aumento de la desigualdad en muchos países desarrollados y en 
desarrollo, llevó a investigadores del mundo académico —como, por ejem-
plo, Persson y Tabellini (1994), Alesina y Rodrik (1994), Benabou (1996), 
Aghion et al. (1999), Banerjee y Duflo (2000), Barro (2000), Stiglitz (2013)— 
a reevaluar o cuestionar la existencia de una compensación entre crecimien-
to económico y equidad.

Si bien algunos de esos economistas apoyaron una redistribución más 
amplia de los ingresos, otros defendieron, además, la redistribución de los 
activos generadores de ingresos para el crecimiento económico. Algunos de 
ellos afirmaron que la ausencia de una redistribución sustancial de activos 
representaba una barrera, para el desarrollo económico y la reducción de la 
pobreza en algunos países en desarrollo (Ghosh, 2010), y pidieron reformas 
e intervenciones agrarias para fortalecer el control de los pobres sobre los 
activos (Jomo, 2006; Meinzen-Dick, 2009).

El impacto de las políticas redistributivas sobre la desigualdad de ingre-
sos y el desarrollo sostenible puede ser significativo, pero varía de un país 
a otro y a lo largo del tiempo, ya que las políticas redistributivas están de-
terminadas por factores internos, como la demografía, las condiciones 
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económicas y políticas, y además están influenciadas por las estrategias e 
ideologías internacionales. A nivel mundial, el impacto de las políticas re-
distributivas estuvo fuertemente influenciado por grandes guerras, cambios 
estratégicos e inflexiones ideológicas.

Así pues, el objetivo de este documento es investigar cómo la política 
distributiva ejerce efectos sobre la pobreza y la desigualdad en México. 
Como objetivos particulares se plantean los siguientes: realizar una revisión 
de literatura que aborden las variables mencionadas, con el fin de tener un 
panorama sobre el estado del arte; exponer mediante estadísticas un análi-
sis descriptivo de la evolución y del comportamiento que ha tenido la po-
breza, desigualdad y la dinámica de la política distributiva; utilizar métodos 
econométricos y numéricos para elaborar estimaciones y simulaciones que 
muestren los resultados sobre la interacción entre dichas variables. El do-
cumento se divide en varias secciones. En la segunda sección, se realiza una 
revisión de literatura que aborda las variables utilizadas con el fin de tener 
un panorama sobre el estado del arte. Posteriormente se expone, mediante 
estadísticas, un análisis descriptivo de la evolución y del comportamiento 
que ha tenido la pobreza, desigualdad y la dinámica de la política distribu-
tiva. En la cuarta sección, se utilizan métodos econométricos donde se ela-
boran estimaciones y simulaciones que muestran los resultados sobre la 
interacción entre dichas variables. Finalmente, se exponen las conclusiones.

Breve revisión de la literatura

En países en desarrollo, el hambre y la desnutrición son consecuencia de la 
situación de pobreza en la que se encuentran, por lo que México lleva varios 
años creando programas y políticas para mejorar la nutrición de grupos 
vulnerables. Al analizar el programa Oportunidades, se encontró que tuvo 
éxito al beneficiar tanto a los niños como a sus familias en cuestiones de 
salud, nutrición y educación (Uicab-Pool et al., 2009).

Townsend (2009) plantea que un impuesto a las transferencias moneta-
rias internacionales para beneficio universal, cuyo manejo correspondería 
a la onu, podría implementarse de distintas formas y por etapas en los 
países en desarrollo, como una estrategia efectiva de reducción de la pobre-
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za masiva comprometida con el beneficio de los niños, concentrándose en 
los niños severamente discapacitados.

En Suiza y Noruega, algunas personas con problemas económicos care-
cen de alguna necesidad básica como vivienda, alimentos y ropa. A pesar 
de los esfuerzos estatales para la igualdad de oportunidades educativas, exis-
ten diferencias por razones económicas, por lo que se ven limitados en cuan-
to a la educación, además de que asumen responsabilidades financieras del 
hogar, lo que los obliga a abandonar sus estudios (Harju y Thorød, 2011).

McKee y Todd (2011) encontraron que, en México, el programa Opor-
tunidades logró aumentar la escolaridad y mejorar la salud de personas en 
situación de pobreza. Afirman que el programa genera un aumento en los 
ingresos medios futuros y efectos modestos en la tasa de pobreza. 

Tetreault (2012) realizó un estudio del programa Progresa-Oportuni-
dades, cuyo objetivo era combatir la pobreza en México, y asegura que el 
programa tuvo resultados positivos en el corto plazo en jóvenes con mayo-
res niveles de educación, principalmente, en zonas rurales.

Begum et al. (2012) analizaron el tema en Bangladesh y China, en pe-
riodos de rápido crecimiento económico. La comparación se realiza con-
templando el ingreso promedio, las circunstancias demográficas y la distri-
bución del ingreso. Como resultados obtuvieron que la pobreza es mayor 
en Bangladesh que en China y que el crecimiento económico puede ayudar 
a reducir la pobreza, pero no sucede automáticamente.

En México, existen programas que buscan por medio de la fortificación 
de alimentos, mejorar la nutrición de la población vulnerable. Grijalva-Ha-
ro et al. (2014) estudiaron los efectos de la leche fortificada Liconsa en niños 
de bajo nivel socioeconómico, en comparación con los niños que consumen 
leche no fortificada; el estudio demostró que el consumo de leche Liconsa 
aporta nutrientes de hierro y zinc a los niños.

El gobierno en Reino Unido favorece la idea individual de la pobreza en 
la que definen a los padres pobres como los responsables de que sus hijos 
también lo sean, al tomar malas decisiones con respecto al gasto y transmi-
tir estas prácticas. Bradshaw y Mail (2016), basándose en la encuesta 2012 
de Pobreza y Exclusión Social del Reino Unido, analizaron si realmente la 
pobreza se relaciona con esta idea y concluyeron que existe poca evidencia 
a favor de dicha teoría.
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Pascoe et al. (2016) señalan que, en Estados Unidos, la pobreza tiene un 
impacto negativo en la salud y desarrollo. Mediante estudios epidemiológi-
cos, documentan que pobres tienen mayores tasas de mortalidad que las 
familias que perciben mayores ingresos. 

La nueva medida de pobreza complementaria (spm), para medir la po-
breza en Estados Unidos, difiere de las otras por tomar en cuenta los beneficios 
no monetarios que perciben las familias pobres, como: cupones de alimentos, 
viviendas subsidiadas y asistencia energética para el hogar. Short (2016) ob-
tuvo que, en el 2012, el spm presentó tasas de pobreza más bajas que las otras 
medidas comúnmente utilizadas. Por lo que es una medida que ilustra que 
los beneficios no monetarios ayudan a satisfacer necesidades básicas.

Knauer et al. (2016) aseguran que los programas de transferencias mo-
netarias condicionadas (tmc) repercuten en el desarrollo infantil, en el con-
texto de la pobreza, y pueden mejorar el desarrollo de los niños; Wimer et 
al. (2016) obtuvieron como resultado que el efecto de considerar recursos 
de las políticas y programas gubernamentales de Estados Unidos reduce 
sustancialmente las tasas de pobreza.

El programa de Apoyo Alimentario en México formó parte de la Cru-
zada contra el hambre en el gobierno de Enrique Peña Nieto. Huesca et al. 
(2016) encontraron que el programa que tiene entre sus objetivos mejorar 
la alimentación es complementario y contribuye al bienestar de la población, 
sin embargo, no cubrió a toda la población-objetivo, por lo que no logró 
reducir la pobreza alimentaria. 

Newhouse et al. (2017) encuentran que el 19.5% de los niños que con-
formaron su estudio de microdatos, de encuesta de los hogares de 89 países, 
viven con menos de 1.90 dólares al día, en comparación con el 9.2% de los 
adultos. La tasa de pobreza infantil rebasa el 17%, más del doble que la de 
los adultos. 

La pobreza es el resultado de la situación económica familiar, por lo que 
las inversiones políticas que promueven la salud financiera familiar son 
fundamentales para garantizar el bienestar en Carolina del Norte (Whitney 
y Hughes, 2018).

Las investigaciones de Longás y Cussó (2018) asocian el origen socio-
económico de los estudiantes con la desigualdad educativa en España, si-
milar a lo que ocurre en las favelas de Fortaleza al noreste de Brasil, donde, 
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según Cardoso y Verner (2011), la pobreza extrema es una de las variables 
—entre las consideradas para su estudio— que disminuye la asistencia a la 
escuela.

Por su parte, el tema de la desigualdad del ingreso y el crecimiento es 
un tema que se ha convertido en un tema relevante para su análisis. Varios 
son los puntos de vista de lo que ocasiona en un país esta brecha tan grande 
de desigualdad, hablando de que se presenta entre países y dentro de los 
mismos, y opiniones diversas surgen de la mejor opción para contrarrestar 
esta desigualdad que se acrecienta, pero ¿cuál es en realidad la respuesta?, 
y ¿cómo puede esto ser aplicado para cada economía de cada país?, ya que 
todos son casos diferentes, ¿cómo ajustarse al caso específico México?

Gupta (2012) realiza una investigación donde el foco radica en la evi-
dencia de que la corrupción alta y creciente influye como factor para la 
creciente desigualdad entre ingresos y pobreza; utilizando el coeficiente de 
Gini nos dicen que un aumento de una desviación estándar en la corrupción 
aumenta el coeficiente de desigualdad de ingresos en aproximadamente 11 
puntos, y el crecimiento de los ingresos de los pobres en aproximadamente 
5 puntos porcentuales por año; de igual manera, su artículo analiza las dis-
tintas vías en que la corrupción afecta la desigualdad en ingresos y pobreza, 
en el que parten desde un punto más interno, pero que ocurre con menor 
o mayor frecuencia en todos los países, cómo es la corrupción y cómo es 
que influye en la desigualdad existente, y los hallazgos apuntan a que las 
políticas que reducen la corrupción a su vez reducirán y causaran efectos 
en la desigualdad.

Palma (2011) estudia, mediante el análisis de la curva de kuznets, la 
relación entre la apertura y la desigualdad de ingresos y si es que esto se 
cumple; de igual manera, emplea el estimador Auto Regressive Distributed 
Lag (ardl), para establecer la relación a largo plazo entre la apertura y 
la desigualdad de ingresos y, a su vez, la curva de Kuznets se ajusta a la rela-
ción entre apertura e igualdad de ingresos en el caso de China. Su investi-
gación para el caso China llega al análisis final que queda en línea con la 
hipótesis de Kuznets de que la desigualdad de ingresos aumenta con el au-
mento de la apertura y luego comienza a caer después de un punto crítico, 
donde ya podremos encontrar un análisis de un punto más específico, acer-
cado a lo que queremos analizar.
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Heshmati (2003) examina la relación entre las variables macroeconó-
micas (crecimiento, apertura, salarios y liberalización) y la desigualdad; se 
repasa la evidencia existente y cómo es que los más pobres se benefician del 
crecimiento, así como la relación entre el crecimiento, redistribución y la 
pobreza en sí apoyándose en ejemplos empíricos de los años noventa. Ade-
más de probar la relación condicional e incondicional entre desigualdad y 
crecimiento, en el período posterior a la Segunda Guerra Mundial utilizan-
do la base de datos de desigualdad wider.

Análisis de datos

La medición de la pobreza multidimensional considera el espacio de bien-
estar económico, los derechos sociales y el ámbito territorial. Se define como 
pobreza multidimensional al caso de no tener garantizado el cumplimiento 
de al menos uno de sus derechos para el desarrollo social y la insuficiencia de 
ingresos, para la adquisición de bienes y servicios requeridos para satisfacer 
necesidades (Coneval, 2018).

La figura 1 muestra la distribución porcentual de la población en situa-
ción de pobreza en México, en el año 2018. Chiapas, Guerrero y Oaxaca 
presentan las mayores incidencias con más del 60% de personas en esta 
situación desde el 2010. Las entidades federales con menores porcentajes 
de pobreza en 2018 fueron Coahuila, Baja California Sur y Nuevo León, 
presentando, desde el 2010, porcentajes menores al 31%.

En el 2018, el estado con mayor porcentaje de población en situación 
de pobreza fue Chiapas con 76.4% (4.17 millones de personas); le siguen 
Guerrero con 66.5% (2.41 millones de personas), y Oaxaca con 66.4% (2.71 
millones de personas). Estas entidades han mantenido los mayores porcen-
tajes de pobreza desde el 2010, con pequeñas variaciones bianuales. Para los 
años 2010, 2012, 2014 y 2016, Chiapas presentó porcentajes de pobreza de 
78.5%, 74.7%, 76.2% y 77.1%, respectivamente; Guerrero mostró porcenta-
jes de 67.6%, 69.7%, 65.2% y 64.4%, respectivamente, y Oaxaca de 67%, 
61.9%, 66.8% y 70.4%, respectivamente.

En el 2018, las entidades federativas con menor cantidad de personas 
en situación de pobreza fueron Aguascalientes con 351.5 miles de personas, 
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Baja California Sur con 151.7 miles de personas, y Colima con 235.6 miles 
de personas; estas últimas dos entidades se encuentran entre las tres enti-
dades menos pobladas del país.

Figura 1. Porcentaje de la población en situación de pobreza, según entidad federativa 2018
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Fuente: elaboración propia con base en datos de sIpInna (2018).

Los porcentajes de pobreza para Baja California Sur, Coahuila y Nuevo 
León en el 2018 fueron: 18.1% (151.7 miles de personas), 22.5% (691.2 
miles de personas) y 14.5% (773 miles de personas), respectivamente. Estas 
entidades han disminuido sus niveles de pobreza desde el 2010, cuando 
presentaban porcentajes de 31%, 27.8% y 21%, respectivamente. Para los 
años 2012, 2014 y 2016, Baja California Sur tuvo porcentajes de pobreza de 
30.1%, 30.3% y 22.2%, respectivamente. En Coahuila, los porcentajes fue-
ron 27.9%, 30.2% y 24.8%, respectivament,e y en Nuevo León fueron de 
23.2%, 20.4% y 14.2%, respectivamente.

Durango, Querétaro y Zacatecas, en el 2010, tenían 51.6%, 41.4% y 
60.2% de personas en situación de pobreza, respectivamente; en el 2018 
presentaron porcentajes de pobreza de 37.3%, 27.6% y 46.8%, respectiva-
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mente, es decir, han tenido una disminución mayor al 13% desde el 2010. 
Morelos y Veracruz, con porcentajes de pobreza en el 2018 de 50.8% y 
61.8%, respectivamente, tuvieron un aumento mayor a 4% desde el 2010 
cuando tenían 43.2% y 57.6% de pobreza.

Pobreza infantil en México

La figura 2 presenta la distribución porcentual de población infantil en 
situación de pobreza en México en el año 2018, es decir, personas con al 
menos una carencia y un ingreso inferior al de la línea de bienestar. En el 
2018, las entidades con mayor incidencia a esta situación son Chiapas, 
Guerrero y Oaxaca, con porcentajes mayores a 70, lo cual ha ocurrido des-
de el 2010. Los menores porcentajes de población en situación de pobreza, 
los presentan Coahuila, Baja California Sur y Nuevo León con menos de 
28% de incidencia.

Figura 2. Porcentaje de la población infantil en situación de pobreza, según entidad federativa 2018
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Fuente: elaboración propia con base en datos de sIpInna (2018).



 E F E C T O S  D E  L A  P O L Í T I C A  D I S T R I B U T I VA  E N  L O S  N I V E L E S  D E  P O B R E Z A  Y  D E S I G U A L D A D  E N  M É X I C O  48

En el 2018, la entidad federativa con mayor porcentaje de población en 
situación de pobreza fue Chiapas con 83% (1.8 millones de personas), segui-
da de Guerrero con 73.2% (0.93 millones de personas), y Oaxaca con 71.9% 
(1.0 millones de personas). Estas entidades se han mantenido con por-
centajes de pobreza infantil mayores a 65%, desde el 2010. Las entidades 
con menores porcentajes de población infantil en situación de pobreza 
fueron Baja California Sur con 22.3% (56.4 miles de personas); Coahuila 
con 27.1% (274.4 miles de personas), y Nuevo León con 19.1% (293.8 
miles de personas).

Baja California Sur, Durango y Querétaro presentaron importantes dis-
minuciones en su porcentaje de población infantil en situación de pobreza 
desde el 2010, cuando presentaban porcentajes de 37.4%, 58.2% y 49%, res-
pectivamente; para el 2018, los porcentajes eran de 22.3%, 42.9% y 33.1% 
respectivamente, es decir, la pobreza infantil en estas entidades disminuyó 
más del 15%, a pesar de tener menores asignaciones al gasto en desarrollo 
social desde el 2010.

En el 2010, en la Ciudad de México, Morelos y Veracruz, los niveles de 
pobreza infantil eran de 37.2%, 49.2% y 65.2%, respectivamente. En el 2018, 
los porcentajes aumentaron a 41.7%, 58.9% y 68.7%, respectivamente, es 
decir, el porcentaje de pobreza infantil aumentó, en el caso de la Ciudad de 
México y Morelos, cerca del 4%, y en el caso de Veracruz aumentó más del 9%. 
Para la Ciudad de México y Veracruz, se ha presentado una importante 
disminución del gasto en desarrollo social, mientras que Morelos mantiene 
un presupuesto constante.

La mayor cantidad de niños y adolescentes en situación de pobreza se 
concentra en el Estado de México (2.7 millones de infantes), en Chiapas 
(1.8 millones) y Veracruz (1.7 millones). Estas entidades se caracterizan por 
estar entre las más pobladas del país. Lo mismo ocurre en términos porcen-
tuales: las entidades con mayores porcentajes de personas, en situación de 
pobreza, son las mismas con mayores porcentajes de niños y adolescentes 
en situación de pobreza. 
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Gasto en desarrollo social

El Centro de Estudios de Finanzas Públicas (2016) señala que el gasto gu-
bernamental en desarrollo social se asigna a través de programas y se enfo-
ca en la educación, la salud, la protección social, la vivienda y servicios, la 
recreación y la cultura, entre otros. 

La figura 3 muestra el gasto en desarrollo social con relación al pib de 
cada entidad federativa en el 2018, es decir, el porcentaje del pib que se 
destina a programas y apoyos sociales relacionados a la protección social, 
educación, salud y vivienda.

Figura 3. Gasto en desarrollo social porcentaje del pib 2018
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Fuente: elaboración propia con base en datos de ceFp e IneGI (2018).

Nayarit, Tlaxcala y Zacatecas fueron las entidades que destinaron mayor 
parte de su pib al gasto en desarrollo social, con 0.065%, 0.057% y 0.044%, 
respectivamente. En el caso de Nayarit, estos porcentajes se redujeron del 
2010 al 2018 a un 0.057%; para Tlaxcala disminuyeron un 0.043%, y para 
Zacatecas, un 0.029%. En estas entidades, los porcentajes de pobreza y po-
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breza infantil disminuyeron a pesar de la disminución del gasto en desarro-
llo social.

Las entidades que destinaron menor porcentaje del pib al gasto en de-
sarrollo social fueron Baja California con 0.007%, Ciudad de México con 
0.005% y Nuevo León 0.004%. El porcentaje destinado al desarrollo social 
en Baja California disminuyó, del 2010 al 2018, un 0.009%; mientras que en 
la Ciudad de México y Nuevo León, disminuyó un 0.004%.

A pesar de la disminución porcentual del gasto en desarrollo social con 
respecto al pib, en Baja California del 2010 al 2018, los porcentajes de po-
breza y pobreza infantil tuvieron significativas reducciones en ese periodo, 
al igual que en Nuevo León; mientras que, en la Ciudad de México, la re-
ducción del gasto social provocó un aumento en los porcentajes de pobreza 
y pobreza infantil.

Aunque el gasto en desarrollo social representa parte importante del 
gasto total, éste no siempre se ve reflejado en los porcentajes de pobreza y 
pobreza infantil; esto puede deberse a la calidad de los servicios otorgados 
o a la organización de los programas.

Formación bruta de capital fijo

De Gregorio (2012) define a la formación bruta de capital fijo como: las 
adquisiciones menos las disposiciones de activos fijos, realizadas por los 
productores durante un período determinado, más incrementos del valor 
de los activos no producidos derivados de la actividad productiva. Los ac-
tivos fijos son activos materiales o inmateriales obtenidos de procesos de 
producción.

La figura 4 muestra la formación bruta de capital fijo de las entidades 
federativas, con relación al pib de cada una en el 2018, es decir, el porcen-
taje de pib que cada entidad federativa destina al aumento de maquinaria y 
equipo de producción, edificios, construcciones, equipos de transporte, etc. 

Se observa que Tlaxcala, el Estado de México y Chiapas son las entida-
des que destinan mayor porcentaje del pib a la formación bruta de capital 
fijo, destinando 3.76%, 2.17% y 1.97%, respectivamente. Del 2010 al 2018, 
el Estado de México y Chiapas mantuvieron constantes sus inversiones al 
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Figura 4. Formación bruta de capital fijo (porcentaje del pib 2018)
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igual que sus porcentajes de pobreza y pobreza infantil. Tlaxcala tuvo un au-
mento en el porcentaje de sus inversiones de 3.58%, del 2010 al 2018, y una 
disminución en sus niveles de pobreza y pobreza infantil en el mismo periodo.

El índice de Gini

El índicie nos muestra un coeficiente que representa la desigualdad en los 
ingresos. La tabla 1 muestra una comparación entre el índice de Gini entre 
2010 y 2018, donde se pueden observar las variaciones en la desigualdad de 
cada Estado, según este indicador.
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Tabla 1. Índice de Gini 2010 y 2018 por estados

Gini 2010 2018 Diferencia

Aguascalientes 0.507 0.432 –0.075

Baja California 0.506 0.402 –0.104

Baja California Sur 0.485 0.432 –0.053

Campeche 0.514 0.472 –0.042

Coahuila de Zaragoza 0.476 0.414 –0.062

Colima 0.420 0.423 0.003

Chiapas 0.541 0.487 –0.054

Chihuahua 0.473 0.444 –0.029

Ciudad de México 0.517 0.532 0.015

Durango 0.470 0.419 –0.051

Guanajuato 0.433 0.416 –0.018

Guerrero 0.516 0.482 –0.033

Hidalgo 0.465 0.423 –0.042

Jalisco 0.461 0.430 –0.032

México 0.468 0.401 –0.067

Michoacán de Ocampo 0.489 0.424 –0.065

Morelos 0.420 0.429 0.009

Nayarit 0.488 0.438 –0.050

Nuevo León 0.498 0.435 –0.063

Oaxaca 0.509 0.496 –0.013

Puebla 0.481 0.407 –0.074

Querétaro 0.487 0.437 –0.051

Quintana Roo 0.477 0.414 –0.063

San Luis Potosí 0.507 0.464 –0.043

Sinaloa 0.466 0.446 –0.020

Sonora 0.479 0.439 –0.040

Tabasco 0.478 0.447 –0.031

Tamaulipas 0.449 0.472 0.023

Tlaxcala 0.425 0.373 –0.052

Veracruz de Ignacio de la Llave 0.533 0.453 –0.080

Yucatán 0.462 0.456 –0.006

Zacatecas 0.521 0.419 –0.102

Fuente: elaboración propia con base en datos de Coneval.
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En la tabla 1, se puede ver un cuadro comparativo sobre cómo ha cam-
biado la desigualdad por entidad federativa a través de 8 años. La tabla nos 
indica que la situación en el país ha disminuido, pero muy poco la curva; 
sin embargo, en ocho años la Ciudad de México presenta un aumento.

La infraestructura es de suma importancia para la reducción de la po-
breza multidimensional; como la describe el Coneval, ésta es un tipo de 
pobreza por falta de acceso a uno o más de los indicadores que menciona 
la Ley General de Desarrollo Social. Estos indicadores son: Ingreso, Rezago 
Educativo, Acceso a servicios de salud, Acceso a la seguridad social, Acceso 
a la alimentación, Calidad y espacios de la vivienda, Acceso a servicios 
básicos en la vivienda, y Grado de cohesión social. El que la inversión en 
infraestructura puede reducir la pobreza multidimensional, y con ello la 
desigualdad, se debe a que la inversión en infraestructura crea y mejora las 
redes de transporte, energía, agua y saneamiento, aumenta la cobertura y 
calidad de la educación y salud. Esto último es una de las vías para comba-
tir a la desigualdad. Ambos son medios de producción económica y movi-
lidad social ascendente, pues la educación está asociada con el acceso a 
oportunidades y empleos mejor remunerados y, por ende, una disminución 
en la desigualdad; además, el hecho de que la gente tenga acceso a diversos 
servicios por parte del Estado significa que puede redirigir sus recursos a 
distintos ámbitos. Es por esto por lo que la inversión efectiva, enfocada a la 
creación de empleos y a la mejora de los servicios es de suma importancia 
para combatir la desigualdad y la pobreza.

En este sentido, el gasto social tiene una similar importancia. Aunque la 
mayoría de los programas sociales en México están dirigidos a combatir la po-
breza por ingresos, brindándole a la gente un apoyo económico para mejorar 
su calidad de vida, de igual manera, se cuenta con diversos tipos de programas 
sociales que están orientados a contribuir a que los jóvenes sigan estudiando, 
por lo que esto ayuda a que los estudiantes puedan mantenerse dentro de las 
escuelas, y no preocuparse por trabajar para apoyar a sus familias, pues éstos 
lo pueden hacer siguiendo dentro de las escuelas, lo que a su vez a futuro 
contribuirá a que puedan tener acceso a empleos mejor remunerados y, por 
ende, a contribuir a cerrar la brecha de la desigualdad. También hay diversos 
programas diseñados a combatir la pobreza multidimensional, que ofrecen 
brindar apoyos para vivienda, salud básica y alimentación, por mencionar 
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algunos. Es importante notar que tanto la inversión pública como el gasto en 
desarrollo social deben de ser pensados a largo plazo, pues para verdaderamen-
te ver el impacto de la inversión en la sociedad es necesario el paso del tiempo.

Metodología

Ya que el estudio tiene como objetivo determinar el impacto de los progra-
mas de gasto gubernamentales en la evolución de la pobreza y desigualdad, 
el enfoque de la investigación es cuantitativo, por lo cual es necesaria la 
recolección y el análisis de datos para el análisis estadístico mediante mo-
delos econométricos.

Las variables que se utilizaron para el estudio son: la pobreza, el coefi-
ciente de Gini, el gasto en desarrollo social, la formación bruta de capital fijo 
y el producto interno bruto per cápita. Para el análisis se consideró un pe-
riodo que abarca del 2008 al 2018, realizando el estudio de manera bianual.

Los datos de la pobreza fueron tomados del Consejo Nacional de Eva-
luación de la Política de Desarrollo Social (Coneval), en la sección de me-
dición de la pobreza por entidad federativa. El producto interno bruto per 
cápita, por entidad federativa, se obtuvo del Instituto Nacional de Estadís-
tica y Geografía (inegi), se tomó el año base 2013. La formación bruta de 
capital fijo se obtuvo de la misma fuente.

Las cifras del gasto en desarrollo social por entidad federativa se obtie-
nen del Presupuesto de Egresos de la Federación, elaborado por la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público (shcp). Los datos se encuentran en los anexos 
donde se distribuye el gasto por unidad responsable, donde la Secretaría de 
Desarrollo Social (Sedesol) es responsable del anexo de Desarrollo social.

En el análisis temporal de datos se utiliza la técnica de los datos de panel, 
con el objetivo de capturar la heterogeneidad no observable entre los agen-
tes y en el tiempo, lo cual permite un estudio más dinámico, ya que incor-
pora la dimensión temporal de los datos, especialmente útil para periodos 
de cambios significativos.

Baronio y Vianco (2014) señalan que el uso de los datos de la técnica de 
datos de panel facilita el análisis de dos aspectos de la heterogeneidad no 
observable: 
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 1. Los efectos individuales específicos son los que afectan de forma 
desigual a los agentes del estudio, los cuales no varían en el tiempo 
y afectan a su toma de decisiones.

 2. Los efectos temporales afectan de igual manera a las unidades de 
estudio.

Un modelo de regresión de datos panel se especifica de la siguiente 
manera:

Yit = αit + β1Χ1it + β2Χ2it + … βΚΧΚit + μit; i = 1, … , nyt = 1, … , Τ

Donde:

i representa a la variable de estudio; t, a la dimensión en el tiempo.
α es un vector de interceptos de 1 a n + t parámetros
β es un vector de k parámetros
Zit es la i-ésima observación al momento t para las K variables explica-

tivas Z1, Z2,…, Zk 
La muestra de observaciones en el modelo está dada por n × T
μit es el término de error, puede descomponerse en:

μit = ui + vt + wit

ui son los efectos no observables que difieren entre las unidades de es-
tudio, pero no en el tiempo.

vt son los efectos no cuantificables que varían en el tiempo, pero no 
entre unidades de estudio.

 wit es el error puramente aleatorio.

Estimación y resultados

Para la estimación del modelo se hizo uso de un modelo de panel de datos, 
dado que, de acuerdo con los datos disponibles y el objetivo de estudiar los 
efectos por entidad federativa, este modelo era el que mejor se ajustaba.



 E F E C T O S  D E  L A  P O L Í T I C A  D I S T R I B U T I VA  E N  L O S  N I V E L E S  D E  P O B R E Z A  Y  D E S I G U A L D A D  E N  M É X I C O  56

Resultados del modelo de pobreza

Las variables que se utilizan para la estimación del modelo de pobreza son: 
el número de personas en situación de pobreza (pobreza); el gasto en desa-
rrollo social (gds) que se utiliza como proxi de los gastos distributivos; la 
formación bruta de capital fijo (fbkf); el Producto Interno Bruto (pib per 
cápita). El modelo se estima en forma logarítmica. Por lo tanto, el modelo 
econométrico a estimar se expresa de la siguiente manera:

	 lnpobrezait = α0 + α1lngdsit + α2lnfbkfit + α3lnpibperit + uit (1)

Donde
lnpobrezait es el número de personas pobres de la entidad i en el tiempo t
lngdsit es el gasto en desarrollo social de la entidad i en el tiempo t
lnfbkfit es la formación bruta de capital fijo de la entidad i en el tiempo t
lnpibperit  es el pib per cápita de la entidad i en el tiempo t

Los resultados de la estimación del modelo se muestran en la tabla 2.

Tabla 2. Resultados de la estimación del modelo de pobreza vs. gastos distributivos

Variable dependiente: Pobreza

Variables mco mef mea

constante 7.54546 5.451462 6.154849

(p-value) 0.0000 0.0000 0.0000

gds 0.00248 –0.00878 –0.00545

(p-value) 0.0048 0.01512 0.0258

fbkf 0.65541 –0.97445 –1.95442

(p-value) 0.1284 0.0242 0.03114

pibper –1.88621  1.90501 –1.86473

(p-value) 0.0102 0.0201 0.0102

F (p-value) 0.0000  

LM (p-value) 0.0000

Hausman (p-value) 0.0000  

Observaciones 192 192 192

R2 0.38475 0.48763 0.46247

Fuente: elaboración propia.
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En la tabla 2, están los resultados del modelo que relaciona a la pobreza 
con los gastos distributivos, la inversión y producto per cápita. En la prime-
ra columna se muestran las variables del modelo; en la segunda columna se 
muestra el modelo de datos agrupados (mco); el modelo de efectos fijos 
(mef), en la tercera columna, y el modelo de efectos aleatorios (mea), en la 
cuarta columna. Para saber cuál modelo es mejor se comparan los tres mo-
delos entre sí. Al comparar el modelo de datos agrupados con efectos fijos, 
la prueba F restrictiva (p-value = 0.000) muestra que el mef es mejor que el 
de mco. Asimismo, al comparar el modelo de efectos aleatorios con datos 
agrupados, la prueba LM (p-value=0.000) muestra que mea es mejor que 
mco. Por último, al comparar el modelo de efectos fijos con aleatorios, la 
prueba Hausman (p-value=0.000) muestra que mef es mejor que mea. Por 
lo tanto, el mejor modelo es el de efectos fijos (mef). El modelo cuenta con 
192 observaciones y un R cuadrado del 0.48. Como se puede observar en 
los resultados, la probabilidad del coeficiente de los gastos distributivos 
muestra que es estadísticamente significativo, sin embargo, su coeficiente 
es muy pequeño; esto indica que su contribución para reducir la pobreza es 
muy marginal, es decir, que los gastos distributivos poco suficiente. Por su 
parte, los coeficientes de la fbkf y el pib per cápita arrojan una relación 
negativa y estadísticamente significativa.

Resultados del modelo de desigualdad

El modelo que relaciona los gastos distributivos con la desigualdad se plan-
tea de la siguiente manera:

 giniit = α0 + α1lngdsit + α2lnfbkfit + α3lnpibperit + uit (2)

Donde 
giniit es el coeficiente de desigualdad de la entidad i en el tiempo t
lngdsit es el gasto en desarrollo social de la entidad i en el tiempo t
lnfbkfit es la formación bruta de capital fijo de la entidad i en el tiempo t
lnpibperit es el pib per cápita de la entidad i en el tiempo t
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Los resultados de la estimación del modelo se muestran en la tabla 3.

Tabla 3. Resultados de la estimación del modelo desigualdad vs. gastos distributivos

Variable dependiente: Gini

Variables mco mef mea

constante 9.26484 6.54545 5.2645

(p-value) 0.284 0.0000 0.0000

gds 0.10547 –0.09118 –0.07244

(p-value) 0.6235 0.0435 0.0489

fbkf 1.2575 –0.76847 –0.6397

(p-value) 0.4842 0.0171 0.0247

pibper –2.2544 –1.7228 –1.6487

(p-value) 0.0002 0.0011 0.0009

F (p-value) 0.0000  

LM (p-value) 0.0000

Hausman (p-value) 0.0000  

Observaciones 192 192 192

R2 0.46227 0.52147 0.50487

Fuente: elaboración propia.

En la tabla 3 se observan los resultados del modelo de desigualdad; si-
milar al modelo de pobreza. Este modelo también muestra tres clases de 
estimaciones, es decir, modelo de mco, mef y mea, donde el mejor de todos 
es el modelo de efectos fijos, mef. 

Los resultados muestran que al igual que el modelo anterior, el mejor 
modelo es mef. El coeficiente de la variable de gastos distributivos, represen-
tados por (gds), arroja un coeficiente negativo y estadísticamente significa-
tivo, lo cual indica que el gasto social contribuye a reducir la desigualdad, 
aunque de manera marginal, por lo que la redistribución del ingreso derivada 
de políticas distributivas contribuye a reducir la brecha de la desigualdad. Por 
su parte, el coeficiente de la variable de formación bruta de capital fijo arro-
ja un coeficiente negativo y estadísticamente significativo, al igual que el 
coeficiente del pib per cápita; resultados que no indican su contribución a 
disminuir la brecha de la desigualdad, a través de la creación de empleos 
que proporcionan un aumento del poder adquisitivo a la población.
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Conclusiones

El objetivo de este documento fue investigar como la política distributiva 
ejerce efectos sobre la pobreza y la desigualdad en México. Para tal propó-
sito se realizó una revisión de literatura, donde se exponen investigaciones 
realizadas sobre políticas distributivas relacionadas con la pobreza y des-
igualdad. También se expuso un análisis descriptivo de la evolución y el 
comportamiento que ha tenido la pobreza, desigualdad y los gastos deriva-
dos de política distributiva. Asimismo, se utilizaron modelos econométricos 
que muestran la relación causal entre las variables utilizadas. Asimismo, los 
datos muestran que, para el 2018, las entidades con mayor porcentaje de 
pobreza fueron Chiapas, Oaxaca y Guerrero, las cuales mantienen los ma-
yores porcentajes desde el primer año de estudio, sin embargo, los datos 
revelan que el gasto destinado al desarrollo social en estas entidades dismi-
nuyó en el periodo de estudio, lo cual podría explicar el aumento de la 
pobreza. Las entidades con menores porcentajes de pobreza en el 2018 fue-
ron Baja California Sur, Coahuila y Nuevo León donde el gasto en desarro-
llo social ha aumentado o se ha mantenido constante. 

Baja California Sur, Durango y Querétaro mostraron importantes dis-
minuciones de pobreza en el periodo de estudio a pesar de tener menores 
asignaciones al gasto en desarrollo social desde el 2010; mientras que, en la 
Ciudad de México, Veracruz y Morelos, los niveles de pobreza aumentaron 
en el periodo de estudio. Los datos indican que en la Ciudad de México 
y en Veracruz se ha presentado una importante disminución del gasto en 
desarrollo social, mientras que en Morelos se ha mantenido constante.

Las entidades que destinaron mayor porcentaje de su pib al desarrollo 
social en el periodo de estudio fueron Nayarit, Tlaxcala y Zacatecas, presen-
tando disminución en los porcentajes de pobreza infantil y adolescente. Las 
que destinaron menor monto del pib al desarrollo social fueron Baja Cali-
fornia, Nuevo León y Ciudad de México. Las primeras dos mostraron una 
disminución de la pobreza, mientras que en la Ciudad de México la reduc-
ción del gasto social provocó un aumento en los porcentajes de pobreza.

En el modelo econométrico y el análisis de datos, se puede observar que 
las entidades federativas históricamente pobres requieren mayor atención, 
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ya que la disminución de los montos destinados a desarrollo social se ve 
reflejada en el aumento de la pobreza, mientras que en las entidades fede-
rativas que no muestran altos porcentajes de pobreza, la reducción del gas-
to en desarrollo social tiene menores impactos.

La política distributiva puede ser una herramienta importante del go-
bierno para lograr objetivos de contribuir a reducir la desigualdad, ya que 
la redistribución del ingreso beneficia a los hogares mediante transferencias, 
pagos monetarios o subsidios, así como mediante la provisión de servicios. 
Las políticas distributivas pueden ayudar a alcanzar objetivos de equidad si 
se realiza de manera eficiente.

Es importante mencionar que recientemente se ha cuestionado la rele-
vancia de los datos del índice de Gini en México, pues en un trabajo de 
Gerardo Esquivel, quien ha intentado corregir o ajustar los ingresos decla-
rados con base en cuentas nacionales, llegó a la conclusión de que la des-
igualdad en México en términos del coeficiente de Gini oscila alrededor 
de .7, cuando para el 2018 la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los 
Hogares (enigh) del inegi lo declaro en .475. Esto representa una diferen-
cia muy significativa. Sin embargo, lo declarado por Esquivel se podría ver 
más relacionado con la realidad, pues la inversión pública y el desarrollo 
social no han aumentado de manera considerable, por lo que se esperaría 
que la desigualdad aumente.

Más allá de su gran potencial para reducir la desigualdad, las políticas 
redistributivas también son clave para promover valores que sean consis-
tentes con el desarrollo sostenible, y para configurar un contexto socioe-
conómico e incentivos que conduzcan a la estabilidad financiera y al de-
sarrollo económico, a la inclusión política, a la igualdad de género y a la 
movilidad social.

Así pues, los esfuerzos gubernamentales para mejorar las condiciones 
de vida no han logrado aumentar los ingresos de sus hogares de manera 
suficiente, o no lo han realizado a la velocidad necesaria para erradicar el 
problema. Esto puede deberse a la calidad de los servicios otorgados o a la 
organización de los programas sociales.
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Resumen

Este trabajo aborda las atribuciones administrativas, presupuestales y de 
participación ciudadana de las alcaldías en relación con el presupuesto par-
ticipativo, en el contexto de la Reforma Política de la Ciudad de México. 
Se mencionan los antecedentes del origen del presupuesto participativo 
tanto en la Ciudad de México como en Brasil, se brindan elementos de re-
flexión teórica sobre el proceso de descentralización para conocer el alcan-
ce de la reforma política, sobre todo, a nivel de los ingresos públicos de las 
alcaldías. Se retoman las diversas atribuciones y competencias de las alcal-
días establecidas en la Constitución Política de la Ciudad, en la Ley Orgá-
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Introducción

La reforma política de la Ciudad de México, producto de un proceso polí-
tico largo, implicó una reforma constitucional para su reconocimiento como 
entidad federativa con autonomía y, al mismo tiempo, como sede de los 
poderes federales.

La participación ciudadana juega un papel importante en la reforma 
política de la ciudad y sigue siendo importante en las acciones de gobier-
no, al grado de que se le da un papel importante en los asuntos públicos. 
La misma Constitución establece varios mecanismos de participación ciuda-
dana no sólo para democratizar las relaciones de poder sino para eficientizar 
el gasto público, en ese sentido, en la propia Constitución de la Ciudad, se 
reconoce al presupuesto participativo como un instrumento importante en 
el que los ciudadanos intervienen en asuntos públicos.

En las diversas experiencia de implementación del presupuesto público, 
las atribuciones que tienen los gobiernos locales que lo impulsan son muy 
importantes para su aplicación. Este sentido, este trabajo responde a dos 
inquietudes: ¿en qué medida la reforma política reconoce y favorece al pre-
supuesto participativo como mecanismo para atender demandas sociales? 
y ¿en qué medida la Constitución Política y normatividad, que de ella se 
derivan, otorgan las atribuciones financieras y administrativas a las alcaldías 
para la implementación del presupuesto participativo?

Esta investigación partió del supuesto de que las alcaldías no contaban 
con las atribuciones suficientes para atender los proyectos del presupuesto 
participativo. En el desarrollo del trabajo se descarta parcialmente esta supo-
sición, debido a que las atribuciones de las alcaldías, además de las propias, 
están coordinadas o subordinadas con el Gobierno de la Ciudad. Y aunque 
no tienen las atribuciones suficientes de ingresos para generar recursos pro-
pios, la normatividad establece la fuente de los recursos para atender finan-
cieramente los proyectos que surgen del presupuesto participativo.

Este trabajo fue documental, se atendieron diversas fuentes, principal-
mente, se analizó de manera profunda la normatividad y el debate econó-
mico y político que se dio en torno a la reforma política de la ciudad y a la 
creación de las alcaldías.
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Este trabajo se desprende del proyecto de investigación sip 20211766, y 
se agradece el apoyo al Instituto Politécnico Nacional.

Antecedentes y origen del presupuesto  
participativo en la ciudad de México

El presupuesto participativo surge en Brasil como parte de la demanda social 
de democratizar la vida pública, porque, además de todos los abusos come-
tidos por la dictadura en el ejercicio del poder, la desaparición de personas, 
atropello de los derechos humanos, sociales y políticos, el presupuesto pú-
blico se ejercía sin controles y ni ningún tipo de transparencia. La Consti-
tución Política de 1988 contempló mecanismos de control y transparencia.

A nivel de los municipios, principalmente, los gobiernos que emanaron 
de gobiernos de izquierda, tomaron la bandera de democratizar el poder 
con los ciudadanos, y ante la demanda de transparentar el presupuesto por 
parte de las organizaciones sociales, surge el presupuesto participativo, como 
una forma de democratizar un parte del presupuesto con los ciudadanos a 
nivel local.

Es en Porto Alegre, capital de Río Grande do Sul, Brasil, donde comen-
zó su implementación en 1989, primero de manera sinuosa, hasta conver-
tirse en una experiencia importante y con gran influencia, para muchos 
gobiernos locales en América Latina y en otros continentes (Genro, 1999).

La Ciudad de México ha vivido todo un proceso de transformación 
política que se ha concretado en la reforma política; la principal demanda 
fue hacer de la ciudad una entidad más de la federación con los mismos 
derechos que las 31 existentes.

Cuando en el 2000 se eligen por primera vez a los delegados de las 16 
demarcaciones políticas, esto les brinda cierta posibilidad de ejercer pro-
yectos propios, así que tres gobiernos implementaran el presupuesto parti-
cipativo; Tlalpan, Cuauhtémoc y Miguel Hidalgo.

Para la implementación de este proceso, estos gobiernos se asesoraron 
con organizaciones brasileñas o con asociaciones civiles mexicanas que te-
nían vínculos con estas organizaciones, las cuales tenían conocimiento de 
esta experiencia.
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En Miguel Hidalgo, el Partido Acción Nacional (pan)1 lo llamó “Presu-
puesto participativo”; lo implementó mediante la figura jurídica de audien-
cia pública: un notario público avalaba los resultados de las asambleas ve-
cinales, se presentaban las propuestas vecinales y la que tenía más votos se 
integraba al Programa Operativo Anual del año siguiente (García, 2010).

En la Cuauhtémoc se le denominó “Agenda de prioridades”. Se realizó 
una consulta ciudadana; las demandas solicitadas se canalizaban al área 
correspondiente para que fueran integradas, de esta manera, al Programa 
Operativo Anual (García, 2010).

La experiencia que más similitud tuvo con la de Porto Alegre fue la de 
Tlalpan, se le nombró “Hacia un presupuesto participativo”. Además de la 
consulta ciudadana, se realizaban asambleas en las que se discutían los pro-
blemas de la Delegación; se creó un equipo de monitoreo en el que se le 
daba seguimiento al proceso del presupuesto participativo.

Podemos afirmar que estas tres experiencias iniciales, en la Ciudad de 
México, marcaron la pauta para que, en el 2011 —a través de la Ley de Par-
ticipación Ciudadana, reformada en 2010— se iniciará en la ciudad la im-
plementación de este mecanismo, e incluso, más tarde, en la reforma polí-
tica también quedó contemplada en la propia Constitución Política de la 
Ciudad de México, en el artículo 26 (cpcm, 2020).

Aspectos teóricos de la descentralización

Los aspectos en los que más nos interesa hacer hincapié de la descentrali-
zación son las facultades, competencias y recursos necesarios que debe tener 
un gobierno local, para resolver los problemas cotidianos de la población, 
por ser el nivel de gobierno más cercano y directo a ella. 

¿Qué es la descentralización y cuál es su importancia? Teóricamente hay 
varios tipos de descentralización y ésta tiene diferentes objetivos. En gene-
ral, podemos definir a la descentralización, con base en Prado, como el 
proceso que implica la transferencia de competencias de una instancia de 
gobierno central hacia unidades administrativas locales (Prado, 1999, p. 49). 

1 Partido considerado de derecha.
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Esta transferencia puede ser de competencias administrativas, financieras 
o incluso de poder político. Éste último es el menos común y, por lo general, 
es producto de movimientos políticos.

La descentralización se puede generar por la voluntad política de los 
gobernantes o por la participación de diferentes actores políticos o ciuda-
danos. Al respecto, Angulo Barturen hace referencia a este último en el que 
señala que: “todo proceso de descentralización con participación tiene 
que venir acompañado de un importante proceso de transferencia de re-
cursos y funciones y de fortalecimiento de capacidades por la vía de forma-
ción y capacitación” (Angulo, 1998, p. 16).

La transferencia de funciones debe acompañarse de transferencia de 
recursos, que garanticen el ejercicio de esas nuevas competencias del gobier-
no que las recibe, pero además, para garantizar lo anterior, es importante el 
desarrollo de capacidades que se generan por la formación y capacitación.

¿Cuál sería la diferencia entre descentralización y desconcentración? La 
diferencia central es qué orden de gobierno toma la decisión. En la descen-
tralización se cede capacidad de decisión y en la desconcentración se ejerce 
la decisión del gobierno central, es decir, se actúa en función de las dispo-
siciones del gobierno central.

La descentralización es un proceso dinámico y sistemático de devolu-
ción a la ciudadanía de las decisiones principales relativas a su vida cotidiana. 
Aunque el espíritu inicial del presupuesto participativo fue democratizar y 
transparentar el presupuesto local, en la práctica, se convierte en un meca-
nismo que en el que las decisiones de cómo gastar una parte de los recursos 
queda en manos de los ciudadanos que habitan una comunidad.

¿Qué papel juega el Gobierno local en la descentralización? Dice Orte-
ga que muchas veces se concibe a los municipios como una etapa de tran-
sición para el traslado final de competencias a la sociedad civil.

Para Ortega Hegg, el indicador más duro o claro de la voluntad de des-
centralización es el de compartir los recursos del presupuesto con las mu-
nicipalidades. Es la voluntad descentralizadora de los gobiernos factor cla-
ve (Ortega, 1999).

En la práctica, la descentralización constituye una cesión del poder a 
favor de terceros, lo que va en contra de la tradición centralista. Para Silvio 
Prado, un factor de importancia para la descentralización lo constituye la 
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voluntad política del gobierno central, debido a que es una medida que 
corresponde tomar al Poder Ejecutivo. 

Opina Stein que la transferencia es un instrumento importante para la 
redistribución fiscal territorial, y es necesaria para completar los recursos 
municipales propios, que por lo general son exiguos en situaciones de des-
centralización incipiente. Para él, la transferencia debe ser un impulsor del 
soporte financiero y del desarrollo municipal y no un factor de dependencia 
parasitaria, correspondiendo al municipio realizar esfuerzos fiscales (Stein, 
1999, p. 145).

La reforma política y Constitución Política  
de la Ciudad de México

En cuanto al ejercicio de la administración pública, las facultades y atribu-
ciones que tienen los diferentes órdenes de gobierno son fundamentales. 
En este sentido es importante considerar las facultades de las alcaldías en el 
contexto de la reforma política de la Ciudad de México, para conocer en 
qué medida estas modificaciones normativas han repercutido en la imple-
mentación del presupuesto participativo.

La reforma política en la Ciudad de México ha sido larga y generó mu-
cho debate en torno a la conveniencia de que tuviera las mismas atribucio-
nes que las demás entidades federativas, dado el asentamiento territorial de 
los poderes federales. 

En 1986 se creó la Asamblea de Representantes del Distrito Federal. 
En 1993 se le otorgaron facultades legislativas específicas y limitadas en 
relación al nombramiento del Jefe de Gobierno del Distrito Federal. En 1996 
se concedieron mayores facultades a la Asamblea y se reconoció el derecho 
a los ciudadanos, por primera vez, de elegir mediante voto directo al Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal (aldf, 2009: 3).

Producto de este proceso fue electo el ing. Cuauhtémoc Cárdenas So-
lórzano para la jefatura del Gobierno de la Ciudad de México. El partido 
que lo postuló fue el Partido de la Revolución Democrática (prd). En 2000, 
por primera vez, en la historia de la ciudad se eligió por la vía electoral a los 
jefes delegacionales en las 16 demarcaciones.
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Podríamos referir que desde mediados de los ochenta se fue gestando 
un movimiento social que exigía derechos políticos a los ciudadanos del 
Distrito Federal, y con la conquista del Gobierno por el prd en 1997 se im-
pulsó con mayor determinación que la Ciudad de México fuera considera-
da una entidad federativa como las otras del país (aldf, 2009, p. 3).

En general, la reforma política ha perseguido como objetivo, definir la 
naturaleza jurídica del Distrito Federal, ya que al mismo tiempo de ser sede 
de los poderes federales y capital del país se exigía el otorgamiento de facul-
tades como a las demás entidades federativas. 

La reforma política de la Ciudad de México implicó una reforma cons-
titucional. A través del artículo 44 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (cpeum, 2021), se reconoce a la Ciudad de México como 
una entidad federativa

La Ciudad de México es la entidad federativa sede de los Poderes de la Unión 
y Capital de los Estados Unidos Mexicanos; se compondrá del territorio que 
actualmente tiene y, en caso de que los poderes federales se trasladen a otro 
lugar, se erigirá en un Estado de la Unión con la denominación de Ciudad de 
México (cpeum, 2021, art. 44).

Este reconocimiento como entidad federativa implicó también otorgar-
le autonomía, al respecto el artículo 122 constitucional señala: “La Ciudad 
de México es una entidad federativa que goza de autonomía en todo lo 
concerniente a su régimen interior y a su organización política y adminis-
trativa” (cpeum, 2021, art.122). Con esta reforma, se materializan las de-
mandas ciudadanas y políticas que surgieron a mediados de los ochentas.

La reforma constitucional sentó las bases para diseñar y promulgar la 
Constitución Política de la Ciudad de México (cpcm), aunque ya el Estatu-
to de Gobierno establecía que el Distrito Federal era la Ciudad de México. 
La reforma inició formalmente con el cambio de nombre, de manera que el 
5 de febrero del 2016, el Consejo de la Judicatura Federal emitió un acuerdo 
por el que se cambió la denominación de Distrito Federal por Ciudad de 
México, en todo su cuerpo normativo e institucional.

La Constitución Política de la Ciudad de México (cpcm) establece que 
La ciudad es libre y autónoma en todo lo concerniente a su régimen interior 
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y a su organización política y administrativa, y es una entidad integrante de 
la Federación, sede de los Poderes de la Unión y capital de los Estados Uni-
dos Mexicanos (cpcm, 2017, art. 1), esto con base en el artículo 22 y 44 
constitucionales, mencionados anteriormente.

Constitución Política, Ley Orgánica,  
Ley de Participación Ciudadana  
y Presupuesto Participativo en la Ciudad de México

En la reforma política de la ciudad de México se consideró a la participación 
ciudadana en las acciones de gobierno como un elemento importante, 
(cpcm, 2017, art. 17, numeral 2), de ahí que establece mecanismos de par-
ticipación ciudadana para algunas acciones de gobierno.

En la Constitución Política de la Ciudad de México, legalmente, los 
ciudadanos tienen derecho a involucrarse en la resolución de diversos pro-
blemas que aquejan a la ciudad, para ello se contemplan varios mecanismos 
institucionales que fomentan la inclusión de los ciudadanos en varios asun-
tos de carácter público (cpcm, 2017, art. 25-27). 

En este caso, el presupuesto participativo es un mecanismo de demo-
cracia participativa; se contempla en el artículo 26 de la Constitución de la 
Ciudad de México (cpcm, 2017, art. 26, inciso B); se retoma en la Ley Or-
gánica de las alcaldías, y se regula en la Ley de Participación Ciudadana. 
Participan varias instancias del gobierno de la ciudad: el Congreso de la 
Ciudad, y corresponde al Instituto Electoral de la Ciudad de México orga-
nizar la consulta. 

La ley Orgánica de las Alcaldías, en el art. 56, señala que: “Las y los in-
tegrantes de las alcaldías garantizarán la participación de las y los habitan-
tes de la demarcación territorial en los asuntos públicos que sean de su in-
terés, a través de los mecanismos de participación ciudadana”, y señala como 
obligaciones de los integrantes de las alcaldías:

i. Informar y consultar a los habitantes de la demarcación territorial, median-
te los mecanismos y procedimientos de participación que establezca la ley de 
la materia. ii. Promover la participación de la ciudadanía en los programas, 
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generales y específicos, de desarrollo de la demarcación; en la ejecución de 
programas y acciones públicas territoriales; en el presupuesto participativo… 
[subrayado nuestro] [loacm, 2018, Art. 56].

De manera que impulsar el presupuesto participativo es una obligación 
de los integrantes de las alcaldías.

El artículo 116 de la Ley de Participación Ciudadana señala que el pre-
supuesto participativo:

es un instrumento, mediante el cual la ciudadanía ejerce el derecho a decidir 
sobre la aplicación del recurso que otorga el Gobierno de la ciudad para que 
sus habitantes optimicen su entorno, proponiendo proyectos de obras y ser-
vicios, equipamiento e infraestructura urbana, y, en general, cualquier mejo-
ra para sus unidades territoriales [lpccm, 2019, Art. 116].

Además, Ley de Participación Ciudadana especifica los objetivos, orien-
tación y rublos a los que se debe destinar el Presupuestos Participativo. 
Establece que debe orientarse al fortalecimiento del desarrollo comunitario, 
la convivencia y acción comunitaria. Los recursos podrán ser ejercidos en 
los capítulos 2000, 3000, 4000, 5000 y 6000 conforme al Clasificador por 
Objeto del Gasto y se destinarán a mejoramiento de espacios públicos, in-
fraestructura urbana, obras y servicios, actividades recreativas, deportivas 
y culturales (lpccm, 2019, Art. 117).

Atribuciones de las alcaldías  
y el presupuesto participativo

El objetivo de la reforma política implicó en el fondo que el Gobierno fede-
ral le transfiriera atribuciones políticas, administrativas y financieras a la 
Ciudad de México, es decir, en términos teóricos implica un proceso de 
descentralización, y a su vez el Gobierno de la Ciudad de México transferi-
ría atribuciones a las alcaldías.

Para efectos del presupuesto participativo se requiere que el gobierno 
que lo va implementar tenga atribuciones en materia de ingreso y de gasto 
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público. En materia de ingreso contar con los recursos para atender las 
demandas sociales del presupuesto participativo, y en materia de gasto tener 
las facultades y atribuciones legales para ejercer las acciones que implica 
satisfacer dichas demandas. 

Aunque el presupuesto participativo es un mecanismo que se aplica en 
toda la ciudad, porque así lo establecen principalmente la Constitución 
Política, la Ley Orgánica de las Alcaldías y la Ley de Participación Ciuda-
dana, en realidad, las encargadas de materializarlo son las alcaldías, aunque 
el proceso de consulta lo realice el Instituto Electoral de la Ciudad de 
México.

Ley Orgánica de las Alcaldías, en materia de participación ciudadana, 
señala que unas de las finalidades de las alcaldías son:

facilitar la participación ciudadana en el proceso y en el control de los asun-
tos públicos… Promover la participación de los pueblos y barrios originarios 
y comunidades indígenas… Garantizar el acceso de la población a los espa-
cios públicos y a la infraestructura social, deportiva, recreativa y cultural… 
Promover la creación, ampliación, cuidado, mejoramiento, uso, goce, recu-
peración, mantenimiento y defensa del espacio público… Procurar y promo-
ver la calidad estética de los espacios públicos [loacm, 2018, Art. 20, iv, ix, 
xvii, xxii].

En este sentido, las alcaldías tienen la mayor responsabilidad en el pro-
ceso, por ello es importante indagar sobre sus facultades y atribuciones 
relacionadas con el presupuesto participativo. A continuación, abordamos 
las facultades que les otorga la Constitución de la Ciudad tanto en materia 
administrativa como financiera.

La Constitución Política de la Ciudad de México, en su Artículo 53, 
determina que las alcaldías tienen personalidad jurídica propia y autonomía 
en cuanto al ejercicio de su presupuesto, excepto en las relaciones laborales. 
Se enfatiza que las alcaldías son parte de la Administración Pública de la 
Ciudad de México, de manera que su actuar está delimitado por la norma-
tividad del Gobierno de la Ciudad.
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Las competencias de las alcaldías en materia administrativa

También el Artículo 53 hace referencia a las competencias de las alcaldías, 
podríamos decir que las clasifica en cuatro tipos: las que se ejercen dentro 
de sus respectivas jurisdicciones, las exclusivas de las alcaldías, las coordina-
das con el Gobierno de la ciudad y las subordinadas al Gobierno de la ciudad.

Las atribuciones que establece la Ley Orgánica son las mimas que le 
otorga la Constitución Política de la Ciudad de México a las alcaldías 
(loacm, 2018, art. 29).

En la tabla 1 observamos las competencias dentro de sus jurisdicciones. 
De manera concreta señala catorce, más las que contemplen otras leyes.

Tabla 1. Competencias de las alcaldías

Competencias de las alcaldías, en sus jurisdicciones

 I. Gobierno y régimen interior  IX. Educación, cultura y deporte

 II. Obra pública y desarrollo urbano  X. Protección al medio ambiente

 III. Servicios públicos  XI. Asuntos jurídicos

 IV. Movilidad  XII.  Rendición de cuentas y participación social

 V. Vía pública  XIII.  Reglamentos, circulares y disposiciones 
administrativas de observancia general 

 VI. Espacio público

 VII. Seguridad ciudadana  

Fuente: cpcM, 2020, Art. 53, A.12 I-xV y loacM, 2018, Art. 29.

En relación con estas competencias administrativas se señala que estas 
se efectuarán respetando toda la normatividad y asignaciones presupues-
tales. Refiere que, en materia de competencias, estas se ejercerán bajo el 
principio de subsidiariedad y proximidad, convenios de colaboración, des-
concentración y descentralización administrativos.

Además de las competencias anteriores, el Artículo 53 establece otros 
tres tipos de atribuciones para las alcaldías, las cuales clasifica en:

a) Atribuciones de manera exclusiva
b) Atribuciones en forma coordinada con el Gobierno de la Ciudad de 

México.
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c) Atribuciones en forma subordinada con el Gobierno de la Ciudad de 
México.

El capítulo vii de la Ley Orgánica de las Alcaldías, del Artículo 30 al 39, 
establece las atribuciones exclusivas de las personas titulares de las alcaldías,2 
mientras que el capítulo viii, del Artículo 40-57, las atribuciones coordina-
das con el Gobierno de la Ciudad y otras autoridades, y el capítulo IX del 
Artículo 58 al 61 señalan las atribuciones subordinadas con el Gobierno de 
la ciudad de México.

En la tabla 2 se aprecian la clasificación de dichas atribuciones.

Tabla 2. Atribuciones de las alcaldías

Atribuciones de las alcaldías en relación con el Gobierno de la Ciudad de México

De manera exclusiva En forma coordinada con  
el Gobierno de la Ciudad de México

En forma subordinada con  
el Gobierno de la Ciudad de México

Gobierno y régimen interior Gobierno y régimen interior Gobierno y régimen interior

Obra pública, desarrollo 
urbano y servicios públicos

Obra pública, desarrollo urbano y 
servicios públicos

Movilidad, vía pública y espacios 
públicos

Desarrollo económico y social Desarrollo económico y social Seguridad ciudadana y protección civil

Educación y cultura Educación y cultura  

Asuntos jurídicos Asuntos jurídicos  

Movilidad, vía pública y 
espacios públicos Protección al medio ambiente  

Rendición de cuentas Alcaldía digital  

Seguridad ciudadana y 
protección civil    

Fuente: cpcM, 2020, Art. 53 y loacM, 2018, Art. 29.

Debido a que no todas las atribuciones que señala la Constitución Po-
lítica de la Ciudad de México y la Ley Orgánica de las Alcaldías se relacionan 
con el presupuesto participativo, a continuación retomamos las que sí se 
vinculan con este proceso:

2 En términos prácticos, las atribuciones exclusivas de la tabla 1 son las mismas que la Constitución Política de 
la ciudad contempla como atribuciones dentro de sus respectivas jurisdicciones.
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a) Las atribuciones que de manera exclusiva ejerce la alcaldía. 

A continuación, haremos algunas especificaciones de las competencias, 
pero, sobre todo, retomamos las que se relacionan con el presupuesto par-
ticipativo.

En relación a la atribución de Gobierno	y	Régimen	interior, corresponde 
a la alcaldía formular el presupuesto de egresos, para esta planeación. Ade-
más de otros aspectos, se incluyen proyectos que se generan con base en la 
consulta del presupuesto participativo.

En relación con la obra pública, en el presupuesto participativo es una 
de las principales demandas que son solicitadas en las unidades territoriales.
Obra pública, infraestructura urbana y equipamiento corresponden a más 
del 60% de las demandas de este mecanismo (García, 2020).

En cuanto a Movilidad, vía pública y espacios públicos, son varios pro-
yectos que se atienden a través del presupuesto participativo y que se vincu-
lan con las atribuciones siguientes: 

Diseñar e instrumentar acciones, programas y obras… Diseñar e instrumen-
tar medidas que contribuyan a la movilidad peatonal sin riesgo… Construir, 
rehabilitar y mantener los espacios públicos… Construir, rehabilitar y man-
tener las vialidades, así como las guarniciones y banquetas requeridas en su 
demarcación… el rescate del espacio público, se podrán ejecutar programas 
a través de mecanismos de autogestión y participación ciudadana [cpcm, 
Art. 53, xxiv-xxxii].

Con respecto al Desarrollo	económico	y	social, en el presupuesto parti-
cipativo se contemplan proyectos más vinculados con el desarrollo social 
comunitario orientado a la convivencia y a la acción comunitaria, aunque 
visto desde el conjunto son muy pocos proyectos, la mayoría de las deman-
das corresponden a obras públicas y equipamiento urbano.

Educación	y	cultura: esta atribución implica fortalecer la cultura cívica, 
la democracia participativa y los derechos humanos en la demarcación terri-
torial. Para el presupuesto participativo, esto se vincula con el desarrollo 
comunitario y con la misma participación de los ciudadanos en las etapas 
de este proceso.
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b) Atribuciones en forma coordinada con el Gobierno de la Ciudad de 
México u otras autoridades:

Gobierno	y	régimen	interior: se enfoca en lo que ya habíamos comenta-
do de la elaboración de los proyectos de presupuesto de egresos. 

Obra pública, desarrollo urbano y servicios públicos: en esta atribución 
se especifica qué tipo de obras y acciones en concreto se realizan con el 
Gobierno de la ciudad, en esta parte hace referencia a:

Construir, rehabilitar y mantener puentes, pasos peatonales y reductores de 
velocidad en las vialidades primarias y secundarias de su demarcación… Dar 
mantenimiento a los monumentos, plazas públicas y obras de ornato propie-
dad de la Ciudad de México… Construir, rehabilitar, mantener y, en su caso, 
administrar y mantener en buen estado los mercados públicos… Ejecutar 
dentro de su demarcación territorial los programas de obras públicas para el 
abastecimiento de agua potable y servicio de drenaje y alcantarillado y las de-
más obras y equipamiento urbano, en coordinación con el organismo público 
encargado del abasto de agua y saneamiento de la Ciudad de México; así como 
realizar las acciones necesarias para procurar el abastecimiento y suministro de 
agua potable en la demarcación [cpcm, 2020, Art. 53, ii-xi].

A pesar de que estas últimas son atribuciones compartidas entre la Ciu-
dad de México y las alcaldías, en el presupuesto participativo, corresponde 
darle respuesta a la alcaldía, porque puentes, pasos peatonales, manteni-
miento a plazas públicas, red de agua potable, drenaje, equipamiento urba-
no y abasto de agua son demandas en el presupuesto participativo, sin em-
bargo, dado los altos montos presupuestales que esto implica, en ocasiones 
no se pueden cubrir con los montos del presupuesto participativo asignado 
a las colonias (García 2020).

Por otro lado, los ciudadanos solicitan lo que requieren sus colonias sin 
conocer la responsabilidad de a qué orden de gobierno corresponde su aten-
ción. De ahí la importancia de que los ciudadanos tengan más elementos sobre 
qué tipo de demandas corresponde atender a las alcaldías. Aunque la interven-
ción de los ciudadanos en los asuntos públicos en ciertas demandas se com-
plica, eso no implica que se deba dejar de ejercer ese derecho de intervención.
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Educación	y	cultura, aquí se contempla, entre otros, la protección, pre-
servación y restauración de parques urbanos y áreas verdes (cpcm, 2020, 
Art. 53, xxii). Ésta es una demanda solicitada en las unidades territoriales, 
en cuanto a la mejora de espacios públicos.

En cuanto a la atribución de la Alcaldía digital corresponde a la demar-
cación ofrecer servicios y trámites digitales a la ciudadanía (cpcm, 2020, 
Art. 53, xxxiv). Ésta es una atribución que las alcaldías han venido desarro-
llando. En cuanto al presupuesto participativo, varias de sus etapas de imple-
mentación se realizan a través de plataformas digitales, como la presentación 
de propuestas de proyectos y la emisión del voto en la consulta.

c) En forma subordinada con el Gobierno de la Ciudad de México:

De las atribuciones mencionadas de forma subordinada, la más impor-
tante y la que más se relaciona con el presupuesto participativo es la de 
Seguridad	ciudadana	y	protección	civil;	en esta atribución se contempla, en 
la Constitución Local, en lo relativo a la atención de las solicitudes de las 
alcaldías en cuanto a la vigilancia de la fuerza pública. La alcaldía podrá:

proponer y opinar previamente ante la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de 
México, respecto de la designación, desempeño y/o remoción de los mandos 
policiales que correspondan a la demarcación territorial [la alcaldía podrá] 
ejercer funciones de supervisión de los mandos de la policía preventiva… 
podrá… presentar, ante la dependencia competente, los informes o quejas 
sobre la actuación y comportamiento de las y los miembros de los cuerpos de 
seguridad [cpcm, 2020, Art. 53, vi-vii].

En el presupuesto participativo, el 25% del total de solicitudes se rela-
cionan con la seguridad pública; de manera específica, se enmarcan en el 
rubro de Prevención del Delito. Muchas de las peticiones están encaminadas 
en solicitar la creación o activación de módulos de vigilancia, sin embargo, 
fueron descartadas por no ser atribución de las alcaldías. Otra petición muy 
solicitada fue cámaras vecinales conectadas al C5;3 tampoco procedía por-

3 Se le conoce por C5 porque es una manera de abreviar su nombre (Centro de Comando, Control, Computo, 
Comunicación y Contacto Ciudadano de la Ciudad de México). El C5 es una dependencia del Gobierno de la 
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que sólo la el Gobierno de la Ciudad determina que cámaras pueden conec-
tarse a esta dependencia (García, 2020).

Las competencias administrativas  
de las alcaldías en materia financiera

Desde la Constitución Política del país se establecen los lineamientos gene-
rales de la Administración y Hacienda Pública de la Ciudad de México, y 
también la integración, organización administrativa y facultades de las al-
caldías (cpeum, 2021, Art.,122, vi).

La Constitución Local contempla que es el Congreso de la ciudad el que 
aprueba los presupuestos de las alcaldías, señala: “La hacienda pública de 
la Ciudad de México transferirá directamente a las alcaldías, los recursos 
financieros del Presupuesto de Egresos aprobado por el Congreso de la 
Ciudad de México” (cpcm, 2020, art. 55), y refiere que las alcaldías ejercerán 
con autonomía presupuestal, programática y administrativa estos recursos, 
lo mismo refiere la Ley Orgánica de las Alcaldías.

La Constitución establece que los presupuestos de las alcaldías se inte-
gran por 

Las participaciones, fondos federales y demás ingresos provenientes de la Federa-
ción… Los ingresos generados por el pago de los actos que realicen las alcaldías 
en el ejercicio de sus atribuciones; iii. Los recursos aprobados por el Congreso de 
la Ciudad de México; y iv. Los recursos de aplicación automática generados por 
las mismas, que corresponderán a todas las instalaciones asignadas a la alcaldía 
propiedad del Gobierno de la Ciudad de México, ubicadas dentro de la demarca-
ción territorial de la alcaldía correspondiente [cpcm, 2020, Art. 55, i-iv].

Además, recibirán recursos del Fondo Adicional de Financiamiento de 
las Alcaldías, en el cual debe invertirse en infraestructura urbana., lo mismo 
refiere la Ley Orgánica en los Artículos 127, 128 y 129.

Ciudad de México encargada de captar información en materia de seguridad pública, urgencias médicas, 
medio ambiente, protección civil, movilidad y servicios a la comunidad a través de varias fuentes, entre ellas, 
mediante cámaras de vigilancia (C5-CDMX, 2016).
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Se establece que, en el ejercicio de sus presupuestos, las alcaldías gozarán 
de las facultades siguientes:

i. Elaborar el presupuesto de egresos de sus demarcaciones [van integrados 
los proyectos ganadores de la consulta del presupuesto participativo], el cual 
será aprobado por su respectivo Concejo, y se enviará al Jefe de Gobierno 
para su integración al proyecto de presupuesto de egresos de la Ciudad. 
ii. Administrar y ejercer con autonomía sus presupuestos… iii. Elaborar y 
programar los calendarios presupuestales. iv. Disponer de los recursos asig-
nados en sus presupuestos y efectuar los pagos con cargo a los mismos …  
V. Autorizar las adecuaciones presupuestarias… vi. Determinar, en los casos 
de aumento o disminución de ingresos en el presupuesto, los ajustes que co-
rrespondan… vii. Captar, registrar, administrar y ejercer los recursos de 
aplicación automática que generen ]loacm, 2018, Art. 133].

Estas facultades son importantes para la planeación del presupuesto 
participativo, porque se integran los proyectos que ganaron en la consulta 
ciudadana en el presupuesto de egresos de la alcaldía; de esta manera, de 
forma institucional, se garantiza la realización del proyecto ganador.

Un aspecto relevante que contempla la Ley Orgánica de las alcaldías es 
que éstas deberán destinar, del presupuesto que el Congreso les autorice, al 
menos el 22% a proyectos de inversión en infraestructura, equipamiento 
urbano y servicios públicos en todas las colonias. Dentro de este porcenta-
je, se incluyen los recursos que la alcaldía ejerza con cargo al Fondo Adicio-
nal de Financiamiento de las Alcaldías (loacm, 2018, Art. 134).

Con respecto a los recursos asignados al presupuesto participativo, la 
Ley Orgánica de las alcaldías establece, en el Artículo 136, que las alcaldías 
estarán sujetas a lo dispuesto en la ley en materia de participación ciudada-
na (loacm, 2018, Art. 136).

En este sentido, la Ley de Participación Ciudadana de la Ciudad de Méxi-
co señala que la Secretaría de Administración y Finanzas publicará: “los 
lineamientos para la asignación del Presupuesto Participativo a ejercer en 
el año fiscal que corresponda en los proyectos que resulten ganadores de la 
Consulta Ciudadana de conformidad con el Presupuesto de Egresos de 
la Ciudad” (lpccm, 2019, Art. 117). Y agrega que:
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La persona titular de la Jefatura de Gobierno y el Congreso están obligados a 
incluir y aprobar… en el decreto anual de presupuesto de egresos de la Ciu-
dad de México, el monto total de recursos al que asciende el Presupuesto 
Participativo por demarcación, el que corresponderá al cuatro por ciento4 del 
presupuesto	total	anual	de	éstas [la cursiva es nuestra]. Las alcaldías, en el ám-
bito de sus competencias, podrán aportar recursos adicionales prefiriendo 
obras y acciones de impacto territorial y social; asimismo podrán incluir los 
conceptos necesarios para su contexto local [lpccm, 2019, Art. 117].

El presupuesto del 4% de la alcaldía5 legalmente no es limitativo; podrán 
destinar mayores recursos de la propia demarcación a este mecanismo 
(lpccm, 2019, Art. 117). Y como la mayoría de las demandas sociales son 
de obras públicas e infraestructura urbana, cuando algún proyecto es muy 
importante, se puede complementar presupuestalmente de la partida des-
tinada a obra pública, ello dependerá de la voluntad del gobierno de la al-
caldía de realizarlo o no.

Conclusiones

El presupuesto participativo —desde que se implementó por primera vez 
en algunas demarcaciones en el 2000 y después, de manera general, en la 
ciudad den el 2011— ha tenido modificaciones y adecuaciones. 

La Reforma Política de la Ciudad de México incluyó al presupuesto 
participativo como un mecanismo de democracia participativa. Las acciones 
a realizar corresponden a las alcaldías, de manera que la demanda social 
que se aprueba a través de proyectos responde a atribuciones y competencias 
de las alcaldías.

La reforma política ha implicado un proceso de descentralización del 
Gobierno Federal al Gobierno Central, sin embargo, aún es muy limitado 
del Gobierno de la ciudad a las alcaldías; éstas no tienen atribuciones im-

4 El Artículo décimo noveno transitorio de la Ley de Participación Ciudadana señala: “Durante los años 
2021,2022 y 2023 se incrementarán dichos porcentajes en 0.25 por ciento hasta llegar al año 2023 a cuatro 
por ciento” (lpccM, 2019).

5 Considerando el aumento gradual de 0.25% para llegar al 2023 el 4% (lpccM, 2019).
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portantes para obtener ingreses propios significativos, no cobran impuestos, 
el predial lo cobra el Gobierno de la Ciudad de México. 

Las alcaldías están muy limitadas en cuanto a sus atribuciones de ingre-
sos públicos, la mayoría de sus recursos provienen de las transferencias 
federales y del Gobierno de la Ciudad de México, este sentido, no tienen 
autonomía para generar la mayoría de sus recursos. La reforma política de 
la Ciudad de México no ha implicado un proceso de descentralización en 
el sentido de otorgarles, por ahora, autonomía financiera a las alcaldías.

Los recursos del presupuesto participativo están determinados en torno 
al 4% del total de presupuesto de las alcaldías. No es objetivo de este traba-
jo determinar si son suficientes o no, pero sí podríamos decir que son muy 
limitados. 

Se observa que las modificaciones a la normatividad, en el contexto de 
la reforma política han favorecido en términos institucionales la implemen-
tación del Presupuesto Participativo, ya que éste se contempla tanto en la 
Constitución Política (Art. 26) y la Ley Orgánica de las Alcaldías, como en 
en la Ley de Participación Ciudadana.

Los ciudadanos solicitan lo que requieren sus colonias sin conocer las 
atribuciones de cada orden de gobierno. Es muy importante, junto con la 
campaña de la consulta del presupuesto participativo, promover que accio-
nes o proyectos sí se pueden realizar con este mecanismo. Aunque la inter-
vención de los ciudadanos en los asuntos públicos en ciertas demandas se 
complica, eso no implica que se deba dejar de ejercer ese derecho de inter-
vención.
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Capítulo 4. La política petrolera de México:  
Lecciones y oportunidades*

danIel roMo rIco**

Resumen

La industria petrolera ha jugado un rol relevante en México. La política 
pública ha sido fundamental en su grado de desarrollo y estructura. Desde 
finales de 2018, el gobierno instrumentó acciones con el objeto de neutra-
lizar la pérdida de su rol preponderante en esa actividad estratégica, del que 
fue objeto desde los ochenta. La nueva política ha sido sujeta a polémica, 
debido a que limita la participación de los particulares y ha sido utiliza-
da para justificar un ambiente poco propicio de inversión en la economía. 
El objetivo de este documento es analizar la política petrolera, sus resultados 
y su relevancia futura, como contribuyente del desarrollo nacional. Se con-
cluye sobre la necesidad de su consistencia en el largo plazo, de abatir sus 
principales problemas estructurales y la conveniencia de que sea lidereada 
por el Gobierno y acompañada por las empresas privadas. 

Introducción

La industria petrolera juega un rol relevante en la economía, no sólo por 
el potencial de abasto energético, sino por el sinnúmero de actividades li-
gadas a lo largo de toda su cadena de valor. Los Estados nacionales tienen 
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la capacidad de incidir en las condiciones de operación de la industria 
petrolera (ip) a través de sus políticas públicas, como acontece con otras 
actividades.

En México la ip ha tenido un rol particular en su desarrollo, no sólo por 
su contribución a los ingresos fiscales, a la captación de divisas, a la inversión 
y generación de empleo, sino por las implicaciones sociales, políticas y am-
bientales, en particular, en varias regiones del país. La conducción y opera-
ción de la industria ha sido liderada por el Estado mexicano, sobre todo, 
después de su nacionalización en 1938 hasta diciembre de 2013, cuando se 
le dejó acceso total a las empresas privadas. Sin embargo, desde finales de 
2018, el Gobierno reviró las acciones de apertura de la ip con el objeto de neu-
tralizar la pérdida del rol preponderante del Estado, en esa actividad estra-
tégica. La nueva política ha sido sujeta a polémica y utilizada para justificar 
un ambiente poco propicio de inversión en la economía. De aquí que surge 
el cuestionamiento sobre si en las condiciones actuales la política petrolera 
podría tener un impacto favorable sobre el desarrollo nacional, consideran-
do que la demanda de gas natural y derivados del petróleo se mantendrán 
como aporte de energía y materia prima hacia al menos las próximas tres 
décadas.

Así, el objetivo de este capítulo es analizar la política petrolera desde los 
ochenta, con el objeto de identificar sus principales características y los re-
sultados obtenidos, lo que permitirá analizar el estado actual de la industria 
petrolera, sus retos y potenciales oportunidades. Después de analizar los 
aspectos teóricos acerca de las políticas públicas, se estudian los principales 
elementos ligados sobre las que se puede construir la política petrolera en 
el mediano y largo plazos. 

Paso seguido, se repasa su instrumentación y el entorno enfrentado, 
así como sus resultados obtenidos en cada sexenio, desde finales de los 
ochenta hasta el año 2020. A continuación, se analizan los factores más 
relevantes que incidieron en su ejecución y que limitaron su potencialidad 
de impacto sobre la economía, así como las áreas de oportunidad que po-
drían impactarla hacia los años futuros. Finalmente, se concluye sobre la 
necesidad de que la política petrolera se formule sobre una perspectiva de 
largo plazo, aprovechando el rol de relevancia del Estado mexicano en la 
industria. 
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Consideraciones generales  
sobre la política pública petrolera

La política pública es una herramienta que utilizan los Estados nacionales 
para alcanzar los objetivos de política económica en materia de distribución 
del ingreso, crecimiento económico, inflación, empleo y en el equilibrio de las 
cuentas con el exterior. Ello promoviendo iniciativas equitativas a fin de 
protegerlas de los impactos negativos, como pueden ser de la dependencia 
de los recursos y la corrupción, al tiempo que se obtienen ganancias sociales 
y económicas positivas (Cornish y Vivoda, 2016). Un ejemplo de tales ini-
ciativas se ejemplifica a través con los incentivos gubernamentales a la inver-
sión aplicados (Manaf et al., 2016). Idealmente, las políticas públicas deben 
desarrollarse de forma democrática, transparente y representativa, y de-
ban estar sujetas a justificaciones claras y a una evaluación equilibrada de las 
opciones, y deben recoger una visión de mediano y largo plazo (cepal, 2012).

Dolfsma (2011) establece que las reglas que un gobierno impone a la 
sociedad y a la economía pueden ser (1) demasiado específicas, (2) dema-
siado amplias, (3) arbitrarias o (4) pueden entrar en conflicto. Cuando un 
gobierno falla en la instrumentación de las políticas públicas, los costos para 
los actores económicos son reales y tienen implicaciones sobre la confianza 
en el mediano y largo plazo.

La concepción de la política económica atiende a consideraciones de 
tipo estructural en materia económica o social, pero también de orden 
geopolítico que operan de distinta manera para alcanzar un grado óptimo 
de efectividad. Su impacto es relevante para el aparato productivo, porque 
puede ser fuente de impulso o contención de algunas actividades. Tal es el 
caso cuando se aplica una política fiscal restrictiva, que puede afectar la 
dinámica de los compromisos gubernamentales asumidos (Giuseppe y Mo-
dica, 2012). Otro caso es la perspectiva de Estados Unidos respecto a su 
política en materia ambiental, en donde se nota el contraste entre el apoyo 
del gobierno de Joe Biden versus el de su predecesor Donald Trump.

La instrumentación de una política petrolera presenta distintos retos en 
cada país, y está asociada a diferentes factores y eventos que se derivan de 
las condiciones propias del entorno nacional e internacional. Tal como acon-
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teció con el contexto histórico de la creación de las empresas petroleras 
nacionales (epn) en Brasil, Colombia y México, cuando movimientos na-
cionalistas propusieron un rol central del Estado en sus industrias petrole-
ras. De manera particular, se pueden identificar un grupo de factores que 
inciden en el perfil de las políticas petroleras nacionales, entre los que des-
tacan: 

Volumen	de	reservas	disponibles	y	su	administración. Una nación puede 
acelerar o administrar su ritmo de explotación de reservas de petróleo y gas 
natural, en función de sus políticas públicas. La valoración del potencial de 
reservas disponible permite determinar el ritmo de explotación, el cual es-
tará determinado por la demanda nacional o por el potencial de las deno-
minadas probadas disponibles, es decir, de aquellas de alta probabilidad de 
obtención. En el caso de naciones con amplio volumen de reservas, existe 
la alternativa de exportar los excedentes a fin de financiar las de adquisicio-
nes de bienes y servicios del exterior. Ello a costa de la posibilidad de limi-
tar el potencial de explotación de las generaciones futuras, lo cual plantea 
la polémica sobre cuantos hidrocarburos extraer en la actualidad para pro-
piciar un crecimiento sostenible de la industria petrolera. 

Un factor fundamental, en este caso, es el nivel de precio del petróleo y 
gas natural y sus costos de producción. Cuando los precios son elevados, es 
posible incorporar reservas de petróleo contenidas en sistemas geológicos 
complejos como, por ejemplo, arenas bituminosas, lutitas o explotar los cru-
dos pesados o de acceso complicado, como el caso de las aguas profundas 
y ultra profundas. En caso contrario, los precios bajos conllevan la no via-
bilidad económica de las operaciones en esos campos petroleros.

La	política	de	apropiación	de	la	renta	petrolera. El Estado ha asumido el 
derecho de acceder a la renta petrolera, bien a través de sus empresas pe-
troleras nacionales, en asociación con privados (Petrobras, Ecopetrol), bien 
otorgando concesiones de explotación a compañías particulares. El acceder 
a la captura de una porción mayor de la renta petrolera le permite contar 
con una herramienta, para mejorar la distribución del ingreso nacional 
(Hartley y Medlok, 2013). Las alternativas de dicha apropiación se delinean 
en la política fiscal e incluyen el cobro de regalías, alquileres de tierra o 
zonas que contienen hidrocarburos o cualquier otro derecho o impuesto. 
El perfil de la política petrolera puede determinar la velocidad de explota-
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ción de los hidrocarburos disponibles. Así, una política de impulso a la 
apropiación de la renta petrolera para el Estado se traduciría en mayor ac-
tividad de explotación, así como en un régimen fiscal gravoso, esto con 
independencia de a quien correspondan las reservas de hidrocarburos en 
el subsuelo, al Estado o a los propietarios o arrendatarios de las zonas con 
potencial de explotación. 

La política petrolera y su impacto sobre la economía. Algunas naciones 
buscan establecer una relación entre el crecimiento de la industria petrole-
ra y entre el resto de las actividades económicas, a través de políticas de 
compra o contrataciones de servicio, de personal o del impulso de las acti-
vidades de investigación y desarrollo tecnológico. Una robusta participación 
del Estado, a través de sus epn en la economía, puede propiciar potenciales 
impactos multiplicadores sobre el resto de las actividades o sobre el de-
sarrollo regional, así como elevar el nivel general de eficiencia del sector 
energético en su conjunto y una mejor planeación.

Política	petrolera	internacional. Para una nación con excedentes de hi-
drocarburos, la política petrolera de fomento a las exportaciones de hidro-
carburos puede constituirse en una alternativa de captación de divisas e, 
incluso, de enfrentar la llamada “enfermedad holandesa”, que origina efectos 
económicos derivados de una sobrevaluación de su moneda. 

La posibilidad de comercialización internacional de hidrocarburos le 
ofrece una potencial herramienta de negociación política y económica con 
sus socios comerciales. No obstante, tal posición se ha visto limitado por 
las presiones de otras naciones que pueden presionar a ajustar los niveles 
de producción, como las que promueve la Organización de Países Expor-
tadores de Petróleo (opep) u otras naciones (Rusia, Canadá, Sudán, México, 
Reino Unido, Noruega, Estados Unidos y Omán). Ejemplo de ello fue la 
reciente crisis del covid-19, cuando el cártel petrolero y otras naciones 
actuaron de manera coordinada para limitar la oferta global de crudo.

Acuerdos proambientales internacionales signados. Desde los acuerdos 
globales para mitigar la emisión de los gases efecto invernadero (gei), un 
grupo de naciones ha emprendido acciones coordinadas para limitar el uso 
de los combustibles fósiles. Así, por ejemplo, las naciones signantes del 
Acuerdo de París comprometieron ciertas metas de uso de combustibles 
limpios en la generación de electricidad y desplazar el uso de los derivados 
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del petróleo y el carbón. Aunque es un acuerdo no vinculante, las presiones 
de los grupos ambientalistas nacionales e internacionales, son un factor que 
puede incidir sobre la política petrolera de una nación.

Relevancia	de	la	seguridad	energética	nacional. Una economía nacional 
depende del abastecimiento sustentable de energía, es decir, mantener cons-
tante, en el corto, mediano y largo plazo, el suministro de energía. Esta 
necesidad puede impulsar acciones para alentar las actividades en la indus-
tria petrolera, aunque no sean rentables e incluso impulsarlas a pesar de ser 
fuente de contaminación ambiental. En algunos casos se prefiere optar por 
la soberanía energética, que implica centrar el derecho inherente de los 
seres humanos y las comunidades a tomar decisiones sobre los sistemas 
energéticos que utilizan, incluyendo decisiones sobre las fuentes, escalas y 
formas de propiedad que estructuran el acceso a la energía (Schelly et al., 
2020), incluido un desincentivo en el consumo de hidrocarburos. Ello cobra 
más significancia si se realiza en el sector de generación de poder, porque 
debe conjugarse con el uso de renovables (Blázquez et al., 2018).

Dentro del grupo de elementos enlistados se pueden identificar algunos 
adicionales determinantes en la construcción de la política petrolera nacio-
nal. Uno se refiere a la discusión sobre el grado de participación de los Es-
tados nacionales en la industria petrolera, como una medida para limitar el 
efecto de las fallas de mercado. Otro se refiere al costo económico de la 
intervención política, que se origina por la asignación de beneficios a grupos 
de poder ligados al Gobierno, a la propia petrolera estatal, empresas, sindi-
catos u otras agrupaciones, que pueden traducirse en inadecuadas decisio-
nes corporativas o de inversión; otro hace mención a la obtención de resul-
tados no alineados, con fines comerciales, que originan pérdidas económicas; 
uno más se relaciona a la creación de distorsiones en la política nacional de 
precios, en materia de derivados del petróleo y del gas natural, lo que a su 
vez conlleva a utilizar subsidios de una manera no óptima. Otro elemento 
determinante es la situación organizacional del sector energético y petrole-
ro, así como la existencia de distorsiones sobre el financiamiento y la esca-
sez de fondos públicos (Tordo et al., 2011). 
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La política petrolera en México  
y sus antecedentes

En distinto grado, la política petrolera ha mantenido un rol de relevancia 
en el desempeño de la economía nacional, pero su contribución relativa al 
producto interno bruto ha disminuido a través de los años, particularmen-
te, después del denominado boom petrolero a finales de los años setenta 
e inicios de los ochenta. En efecto, después de su nacionalización y la crea-
ción de Pemex, la política petrolera se enfocó en apoyar el modelo de sus-
titución de importaciones con el adecuado abasto y a precios subsidiados, 
con independencia de los movimientos que se registraron en el mercado 
petrolero internacional. Esto conllevó a la construcción de infraestructura 
en todas las actividades de la cadena de valor de la industria petrolera. 

Luego del agotamiento del modelo de sustitución de importaciones y del 
descubrimiento del macro yacimiento en Cantarell, la política petrolera se 
volcó al fortalecimiento de la infraestructura de Pemex y de sus actividades, 
en la segunda mitad de los años setenta e inicios de la década. Pero, la caída en 
los precios internacionales del petróleo crudo de exportación, en 1981, ori-
ginó el paro de las actividades y reveló un csúmulo de vicios que obligó a 
modificar el perfil de la política petrolera a uno de menor protagonismo. 

Sexenio 1982-1988

En un entorno económico internacional complicado de bajo crecimiento, 
pero presiones inflacionarias y bajo dinamismo en el comercio exterior, el 
mercado petrolero profundizó su nivel de sobre oferta, que llevó a una 
abrupta caída en el precio del petróleo crudo. La caída en los ingresos pe-
troleros y las presiones acumuladas por el nivel de deuda externa originaron 
una crisis de liquidez en el país y el inicio de una depresión económica 
caracterizada por una fuerte inflación, desempleo, desequilibrios fiscales y 
en balanza en cuenta corriente. Ello originó recurrentes presiones que de-
bilitaron el ahorro nacional y la capacidad gubernamental para salir de la 
crisis a lo largo de ese sexenio. 
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En esos años, surgió el marco jurídico en la denominada Ley de Planea-
ción Nacional, en donde se establecen los lineamientos de política en el 
sector energético y en la industria petrolera en particular. El primer progra-
ma de planeación delineado en el sector energético se denominó Programa 
Nacional de Energéticos, y su objetivo se centró en garantizar la autosufi-
ciencia energética presente y futura, promover la eficiencia y ahorro en el 
sector y contribuir al fortalecimiento del mercado mundial de hidrocarburos, 
que en esos años enfrentaba fuertes retos por el lado de la oferta (dof, 1984). 
El grado de petrolización de la economía era un factor que vulneró la situa-
ción financiera del Gobierno y limitó la recuperación de la economía, por 
lo que las inversiones en infraestructura en Pemex se cancelaron o difirieron, 
iniciándose así un ciclo depresivo en la industria petrolera nacional. 

Sexenio 1988-1994

Desde el sexenio 1988-1994, se instrumentó la estrategia de “modernizar a 
México” apoyado en tres acuerdos nacionales (Gómez y Albarrán, 1989) y 
enmarcado en las citadas políticas de liberalización y de las medidas de 
contención, impuestas por las instituciones financieras del exterior (Fondo 
Monetario Internacional y Banco Mundial). El marco de dicha política se 
dio en un entorno económico internacional de crecimiento moderado, in-
flacionario y de bajo dinamismo en el intercambio global de bienes y servi-
cios (véase anexo 1). Por esos años, concluyó la Guerra Fría, se registraba 
el deterioro de la balanza de pagos estadounidenses y el proceso de integra-
ción de la Unión Monetaria Europea. La globalización avanzó hacia la con-
formación de tres grandes bloques regionales y de una periferia marginal 
(Aparicio, 2014). En tanto, hacia finales de los ochenta, el mercado petro-
lero estaba dominado por los consumidores, derivado de que los produc-
tores se encontraban recuperándose de la sobre oferta de los años previos 
y de su proceso de reorganización, en particular, era el caso de la opep. 
Además, durante el primer quinquenio de la década de los noventa, se re-
gistró un ajuste en la producción de Rusia e Irak, por los problemas políti-
cos y bélicos en cada caso, que se compensó con el aumento de otras nacio-
nes, especialmente de Arabia Saudita, Noruega y Venezuela.



 L A  P O L Í T I C A  P E T R O L E R A  D E  M É X I C O :  L E C C I O N E S  Y  O P O R T U N I D A D E S   95

México retomó el crecimiento económico a finales de la década de los 
ochenta, soportado por el proceso de apertura y las acciones para reordenar 
las finanzas públicas, pero también por el éxito en la renegociación de la 
deuda externa, que generó condiciones de mayor certidumbre. No obstan-
te, se registraron altas tasas de inflación, de tasas de interés, devaluación 
del peso y presiones en cuenta corriente y deuda externa (véase anexo 2). 
La estrategia de sanear las finanzas públicas ocurrió en paralelo con la co-
tización de precios del petróleo menores a 20 dólares por barril (dpb), en 
promedio. Ello, a la par de la política fiscal de contención, limitó la capaci-
dad de impulso al gasto público, aún a pesar de la venta de empresas pa-
raestatales (Telmex, bancos, la fabricante de camiones Dina, entre otras). 
Pemex fue una de las victimas ya que no recibió el financiamiento requeri-
do para fortalecer su base productiva, concentrándose básicamente en la 
explotación del campo Cantarell. Con ello, la política petrolera en el sexenio 
se concentró en abastecer el consumo nacional y alentar la plataforma de 
exportación de crudo, mantener operando la infraestructura disponible y 
en limitar las inversiones en nueva infraestructura (véase tabla 1). En 1992, 
inició el proceso de reestructuración de Pemex en unidades de negocio, así 
como de una política de flexibilización para contratar trabajos ofertados por 
la iniciativa privada (Loyola y Martínez, 1994).

Tabla 1. Planeación nacional y la industria petrolera, 1988-1994
Estrategias Premisas ligadas Efectos en la industria petrolera

Objetivo particular: La recuperación económica con estabilidad de precios

Modernizar a México.
Incrementar la capacidad para crear 

empleos bien remunerados.
Estabilización permanente de la 

economía.
Ampliación de los recursos 

disponibles para la inversión.
Adecuación de precios y tarifas del 

sector público.
Fortalecer a la empresa pública para 

que atienda con eficacia las 
áreas en que su participación es 
estratégica o prioritaria para el 
desarrollo.

Participar eficazmente en el 
mercado internacional de 
hidrocarburos.

Se mantuvo el carácter público 
de las empresas del Estado 
(Pemex).

Soberanía del Estado sobre 
nuestros recursos energéticos.

Instrumentación de una política de 
gasto público que no propiciara 
presiones inflacionarias y 
una de ingresos públicos que 
permitiera el financiamiento 
equilibrado de las actividades 
del sector público.

Impulso al comercio exterior y a 
la Ied.

Traspaso de recursos de Pemex al 
Gobierno.

Pérdida de la inherencia operativa 
de Pemex y deterioro de 
infraestructura.

Estrategia de negocio centrada en 
la explotación de Cantarell.

Se divide Pemex en un Corporativo 
y cuatro subsidiarias.

Gobierno corporativo débil y 
burocracia creciente, en 
ocasiones sin experiencia en la 
industria.

Prácticas de corrupción y falta de 
transparencia.

Dependencia tecnológica del 
exterior, política de seguidor.

Fuente: elaboración propia con datos del Poder Ejecutivo Federal (1989).
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Los resultados obtenidos en la industria petrolera en el sexenio 1988-
1994 fueron poco alentadores, pero en general positivos: se elevó ligeramen-
te la producción de crudo y de las exportaciones, y se procesaron 1.28 mi-
llones de barriles por día (MMbd) de crudo, pero la petroquímica inicio su 
proceso de desmantelamiento y, en general, se dio prioridad a las acciones 
para mantener adecuado el abasto de combustibles al país y para captar 
divisas vía ingresos petroleros. Pemex gozaba de una relativa salud finan-
ciera, que incluía el reporte de utilidades. En tanto, el volumen de reservas 
de hidrocarburos disminuyó.

Sexenio 1994-2000

Entre los años 1995-1997, la economía global mostró una recuperación que 
se vio afectada por las crisis de Argentina, Brasil, Corea y Rusia, así como 
por el denominado “efecto dragón” en Asia, a finales de esa década. La in-
flación mundial fue cediendo y con ello las tasas de interés, pero el comercio 
internacional registró un buen impulso. El mercado petrolero internacional 
continuaba presionado por la oferta, por lo que en 1998 y parte de 1999, el 
precio del crudo Brent llegó a ubicarse cerca de los 10 dpb, lo que originó 
cambios relevantes en la industria petrolera global, entre las que destacaron 
las megafusiones de las petroleras (Exxon-Mobil, Total-Petrofina, BP-Amo-
co, entre otras), para luego recuperarse en el año 2000 ante el mejor pano-
rama económico global y ante los acuerdos entre productores, nuevamente 
lidereados por la opep, pero con el apoyo de otras naciones petroleras. 

En México se preservó la política de apertura económica e impulso a 
la inversión extranjera directa (ied), en un contexto económico complejo 
derivado del denominado “error de diciembre de 1994” y de los problemas 
de liquidez originados. Ello originó un paro en la actividad económica, el 
cual se revirtió entre 1996 y el año 2000, impulsado por los beneficios del 
proceso de apertura económica, en particular, por el derivado del mayor 
flujo comercial detonado a partir del Tratado de Libre Comercio de Amé-
rica del Norte (tlcan). Pese a ello se registró la persistencia de la inflación, 
tasas de interés altas y presiones de la deuda externa, como consecuencia 
del citado problema de liquidez al inicio del sexenio.
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La política pública planteó como uno de sus objetivos el fortalecimien-
to del sector energético nacional, y entre otras, el concentrar los esfuerzos 
de las empresas públicas en las actividades estratégicas que les son exclusi-
vas (véase tabla 2). Sin embargo, la condición financiera del Gobierno, y la 
preservación de las políticas de contención impidieron apoyar las inversio-
nes en Pemex, que mantenía como base de sus ingresos en la explotación 
de Cantarell. Como contraparte, se profundizó en la política de apropiación 
de la renta petrolera.

Tabla 2. Planeación nacional y la industria petrolera, 1994-2000

Estrategias Premisas ligadas Efectos en la industria petrolera

Objetivo particular: Fortalecer al sector energético nacional, garantizando la rectoría del Estado

El aumento de la inversión e 
incrementar la eficiencia interna 
del sector.

Aprovechar mejor la innovación 
tecnológica.

Concentrar los esfuerzos de las 
empresas públicas del sector 
en las actividades estratégicas 
que les son exclusivas, 
desincorporando actividades 
no competitivas.

Precisar la política de explotación a 
largo plazo de los recursos no 
renovables.

Aplicar una política de precios y 
tarifas eficiente y equitativa.

Contribuir al logro de los objetivos 
en materia de protección al 
ambiente.

Actualizar y complementar el 
marco regulatorio.

Se mantuvo el carácter público 
de las empresas del Estado 
(Pemex).

Soberanía del Estado sobre 
nuestros recursos energéticos.

Apropiación de la renta 
petrolera base de apoyo al 
fortalecimiento del ahorro 
nacional.

Enfoque de la política económica 
hacia el comercio exterior 
e impulso a la inversión 
extranjera directa.

Se sientan las bases de la apertura 
del mercado de gas natural en 
Midstream.

Traspaso de recursos de Pemex al 
Gobierno.

Pérdida de la inherencia operativa 
de Pemex y deterioro de 
infraestructura.

Estrategia de negocio centrada en 
la explotación de Cantarell.

Gobierno corporativo débil y 
burocracia creciente, en 
ocasiones sin experiencia en la 
industria.

Prácticas de corrupción y falta de 
transparencia.

Dependencia tecnológica del 
exterior, política de seguidor.

Empresas privadas
Colaboración en proyectos para 

Pemex, en particular, en los 
Pidiregas.

 

Fuente: elaboración propia con datos del Poder Ejecutivo Federal (1995).

Ante el proceso de agotamiento en la segunda mitad de los noventa del 
campo Akal, el más importante de Cantarell, se constituyó un mecanismo 
financiero para apoyar proyectos multianuales, denominado “Proyecto de 
Inversión de Infraestructura Productiva con Registro Diferido en el Gasto 
Público” o pidiregas, que se enfocó en impulsar las operaciones en el pro-
pio Cantarell, en la cuenca de Burgos y, en menor medida, en el proyecto 
Delta del Grijalva, así como en el de la reconfiguración de las refinerías de 
Cadereyta y Madero. 
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En ese sexenio, las reservas de hidrocarburos continuaron cayendo; la 
refinación se mantuvo en operación, pero sin avances en el mantenimiento 
de su infraestructura; la petroquímica continuó debilitándose, y se preser-
vó la estrategia de abasto adecuado al mercado interno de combustible. 
Como contraparte, la producción de petróleo y gas natural aumentaron y 
se preservó la política de colocación de petróleo crudo en el exterior.

Sexenio 2000-2006

Entre fines de los noventa y el año 2000, se aceleró el proceso de globaliza-
ción económica global, alentado por los desarrollos en comunicaciones y 
el intercambio de capitales. Sin embargo, en septiembre de 2001 ocurrió el 
ataque a las torres gemelas en Estados Unidos, situación que generó medi-
das defensivas al comercio internacional y la agudización de las acciones 
antiterroristas —incluido el ataque norteamericano a Irak—, que generaron 
un ambiente de inestabilidad. La economía mundial se recuperó en los años 
siguientes y la inflación se mantuvo por debajo del 6%, luego del sobresalto 
en el año 2000. El comercio mundial y los flujos de inversión se recuperaron 
desde mediados del 2002, —y la demanda de crudo también— lo que apo-
yó mejores niveles en los precios del crudo, que duplicaron su nivel respec-
to al sexenio previo (véase anexo 1). 

México resintió los efectos del cierre de fronteras estadounidense, para 
recuperarse entre 2004-2006, en un entorno de menores presiones inflacio-
narias, estabilidad en el tipo de cambio y un déficit en cuenta corriente que 
tendió a la baja al igual que la deuda externa como proporción del pib. 
El repunte en los ingresos petroleros, en las remesas del exterior y en la ac-
tividad turística y de comercio exterior, se complementó con la llegada de 
inversión extranjera directa. La política energética continuó dando prioridad 
al sector petrolero a través del rol de Pemex, aunque se plantearon algunos 
lineamientos relativos al desarrollo sustentable (véase tabla 3). 

El Gobierno afrontó mejores condiciones para alentar el crecimiento en 
la industria petrolera, no obstante, optó por apoyarse en el financiamiento 
bajo el esquema de los Pidiregas, que profundizó el apalancamiento de la 
petrolera estatal. Esos proyectos fueron enfocados al impulso de la produc-
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ción de petróleo y gas natural, pues, además de continuar invirtiéndose en 
Cantarell, Burgos y Delta del Grijalva, se emprendieron otros de explotación 
entre los que destacaron Ku-Maloop-Zaap (kmz), Chuc y el Proyecto 
Estratégico de Gas (peg), así como el inicio de la reconfiguración de la 
refinería de Minatitlán e inversiones exploratorias en aguas profundas. 
El resto de las actividades permanecieron con limitado apoyo, en un entor-
no de crecientes de traspasos de recursos financieros al Gobierno por parte 
de Pemex. Además, se preservaban los vicios de años previos a pesar de la 
nueva administración de un partido de oposición.

Tabla 3. Planeación nacional y la industria petrolera, 2000-2006
Estrategias Premisas ligadas Efectos en la industria petrolera

Objetivo: Se asigna al sector energético una posición estratégica  
para impulsar el desarrollo económico, equitativo y sustentable

Política de gestión sectorial.
Participación más amplia 

de los sectores social y 
privado.

Nuevo programa integral de 
desarrollo sustentable de 
los recursos energéticos 
nacionales y un impulso 
a la posición de México 
en los mercados 
internacionales.

Impulso a las políticas de 
ahorro de energía y 
aprovechamiento de 
energía renovable.

Soberanía del Estado sobre 
los recursos energéticos.

Respaldo a una mayor 
participación del sector 
privado en actividades de 
la industria petrolera.

Apropiación de la renta 
petrolera base de apoyo 
al fortalecimiento del 
ahorro nacional.

Se preserva el enfoque de la 
política económica hacia 
el comercio exterior e 
impulso a la inversión 
extranjera directa.

Pemex
Traspaso de recursos al gobierno y creciente 

apalancamiento.
Pérdida de la inherencia operativa 

y continuación del deterioro de 
infraestructura.

Concentración en nuevos proyectos de 
explotación ante el agotamiento de 
Cantarell.

Gobierno corporativo débil y burocracia 
creciente, en ocasiones sin experiencia en 
la industria.

Prácticas de corrupción y falta de transparencia.

Empresas privadas
Colaboración en proyectos para Pemex, 

incluidos contratos de servicios múltiples.

Fuente: elaboración propia con datos del Poder Ejecutivo Federal (2002).

Aunque el nivel de reservas probadas continuó disminuyendo, en parte 
por el nuevo esquema de contabilización derivado de los compromisos de 
deuda contraídos, la producción de petróleo continúo elevándose hasta al-
canzar su máximo histórico en 2004, para iniciar su proceso de declinación 
que ha llegó hasta 2019. La refinación comenzó a mostrar signos de debili-
tamiento, pues se procesó un menor volumen de crudo que en el sexenio 
previo. Situación similar aconteció con la producción de gas natural, que 
declinó. La petroquímica continuó en franco proceso de deterioro y al igual 
que en las administraciones anteriores se dio prioridad a mantener un abas-
to apropiado al aparato productivo. No obstante, en ese sexenio, se fortale-
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cieron los ingresos por exportación de crudo —al doble que el previo—, y 
con ello se fortalecieron los ingresos públicos, empero, no se capitalizaron 
tales ventajas en el apoyo de Pemex, ni en beneficios para la industria pe-
trolera, en general.

Sexenio 2006-2012

La economía global mostró un comportamiento favorable que se prolonga-
ba del ciclo de crecimiento iniciado en 2003. Pero, la crisis financiera de 
2008 afectó primordialmente a las naciones industrializadas, en especial, a 
Estados Unidos y a Europa y, por ende, al crecimiento económico global. 
Se generaron tensiones en el Medio Oriente con la denominada primavera 
árabe, así como entre Rusia y las naciones occidentales que culminaron en 
la crisis de Ucrania y la anexión de Crimea a la Federación Rusa. Se deto-
naron problemas financieros en instituciones financieras y en algunas na-
ciones (Irlanda, Grecia y Portugal y Chipre). Durante esa década se agudi-
zaron las presiones en pro del medio ambiente; particularmente, se planteó 
la problemática del calentamiento global, que culminó con el Acuerdo de 
París y su pretensión de abatir las emisiones de bióxido de carbono. 

El mercado petrolero global se vio favorecido por la dinámica de la re-
cuperación mundial, en particular, en Asia Pacífico, y por las presiones por 
la falta de capacidad de producción, lo que detonó en un aumento en el 
precio del petróleo crudo hasta niveles cercanos a 150 dpb a mediados del 
2008. El estallamiento de la crisis originó temores de recesión, y, por ende, 
una disminución en los precios del crudo hasta niveles cercanos a los 30 
dpb a principios del 2009. En paralelo, se consolidaba la mayor actividad 
en la explotación del crudo no convencional, tanto en los campos de lutitas 
como en los de bitumen, así como en algunos proyectos en aguas profundas. 
Uno de los principales actores fue Estados Unidos que avanzó paulatina-
mente hacia su autosuficiencia. Por fortuna, la recuperación mundial se dio 
de manera inmediata en los tres años siguientes; la inflación continúo dis-
minuyendo, lo que llevó a políticas monetarias de tasas de interés bajas en 
las naciones desarrolladas, pero a un menor dinamismo en el crecimiento 
del comercio mundial. 
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La economía mexicana se fue desacelerando después del 2006, hasta ser 
impactada por la crisis internacional del 2008, cuando decreció en 6.1%, 
para recuperarse en los tres años siguientes. Se registraron presiones infla-
cionarias en ese 2008, impulsadas en parte por la devaluación del peso, pero 
se controlaron pronto. Ello favoreció una tendencia a la baja en las tasas de 
interés y a la estabilidad en el tipo de cambio hacia la conclusión del sexenio. 
Se preservó el bajo déficit en cuenta corriente ante el dinamismo en las 
exportaciones, remesas y el turismo. No obstante, la deuda externa se dis-
paró, en parte por las favorables condiciones de liquidez internacional y las 
bajas tasas de interés.

En materia de política energética, se incorporó la necesidad de diversi-
ficar las fuentes de suministro de energía y la mitigación de las emisiones 
de los gases efecto invernadero. La política petrolera se preservó en lo fun-
damental respecto al sexenio previo (véase tabla 4), pero se gestaron fuertes 
presiones para abrir en 2008 aún más las actividades a la iniciativa privada, 
lo cual no se aprobó. Únicamente le fueron ratificadas a Pemex mayores 
ventajas fiscales, adecuaciones a las reglas de ventas de primera mano, mo-
dificaciones a los lineamientos de su gobierno corporativo, mejores condi-
ciones para el manejo de su deuda, de flexibilidad presupuestaria y obli-
gaciones para impulsar la industria de los fertilizantes, así como un marco 
de referencia para el tratamiento de los denominados yacimientos trans-
fronterizos. Dicha regulación formó parte de una reforma energética de 
mayor alcance que, entre otras cosas, sentó las bases para el aprovechamien-
to de energías renovables, y la transición energética, amplió las atribuciones 
de la Secretaría de Energía (Sener), de la Comisión Reguladora de Energía 
(cre), y se constituyó la Comisión Nacional de Hidrocarburos (cnh).

En ese sexenio, los Pidiregas se mantuvieron apoyando los proyectos de 
Cantarell, kmz, Burgos, peg, J. Bermúdez y otros proyectos de explotación, 
y se profundizaron los trabajos de la reconfiguración de la refinería de Mi-
natitlán, entre los más importantes. Destacaron el fallido intento de impul-
sar las operaciones en el proyecto Aceite Terciario del Golfo (atg), que fue 
uno los más relevantes en materia de explotación de hidrocarburos en el 
país, así como el impulso a la petroquímica a través del proyecto denomi-
nado Etileno xxi, que fue el precedente de uno de los episodios de corrup-
ción vividos por la petrolera estatal (Suárez, 2020).
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Tabla 4. Planeación nacional y la industria petrolera, 2006-2012

Estrategias Premisas ligadas Efectos en la industria petrolera

Objetivo: Promover el desarrollo integral y sustentable del país 

Garantizar la seguridad energética del 
país en materia de hidrocarburos.

Fomentar la operación del sector 
hidrocarburos bajo estándares 
internacionales de eficiencia, 
transparencia y rendición de 
cuentas.

Elevar la exploración, producción y 
transformación de hidrocarburos 
de manera sustentable.

Equilibrar el portafolio de fuentes 
primarias de energía.

Promover el uso y producción 
eficientes de la energía.

Fomentar el aprovechamiento de 
fuentes renovables de energía 
y biocombustibles técnica, 
económica, ambiental y 
socialmente viables.

Mitigar el incremento en las emisiones 
de gases efecto invernadero (GeI).

Soberanía del Estado sobre 
los recursos energéticos.

Se continúa con el 
impulso a una mayor 
participación del sector 
privado en actividades 
de la industria petrolera 
e intento de reformas 
hacia la apertura.

Apropiación de la renta 
petrolera base de apoyo 
del gasto público.

Se preserva el enfoque de 
la política económica 
hacia el comercio 
exterior e impulso a la 
inversión extranjera 
directa.

Pemex 
Traspaso de recursos al Gobierno y se 

preserva su apalancamiento.
Continúa la pérdida de su inherencia 

operativa, deterioro de 
infraestructura, particularmente en 
refinación y petroquímica.

Concentración en proyectos de 
explotación en aguas someras 
y cuencas del Sureste. Apuesta 
pérdida en exploración en aguas 
profundas y en campos de gas seco.

Gobierno corporativo débil y burocracia 
creciente, en ocasiones sin 
experiencia en la industria.

Prácticas de corrupción y falta de 
transparencia.

Dependencia tecnológica del exterior 
se preserva.

Empresas privadas
Colaboración en proyectos para Pemex, 

incluidos contratos de servicios 
integrales.

Fuente: elaboración propia con datos del Poder Ejecutivo Federal (2007).

Durante ese sexenio, los resultados obtenidos por Pemex fueron: la 
consistente caída de las reservas de hidrocarburos; una disminución en 
la producción sexenal de petróleo del 17.8%, que contrastó con el aumen-
to en la de gas natural, fundamentalmente, por la mayor extracción logra-
da de gas asociado en aguas someras y en la Cuenca de Burgos del gas no 
asociado. Aunque se logró un ligero crecimiento en la capacidad de refina-
ción, el volumen de crudo procesado continuó disminuyendo por efecto 
de la menor utilización de la capacidad productiva; la petroquímica siguió 
su trayectoria de deterioro, y aunque se privilegió el abasto del mercado 
interno, se aceleró el problema del robo de combustibles (Pérez, 2017). 
En contraste, los ingresos por ventas petroleras al exterior se vieron impul-
sadas, lo que originó ingresos históricos por más de 271 000 millones de 
dólares en ese periodo, las cuales contrastaron el dinamismo de las compras 
al exterior de derivados que también fueron elevándose, entre otros facto-
res, por el crecimiento en el consumo de derivados del petróleo en el mer-
cado interno. 



 L A  P O L Í T I C A  P E T R O L E R A  D E  M É X I C O :  L E C C I O N E S  Y  O P O R T U N I D A D E S   103

Sexenio 2012-2018

Después del año 2012, la actividad económica global preservó su creci-
miento hasta 2018 a tasas ligeramente superiores del 3.5% en promedio 
anual, con niveles de inflación más reducidos que los años anteriores y con 
la conservación de la política de tasas de interés bajas, pero con un menor 
dinamismo en el volumen de comercio mundial. Hacia finales de 2014, la 
sobre oferta de crudo originó la baja en sus precios de niveles de alrededor 
de los 100 dpb a 30 dpb, lo que propició una reacción por parte de los pro-
ductores con la iniciativa de la opep y otras naciones como Rusia y el propio 
México. Ello se combinó con la paulatina pérdida de producción de Irán, 
Libia y Venezuela. Así, los precios del crudo se recuperaron hasta cerca de 
60 dpb entre 2017 y 2018.

En tanto, el desempeño del pib nacional fue de recuperación en los 
primeros tres años, siendo 2015 el de mayor dinamismo con una variación 
de 3.3%, para luego reducirse a 2.4% en promedio, en los últimos tres años 
del sexenio. La inflación prácticamente se mantuvo en el mismo nivel del 
sexenio precedente (4.2% anual en promedio), a pesar de la devaluación del 
peso frente a las principales divisas. Se redujo el desempleo y se recuperó 
ligeramente el poder adquisitivo de los salarios mínimos, no obstante, se 
aumentó el déficit en cuenta corriente, en parte por el repunte de las com-
pras al exterior y por la disminución en la captación de divisas por ventas 
de crudo. A su vez, los menores ingresos fiscales petroleros y los requeri-
mientos del gasto público propiciaron un mayor endeudamiento del sector 
público. Derivado de lo anterior, el saldo de la deuda externa también se 
elevó al pasar de 28.8% al 36.5% del pib.

En materia energética, se planeó favorecer el abasto de energía a través 
de la construcción y modernización de la infraestructura y de la actualiza-
ción del marco legal institucional (véase tabla 5). El cambio más relevante 
desde 1938 ocurrió en diciembre de 2013, con la promulgación de la Refor-
ma Energética, que establece las bases de la apertura total de la industria 
petrolera. 
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Tabla 5. Planeación nacional y la industria petrolera, 2012-2018
Estrategias Premisas ligadas Efectos en la industria petrolera

Objetivo: Llevar a México a su máximo potencial en un sentido amplio

Optimizar la capacidad productiva 
y de transformación de 
hidrocarburos, asegurando 
procesos eficientes y 
competitivos.

Desarrollar la infraestructura de 
transporte para fortalecer la 
seguridad en la provisión de 
energéticos.

Incrementar la cobertura de 
usuarios de combustibles.

Ampliar la utilización de fuentes 
de energías limpias y 
renovables, promoviendo 
la eficiencia energética y 
la responsabilidad social y 
ambiental.

Fortalecer la seguridad operativa, 
actividades de apoyo, 
conocimiento, capacitación, 
financiamiento y proveeduría.

Soberanía del Estado sobre 
los recursos energéticos.

Se consuma la liberalización 
de las reformas para la 
apertura total del sector.

Apropiación de la renta 
petrolera base de apoyo 
del gasto público.

Se preserva el enfoque de la 
política económica hacia 
el comercio exterior e 
impulso a la inversión 
extranjera directa.

Pemex 
Traspaso de recursos al Gobierno y se 

agudiza su apalancamiento y falta de 
liquidez.

Continúa la pérdida de su inherencia 
operativa, deterioro de infraestructura, 
particularmente en refinación y 
petroquímica. Cede proyectos con 
potencial en E&P y parte de su 
infraestructura de transporte de gas 
natural al Estado.

Concentración en proyectos de explotación 
en aguas someras y cuencas del Sureste. 
Apuesta pérdida en exploración en 
aguas profundas y en campos de gas 
seco.

Gobierno corporativo débil y burocracia 
creciente, prácticas de corrupción y falta 
de transparencia.

La dependencia tecnológica del exterior se 
agudiza.

Empresas privadas
Oportunidad de participar en toda la 

cadena de valor de la Ip, aunque sólo 
se centró en E&P de hidrocarburos, 
importación y distribución de gasolina y 
diésel y en transporte de gas natural.

Fuente: elaboración propia con datos del Poder Ejecutivo Federal (2013).

Así, se plantearon objetivos pretenciosos para relanzar el conjunto de 
las actividades de la cadena de valor de la ip, con el objeto de propiciar con-
diciones de mercado y generar impactos positivos a la economía nacional. 
Entre las presunciones más relevantes se ubicaron, además del efecto mul-
tiplicador sobre la actividad productiva, el incrementar la producción de 
petróleo y gas y la reducción de las importaciones, modernizar y fortalecer 
a Pemex con un enfoque comercial, atraer ied, mejorar la administración 
de los ingresos petroleros, así como elevar la penetración de las energías 
limpias y la disminución de las emisiones contaminantes. Las modificacio-
nes legales, además de los artículos 25, 27 y 28 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, se consolidaron en septiembre de 2014 
con la publicación de las modificaciones a las leyes secundarias, nueve de 
las cuales fueron de nueva creación (véase tabla 6). El objetivo es adecuar 
el marco legal a las nuevas condiciones de operación del mercado de la ip.
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Tabla 6. Principales modificaciones legales derivadas  
de la Reforma Energética de 2013 en la industria petrolera
Leyes Principales lineamientos de gestión por lograr

Ley de Hidrocarburos
Ley de Inversión Extranjera
Ley de Asociaciones Público-Privadas
Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos
Ley del Fondo Mexicano del Petróleo para la 

Estabilización y el Desarrollo
Ley Federal de Derechos
Ley de Coordinación Fiscal
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 

Hacendaria
Ley General de Deuda Pública
Ley de Petróleos Mexicanos
Ley de Entidades Paraestatales
Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios
Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados
Ley de los Órganos Reguladores Coordinados en 

Materia Energética
Ley de la Agencia Nacional de Seguridad 

Industrial y Protección al Medio Ambiente del 
Sector Hidrocarburos

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
Otras (Ley de Aguas Nacionales, Ley Minera)

Promover la inversión privada en exploración y 
producción mediante asignaciones para Pemex, 
y cuatro tipos de contrato para el propio Pemex 
y privados: licencias, de utilidad o producción 
compartida y de servicios.

Definir la forma de apropiación y administración de 
la renta petrolera mediante el régimen fiscal para 
la extracción de hidrocarburos y los impuestos y 
derechos aplicables.

Establecimiento de la autonomía de gestión, técnica y 
presupuestaria a Pemex, cuyo objeto se orientó a 
crear valor económico y maximizar los ingresos del 
Estado.

Se establecen las bases, reglas e instrumentos de 
operación de la industria petrolera.

Promover las reglas de competencia y acceso libre a la 
infraestructura de transporte, almacenamiento y 
distribución de hidrocarburos.

Asignar atribuciones a la Sener, los entes reguladores 
(cnh, cre), la shcp, la Agencia Nacional de Seguridad 
Industrial y Protección Ambiental (asea), Centro 
Nacional de Gas (Cenagas) y resto de participantes.

Lineamientos para gestionar el contenido nacional en la 
oferta de servicios a la industria petrolera.

Fuente: elaboración propia.

En tanto, para Pemex, se buscaba propiciar su enfoque comercial y de 
negocio al denominarla empresa productiva del Estado. El planteamiento 
inicial se dirigió a fortificar su crecimiento mediante la incorporación de 
nuevas reservas y de adicional producción, así como el fortalecimiento de la 
petroquímica. Adicionalmente, se buscó fortalecer su gobierno corporativo, 
eficiencia y modernización, así como mejorar su desempeño ambiental, la 
sustentabilidad del negocio y la vinculación social (Pemex, 2013). La estra-
tegia que en principio parecía ambiciosa tuvo que ajustarse, en virtud de las 
bajas en los precios internacionales del crudo de exportación durante el 
segundo semestre de 2014. Además de reducirse al gasto de inversión, se 
profundizaron las acciones para reducir costos. Se dio prioridad a la bús-
queda de alianzas y asociaciones, y con ello un entorno de pleno apoyo 
al impulso a la inversión privada, aún a costa de reducir la influencia de 
la petrolera estatal en el mercado. Los proyectos apoyados fueron kmz, 
Tsimin-Xux, Chuc, Calidad de Combustibles, Crudo Ligero y en menor 
medida Cantarell, que enfrentó un proceso de rápida pérdida de presión.
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Hasta fines de 2018, las reformas legales en la ip mostraban avances en 
su instrumentación. Se habían organizado tres rondas de licitación, que 
implicaron la adjudicación de 104 contratos de E&P de hidrocarburos (73 
bajo es el esquema de licencia y 31 contratos de producción compartida), 
cinco migraciones y tres asociaciones en las que participa la petrolera esta-
tal, así como la asignación a Pemex de 12 906.42 millones de barriles de 
petróleo crudo equivalente (MMbpce), y recursos prospectivos por 14 126 
MMbpce; así como la liberalización de los precios, y otorgaron permisos de 
importación de gasolina y diésel. Se alentó la participación de compañías 
privadas en la explotación de hidrocarburos, en el almacenamiento, trans-
porte y distribución de derivados ligeros del petróleo. Se modificaron las 
reglas para la tributación en E&P, más gravosa para la petrolera estatal que 
para las empresas privadas, la cual contenía un régimen diferencial para el 
tipo de campo. Hasta ese año se habían captado recursos de inversión esti-
mados —sobre todo en explotación de hidrocarburos, almacenamiento, 
transporte y distribución de petrolíferos— por 2618 millones de dólares 
(Sánchez, 2019). No obstante, las reservas probadas disminuyeron; la produc-
ción de hidrocarburos continuó cayendo con una contribución marginal de 
las compañías particulares; la misma tendencia sucedió en la elaboración 
de productos refinados, en donde las empresas privadas sólo contribuye-
ron de manera aislada en apoyo a las operaciones, y Pemex dejó de invertir 
en mantenimiento e infraestructura, por lo que la capacidad de utilización 
de las refinerías se redujo a menos de la mitad, lo que agudizó la dependen-
cia del exterior de gasolina, diésel, gas natural y petroquímicos; no se me-
joró la petroquímica, que siguió disminuyendo su volumen de producción. 
Además, no se generaron ahorros a través del Fondo Mexicano del Petróleo 
para la Estabilización y el Desarrollo (fmped), que se constituyó con el 
objeto de captar parte de la renta petrolera por parte del Estado, y se pro-
fundizó el deterioro financiero de Pemex. 

En 2014, la deuda Pidiregas y faltantes millonarios en los fondos de 
Pemex se convirtieron en deuda pública, y ante la caída en el precio del 
crudo de exportación, se ajustaron las inversiones a la baja, quitando el 
apoyo a proyectos como el de Burgos, atg y otros que se habían impulsado 
desde el sexenio previo. El nivel de endeudamiento financiero de la petro-
lera estatal se aceleró, a pesar de las capitalizaciones realizadas, lo que agu-
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dizó sus problemas de apalancamiento, menor liquidez y nula rentabilidad. 
En suma, el balance de los resultados logrados fue poco positivo, en térmi-
nos de lo planeado.

La política petrolera en el Gobierno actual

La pandemia del covid-19, que se agudizó desde los primeros meses del 
2020, impactó severamente el desempeño de la economía global, que de-
creció 3.5%. Las medidas de confinamiento, las oleadas de infecciones y 
mortalidad en una buena parte de las naciones originaron el paro de la 
actividad económica, particularmente, en el sector servicio como el turismo, 
comercio y entretenimiento. Europa, Norteamérica y América Latina fueron 
las regiones más afectadas hasta 2020. En las dos primeras regiones, se 
aplicaron medidas de apoyo fiscal e inyecciones de recursos financieros, 
que fueron soportados por inflación y tasas de interés bajas. El volumen 
del comercio exterior cayó en más de 8% en ese 2020, profundizando la 
tendencia bajista que mostraba desde el año previo, en parte, por la des-
aceleración de la actividad económica de China, Alemania, la India, en-
tre otras. 

Se estima que la recuperación de la economía mundial se inicie duran-
te el 2021, sobre todo, con la masificación de la vacunación en las naciones 
desarrolladas, la paulatina normalización de las actividades y la recupera-
ción de China, lo que podría llevar a un crecimiento de 6% en ese año y de 
4.4% en el 2022 (fmi, 2021). No obstante, las presiones inflacionarias y 
potenciales aumentos en las tasas de interés podrían neutralizar dicho des-
empeño, así como la preservación de las tensiones entre China, Rusia y 
Estados Unidos. 

El mercado petrolero fue uno de las más afectados en 2020, pues la 
demanda se cayó y con ello se originó una baja en el precio del crudo has-
ta niveles negativos. Las actividades petroleras con costos de producción 
menos competitivos enfrentaron problemas de rentabilidad, como la ex-
plotación de petróleo en campos no convencionales y en aguas profundas. 
Así, la producción petrolera global se redujo, alentada por el acuerdo de 
los productores, entre los que destacó la Organización de Países Producto-
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res de Petróleo y un grupo de diez naciones productoras lidereado por 
Rusia, entre los que participa México, denominado (opep+). Ello, a su vez, 
contuvo las nuevas inversiones y obligó a diferir otras, al tiempo que se 
impulsaron las relacionadas con las fuentes limpias (iea, 2021). En el me-
diano plazo el nivel de producción de petróleo dependerá de la recupera-
ción económica, pero sobre todo de la posibilidad de incorporar la capaci-
dad ociosa disponible.

La actividad económica en México, que no creció en 2019, profundizó 
su caída en 2020, debido a los efectos adversos originados por la pandemia 
ante las medidas de paro o contención; se registró baja inflación, que ha 
mostrado presiones alcistas en los primeros meses del 2021; recuperación 
de los salarios mínimos en términos reales; tasas de interés a la baja como 
medida de flexibilización monetaria; la instrumentación de una política 
fiscal, enfocada a mantener la salud financiera del Gobierno y evitar aumen-
tos en el endeudamiento público; dificultades para llevar a cabo el intercam-
bio comercial con el exterior, particularmente en el intercambio de mercan-
cías y turismo, que contrastaron con la llegada de remesas del exterior; 
complicaciones para mantener el ritmo de captación de ied y una volatilidad 
en el tipo de cambio. 

A partir de 2019, el eje de la política en el sector energía en México se 
ha fundamentado en reducir la dependencia energética del exterior y en 
retomar el rol preponderante en el mercado, mediante el fortalecimiento de 
las empresas productivas del Estado (véase tabla 7). Para dar legitimidad a 
tal política, el Gobierno aprobó modificaciones a la Ley de Hidrocarburos 
en mayo del 2021, consistentes en facultar a la Sener y a la cre para condi-
cionar y revocar permisos para operar hidrocarburos; para otorgar prefe-
rencia a la petrolera estatal en la adjudicación de yacimientos en las áreas 
en las que desee operar, y planteó la modificación de varias leyes secunda-
rias para combatir la corrupción. Estas acciones fueron rechazadas e im-
pugnadas por los empresarios, quienes esperan la declaración de inconsti-
tucionalidad por parte del Poder Judicial de la Federación.

Un elemento controversial en la política petrolera actual es la prioridad 
otorgada al desarrollo de los hidrocarburos, particularmente, por las com-
plicaciones para que el país cumpla con sus compromisos internacionales, 
en materia de cambio climático y calentamiento global.



 L A  P O L Í T I C A  P E T R O L E R A  D E  M É X I C O :  L E C C I O N E S  Y  O P O R T U N I D A D E S   109

Tabla 7. Planeación nacional y la industria petrolera, 2018-2021

Estrategias Premisas ligadas Estrategias Pemex

Objetivo: Alcanzar y mantener la autosuficiencia energética sostenible para satisfacer  
la demanda energética de la población con producción nacional

Alcanzar y mantener la 
autosuficiencia energética 
sostenible para satisfacer la 
demanda energética de la 
población con producción 
nacional.

Fortalecer a las empresas 
productivas del Estado como 
garantes de la seguridad y 
soberanía energética, y palanca 
del desarrollo nacional, para 
detonar un efecto multiplicador 
en el sector privado.

Organizar las capacidades 
científicas, tecnológicas e 
industriales que sean necesarias 
para la transición energética.

Soberanía del Estado sobre los 
recursos energéticos.

El que la política petrolera del 
actual Gobierno conviva con las 
acciones del sector privado a 
fin de generar un ambiente de 
confianza a la inversión.

Apropiación de la renta petrolera 
para apoyo de las finanzas 
públicas.

Se preserva el enfoque de la 
política económica hacia el 
comercio exterior e impulso a la 
inversión extranjera directa.

Fortalecimiento financiero, 
operativo y comercial.

Desarrollo acelerado de nuevos 
campos y csIee.

Rescate de las refinerías y creación 
de una nueva.

Inversiones para mejora calidad de 
combustibles.

Proyectos de transporte Peninsular, 
Tolteca y Transístmico.

Alinear las actividades corporativas 
y administrativas a las 
necesidades de la cadena de 
valor.

Fuente: elaboración propia con datos del Poder Ejecutivo Federal (2020).

Se ha preservado el apoyo gubernamental a las empresas privadas que 
ganaron bloques en los procesos licitatorios para llevar a cabo sus planes de 
exploración y de explotación. Al cierre del 2020, de los 111 contratos vigen-
tes, 68 estaban en etapa de exploración, 18 de evaluación y 25 de desarrollo 
(Amexhi, 2021). No obstante, representantes de la iniciativa privada han 
manifestado ciertas inconformidades porque no se han abierto nuevas ron-
das licitatorias. Se tienen identificadas 172 áreas remanentes para la distri-
bución de bloques para E&P, 113 costa afuera y 59 en zonas terrestres de 
recursos convencionales, que el Estado podría asignar o licitar para elevar 
la producción nacional de hidrocarburos y acceder a una mayor renta pe-
trolera.

En tanto, en Petróleos Mexicanos, la estrategia gubernamental entre 
2019 y 2021 se ha concentrado en promover las inversiones de exploración 
y explotación en aguas someras y en tierra, de manera particular en kmz, 
Ek-Balan, Chuc, Yaxché y en otros campos petroleros nuevos. El objetivo 
ha sido revertir la caída del volumen de reservas de hidrocarburos y de la 
producción de petróleo; en el caso del gas natural no se ha conseguido. Un 
cambio notable respecto a la política petrolera desde los ochenta ha sido el 
relanzamiento de las actividades de la refinación, tanto recuperando las 
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pérdidas de capacidad, mediante la actualización de algunas plantas e in-
corporación de otras, y la construcción de una nueva refinería denominada 
Dos Bocas en Paraíso Tabasco (véase tabla 8). Estas acciones han permitido 
elevar ligeramente el volumen de crudo procesado en 2020, sin embargo, 
los problemas presupuestales han limitado un mayor apoyo a la recupera-
ción de la infraestructura de refinación (Pemex, 2020). La capacidad de 
procesamiento de gas continuó subutilizada, ante el desempeño de la explo-
tación del gas natural, debido a su menor producción nacional. La petro-
química en Pemex no ha detenido la caída en el nivel de producción, y ante 
los problemas financieros es probable que se preserve tal tendencia. Las 
actividades de transporte y distribución han continuado con complicaciones,

Tabla 8. Política nacional y la industria petrolera, 2019-2021

Actividad Política petrolera en México

Exploración y Explotación  
de hidrocarburos

Asignación de áreas contractuales a Pemex y suspensión de las rondas 
petroleras.

Asegurar el aumento de las reservas de las cuencas de hidrocarburos 
convencionales del sureste, del norte y aguas someras. 

Explotación de nuevos yacimientos con perspectiva rentable y en los que se 
cuenta con infraestructura.

Acelerar los procesos de recuperación mejorada en campos maduros, con 
reservas 2P, mejorando la administración de yacimientos. 

Desarrollo de campos de gas, aunque su rentabilidad sea inferior a la de sus 
similares en EUA. 

Utilizar la capacidad instalada de procesamiento e importar gas natural 
húmedo para complementar la oferta nacional.

Refinación Fortalecer la capacidad productiva en petrolíferos, adicionando capacidad, 
rehabilitando y actualizándola. 

Petroquímica Con el gas natural disponible se pretende apuntalar la producción de etileno 
y derivados.

Apuntalar la infraestructura para la producción de etano y derivados, 
aromáticos y fertilizantes.

Almacenamiento y distribución 
gas natural

Fortalecer la cadena de suministro y distribución para el tratamiento, 
transporte, almacenamiento y despacho de hidrocarburos. Asegurar 
la rectoría del Estado en el mercado de derivados para promover la 
seguridad energética.

Apoyo para eliminar la regulación asimétrica aplicada a Pemex y alentar 
la competitividad de la petrolera estatal a fin de continuar perdiendo 
mercado, así como el combate al robo ilícito de combustible. 

Almacenamiento y distribución 
refinados

Régimen fiscal Mantiene el aplicable a las empresas privadas.
Aligerar la carga fiscal para Pemex.

Política de desarrollo 
tecnológico

Fomentar el desarrollo de investigación de frontera, tecnología e innovación 
en articulación con Pemex y la cFe, mediante el uso más eficiente de los 
combustibles fósiles, y una mayor participación de las fuentes renovables 
dentro de la matriz energética.

Fuente: Conacyt (2020) y Pemex (2021).
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para operar la capacidad, y enfrentan la mayor participación de empresas 
privadas. El volumen de crudo de exportación se redujo ligeramente por 
efecto del aumento en el procesamiento interno, en un entorno de precios 
bajos, particularmente, durante 2020. Como contraste, la balanza comercial 
de productos petrolíferos de Pemex se tornó superavitaria durante ese 2020, 
por efecto de las menores compras de gasolina y diésel, pero ante el proce-
so de recuperación económica tal tendencia podría revertirse, sobre todo, 
si permanece sin recuperarse la capacidad productiva de refinación. 

Ante la complicada situación financiera de Pemex, el gobierno instru-
mentó la apoyó mediante capitalizaciones por 122.1 y 46.2 miles de millones 
de pesos en 2019 y 2020; la reducción de la tasa del derecho por la utilidad 
compartida (duc) de 65%, en 2019, a 58% y 54% en los dos siguientes años, 
y la instrumentación de estímulos fiscales al pago del duc. Durante 2021, 
se estableció un nuevo Plan de Negocios, en donde se realizaron ajustes a 
las estrategias planeadas previamente ante el nuevo escenario. Entre las me-
didas más relevantes se enfatizó incentivar los esquemas de negocios con 
terceros para la ejecución de proyectos de la cadena de valor, para atraer 
inversión e impulsar el desarrollo de infraestructura. Entre estos destacan 
cambios a los convenios modificatorios de los contratos integrales de ex-
ploración y producción (ciep) y los contratos de obra pública financiada 
(copf), a contratos de servicios integrales de exploración y extracción 
(csiee). Además, se le da relevancia al desarrollo de cuencas para ampliar 
el volumen de reservas, se preserva la política de alcanzar la autosuficiencia 
en gasolina y diésel, y el fortalecimiento de la producción de fertilizantes. 

Los resultados obtenidos en la industria petrolera nacional han sido 
poco significativos entre 2019 y 2020, sobre todo, por las complicaciones 
derivadas de la pandemia y los problemas financieros acumulados por la 
petrolera estatal. Así, se ha logrado detener la caída en el volumen de reser-
vas totales de hidrocarburos y de las probadas. Se revirtió la tendencia a la 
baja en el número de pozos de desarrollo, pero no la de los pozos en explo-
ración; se ha logrado una mayor participación de jugadores en la importa-
ción, almacenamiento y distribución de gasolinas y diésel; de manera par-
ticular, se ha elevado el número de estaciones de servicio y la variedad de 
marcas, así como una relativa “competencia” en el precio de esos derivados 
(las estaciones de servicio privadas representaron 42% de las 12 848 totales 
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a mediados del 2021 [Ordaz, 2021]); continuó una mayor participación de 
compañías particulares en las actividades de transporte, almacenamiento y 
distribución de gas natural, y se cuenta con un mayor número de negocios 
enfocados a las actividades de la industria. La petrolera estatal ha instru-
mentado una política de bajo endeudamiento y contribuido con un monto 
más reducido de impuestos, debido a que obtuvo menores ingresos que los 
años precedentes, lo que se tradujo en adicionales pérdida y s, como con-
secuencia, en presiones sobre su liquidez y en especial sobre su nivel de 
apalancamiento que continuó elevándose, por lo que su situación financie-
ra continuó siendo complicada (véase anexo 2).

Lecciones de la política petrolera en México

Desde los últimos años de los ochenta, México ha adoptado una política eco-
nómica que ha alentado la menor participación del Estado en la actividad 
económica y ha impulsado la liberalización de los mercados, ello en el mar-
co de las políticas de tipo neoliberal promovidas por el Consenso de Was-
hington. 

La política petrolera no pudo alinearse totalmente a tales lineamientos, 
por lo que sólo dio paso a la incorporación de las empresas privadas en 
algunas actividades aisladas de la cadena de valor de la industria hasta su 
apertura total con la Reforma Energética de diciembre de 2013. 

Se pueden identificar un conjunto de factores que incidieron en la con-
formación actual de la industria petrolera y que limitaron su apertura total 
desde finales de los ochenta como aconteció con la telefonía, el sistema 
bancario y el ferrocarrilero, entre otras actividades, entre las que destacaron: 

• A nivel internacional, las condiciones de la oferta del petróleo crudo 
y las etapas de bajos precios (1998-1999; 2008; 2014-2016), repre-
sentaron un factor relevante que incidió sobre la disponibilidad de 
divisas e ingresos públicos, y se tradujo en ajustes en el gasto públi-
co y de inversión de Pemex. 

• La necesidad de los gobiernos en turno de concentrarse en atender 
los retos coyunturales, derivados de las crisis económicas enfrenta-
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das (1994-1995; 2001; 2008-2009), en donde se buscó neutralizar los 
desequilibrios con políticas públicas de contención, que además se 
combinaban con la elevada carga fiscal aplicada a Pemex como apo-
yo a las finanzas públicas. 

• La contrastante posición política de grupos en pro de un nacionalis-
mo que ha enarbolado la noción de una presencia fuerte del Estado 
en la industria petrolera, que se contrapuso a los intentos de gobier-
nos y grupos de interés que impulsaron medidas de liberalización 
de los mercados. Tales acciones lograron su objetivo con la Reforma 
Energética de 2013, pero los resultados alcanzados no estuvieron en 
línea con los objetivos planeados. 

• Las acciones gubernamentales para propiciar una transición energé-
tica en el país, motivados por compromisos internacionales y por 
grupos nacionales proambientalistas, implicaron el redistribuir los 
recursos presupuestales hacia otras actividades no ligadas con la in-
dustria petrolera. 

• La política gubernamental de incentivar la participación de empre-
sas privadas en la ip, particularmente en áreas con márgenes de ga-
nancia favorable y mercados cautivos, como son el transporte y dis-
tribución de gas natural, diésel y gasolinas. 

• En el caso de Pemex, la política petrolera toleró su ineficiencia ope-
rativa, al limitar el mantenimiento de sus instalaciones y el impulso 
de nueva infraestructura y la baja productividad laboral. A nivel ge-
rencial, se adoptaron medidas no óptimas en el que existían prácti-
cas de corrupción, falta de transparencia y prácticas de burocracia. 
Lo anterior originó proyectos fallidos, cancelados o diferidos, tales 
como la explotación de aguas profundas, el proyecto atg, las recon-
figuraciones de las refinerías, el proyecto Etileno xxi, los contratos 
de servicios múltiples (Rodríguez, 2019) y algunos realizados en 
campos no convencionales. Lo más crítico fue la situación financie-
ra de la empresa, caracterizada por problemas de liquidez, endeuda-
miento y nula rentabilidad.

• La limitada capacidad tecnológica desarrollada en el país, tanto por 
Pemex como por el Instituto Mexicano del Petróleo (imp) y otras 
instituciones que originó una creciente dependencia de empresas de 
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servicio, sobre todo de origen internacional. Además, se perdió par-
te del capital intelectual que en los años ochenta y noventa se consti-
tuyó, principalmente, en el imp (Romo y Ortiz, 2018).

A finales de 2018, el nuevo Gobierno impulsó un cambio en la política 
energética —y petrolera—. Aunque se detuvo la caída en algunas activida-
des, en general, los resultados obtenidos en la industria petrolera han sido 
poco alentadores, con el agravante de que la iniciativa privada sólo se ha 
enfocado a los negocios de inmediata rentabilidad, particularmente, en la 
comercialización, transporte y distribución de gasolina y diésel, y ha man-
tenido un perfil mesurado en la exploración y producción de hidrocarburos. 

Sin embargo, se considera que existen áreas de oportunidad para dar 
impulso a la industria petrolera nacional. Una de éstas implica acelerar los 
procesos de complementación de las capacidades de Pemex, con los esque-
mas de negocio con apoyo de terceros a lo largo de la cadena de valor. Así, 
se pueden instrumentar acciones para licitar adicionales bloques con po-
tencial de reservas prospectivas de hidrocarburos (véase figura 1), y alentar 
la participación de empresas privadas en aguas profundas del Golfo de Mé-
xico, en los campos de lutitas y algunos campos maduros con potencial. 

Figura 1. Reservas prospectivas de hidrocarburos en México, 2020
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Fuente: cnh, 2021.

El impulso en la explotación del gas natural conllevaría el aprovechar la 
capacidad de procesamiento de Pemex que está parcialmente utilizada. 
Al tiempo que detonaría mayores oportunidades para relanzar la petroquí-
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mica a través del esquema de negocio público o privado, que aprovechen el 
potencial de demanda esperado, derivado del Tratado de Libre Comercio 
de América del Norte (t-mec). Lo anterior y la necesidad de robustecer la 
capacidad de suministro nacional de combustibles, mediante el aumento 
de la infraestructura de almacenamiento y de transporte, pueden ser áreas de 
oportunidad de negocio de participación de empresarios privados. Estas 
medidas adicionadas al impulso derivado de las inversiones en refinación 
—y las necesarias para reducir su capacidad productiva ociosa— y a la de-
manda de que la industria petrolera opere bajo los principios de sustenta-
bilidad, e incorporando avances tecnológicos que promuevan su competi-
tividad, pueden generar efectos multiplicadores en la economía nacional y 
en las áreas de oportunidad para la inversión de compañías particulares. 

El éxito en la producción de hidrocarburos y la elaboración de derivados 
estará lidereado por empresas con tecnologías que se especialicen en las 
nuevas oportunidades, el reto para el Gobierno nacional consiste en instru-
mentar una estrategia para alentar desarrollos tecnológicos propios, lo que 
permita beneficiarse de ello, bien aliándose o adquiriendo la tecnología 
(Mitchell y Mitchell, 2014).

Del mismo modo, el Gobierno tiene el reto de revertir el deterioro que 
enfrenta Pemex. Ello, a través de su rescate financiero, de manera tal que neu-
tralice las presiones de corto plazo que limitan su capacidad operativa y 
de inversión. Esto podría realizarse con adicionales inyecciones de capital 
a través de un programa de rescate, que implique la conversión de una par-
te de sus pasivos en deuda gubernamental, o mediante la colocación públi-
ca de parte de su capital accionario en la bolsa de valores. Los esquemas de 
reestructuración de la deuda a mayores plazos, reducción de las contribu-
ciones fiscales o desinvertir en activos no productivos son medidas de apo-
yo que pueden generar efectivo, pero de manera temporal. Un complemen-
to óptimo es el reto gubernamental de profundizar las acciones para 
mejorar la eficiencia, transparencia y buena gestión en la petrolera estatal, 
que propicien su rentabilidad con un enfoque de respeto social y ambiental, 
así como alentar su competitividad con el objeto de evitar adicionales pér-
didas de penetración de mercado, y aumentar su presencia internacional. 
En el Plan de Negocios 2021-2025 (Pemex, 2021), se plasman cambios 
relevantes que pueden contribuir a sanear la situación de la petrolera estatal, 
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pero otro gran reto es el cumplimiento de sus metas que, en general, en los 
sexenios previos no se cumplieron de acuerdo con los lineamientos estable-
cidos en su planeación institucional.

En suma, el perfil de la política petrolera tendría que reconsiderar su 
enfoque hacia uno de mayor pragmatismo, en donde la rectoría del Estado 
se preserve como condición fundamental para disminuir los fallos de mer-
cado, pero se atiendan los problemas estructurales que limitan el desarrollo 
de la industria petrolera.

Conclusiones

La industria petrolera puede representar una palanca de apoyo al desarrollo 
de las naciones. Un factor determinante para ello es el perfil de la política 
económica, pero de manera particular la petrolera, la cual enfrenta distintos 
retos derivados del entorno internacional y nacional en las esferas econó-
micas, políticas, sociales y medioambientales. 

En México, la tradición jurídica que establece la propiedad nacional del 
subsuelo es un elemento base para cimentar la política petrolera, que ha 
sido de apoyo fundamental al desarrollo nacional y que jugará un rol rele-
vante en el futuro por la perspectiva de demanda de hidrocarburos. No 
obstante, en la actualidad representa una fuente de presión para las finanzas 
gubernamentales, dada la complicada situación financiera y operativa de 
Petróleos Mexicanos y la limitada contribución de las empresas privadas a 
lo largo de la cadena de valor de la industria. 

Su falta de consistencia en el largo plazo, sus retos para cumplir las 
metas planteadas y sus limitaciones en el manejo para afrontar los riesgos 
de corto y mediano plazo han distinguido a la política petrolera en México. 
Corregir los problemas estructurales, acumulados en la industria petrolera, 
y el aprovechamiento de su potencial multiplicador sobre la economía re-
presentan un reto que requiere de un proceso largo y complejo que debe ser 
lidereado por el Gobierno, pero que tenga como apoyo al resto de los agen-
tes económicos. 
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Anexo 1. Entorno económico internacional y nacional por sexenio

Variables/Sexenio 1988-1994 1994-2000 2000-2006 2006-2012 2012-2018 2018-2020

Entorno económico internacional

pib real mundial 2.9% 3.7% 4.2% 3.6% 3.5% –0.3%

Inflación mundial 29.3% 8.2% 4.0% 4.3% 3.2% 3.3%

Vol. comercio mundial 6.4% 8.1% 6.4% 3.9% 3.7% –3.8%

Crudo wti (db)  19.7  20.9  41.2  83.7  66.5  48.1 

Economía nacional

pib real 3.9% 3.5% 2.1% 1.9% 2.4% –4.2%

inpc promedio 15.9% 22.5% 4.4% 4.3% 4.2% 3.6%

Tasa desempleo 3.3% 4.3% 3.0% 4.4% 3.6% 4.5%

Salario mínimo real 
promedio –41.8% –32.2% –6.0% 0.0% 6.6% 30.9%

Devaluación fin periodo 48.5% 180.2% 15.7% 20.8% 46.1% 11.8%

Cetes 28 d 24.1% 26.8% 8.0% 5.5% 4.7% 6.6%

rfsp/pib 32.3% 36.8% 35.4% 34.9% 44.7% 48.2%

Cuenta corriente/pib –4.6% –1.9% –1.3% –1.0% –2.1% 1.1%

Deuda externa/pib 34.5% 34.3% 21.1% 22.2% 35.3% 39.2%

Fuente: elaboración propia con datos del IneGI (2021) y Banxico (2021).
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Anexo 2. Industria petrolera nacional y situación financiera de Pemex

Variables/Sexenio 1988-1994 1994-2000 2000-2006 2006-2012 2012-2018 2018-2020

Industria petrolera nacional

Reservas de crudo (MMbpce) 51,189 44,733 16,670 10,426 8,456 6,206

Reservas de gas natural (MMbpce) n.d. 61,522 27,181 17,673 13,665 9,470

Producción de crudo (Mbd) 2,627 2,914 3,275 2,691 2,192 1,703

Crudo procesado (Mbd) 1,280 1,279 1,266 1,243 1,057 602

Venta prod refinados (Mbd) 1,438 1,588 1,718 1,801 1,651 1,214

Gas natural vendido Pemex (MMpcd) 1,111 1,729 2,564 3,216 3,033 1,034

Producción de gas natural (MMpcd) 3,607 4,447 4,698 6,668 5,227 3,749

Capacidad de refinación (Mbd) 1,547 1,529 1,543 1,590 1,657 1,640

Núm. de empleados Pemex 143,377 134,483 138,062 146,441 138,890 124,817

Prod. hidrocarburos (Mbd) 3,701 4,129 4,535 4,274 3,510 2,695

Capacidad de refinación/prod. 
hidrocarburos 42% 37% 34% 37% 48% 61%

Información financiera de Pemex (mmd)

Crecimiento del activo total –10.6% 84.0% 81.4% 27.8% –28.0% –8.2%

Crecimiento del pasivo total –13.7% 179.7% 125.0% 50.6% 12.5% 4.5%

Ventas internas 12,160 20,379 40,916 56,113 51,206 34,037 

Exportaciones 7,933 11,781 29,128 50,978 33,584 26,703 

Ventas totales 20,511 32,887 70,219 104,181 85,509 61,100 

Utilidad antes impuestos 11,597 19,567 39,744 49,434 14,089 9,745 

Impuestos 10,693 19,724 42,338 59,294 31,747 13,774 

Utilidad neta 904 –157 –2,595 –9,899 –17,616 –20,244 

Razón de circulante (veces) 1.69 1.05 1.53 1.53 0.86 0.52

Rotación de los activos (veces) 0.83 0.71 0.64 0.74 0.76 0.83

Apalancamiento (veces) 0.31 0.58 0.92 1.03 1.49 2.11

Impuestos/Ingresos totales 53.1% 61.0% 60.5% 55.1% 34.4% 22.1%

ebita/Ingresos totales 57.5% 61.3% 56.2% 46.4% 11.3% 19.3%

Notas: n. d. = no disponible; MMbpce = millones de barriles de petróleo crudo equivalente;
Mbd = miles de barriles diarios; MMpcd = millones de pies cúbicos diarios; MMd = millones de dólares.
Fuente: elaboración propia con datos de Pemex (2020).
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Resumen

Durante el año 2020 llegó a México la pandemia del covid-19. Al aumentar 
el número de personas infectadas, el Gobierno de México comenzó a cons-
truir capacidades para atender la contingencia sanitaria y también para re-
sistir, adaptar y recuperarse del impacto económico y social. Para el sector 
restaurantes y bares, después de un año, el problema provocó el cierre del 
18% de los establecimientos y la pérdida de unos 400 000 empleos, y otros 
han afrontado condiciones de operación con limitantes y nuevos escenarios. 
El objetivo fue recabar y analizar opiniones de empresarios del sector sobre 
las afectaciones que sufrieron sus negocios, respecto de las acciones que 
tomó el Gobierno federal y local a fin de apoyar al sector. Se efectuó un 
análisis documental, hemerográfico y de minería de textos para el periodo 
del marzo 2020 a mayo 2021, con énfasis en la Ciudad de México. El gran 
número de empresas que quebraron, el desempleo generado y los altos cos-
tos de inversión para la recuperación, por parte de los empresarios, no fue 
atendido por el Gobierno por muchos meses, y esta provocó una fuerte 
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movilización exigiendo la reapertura, e influyó en la reactivación gradual 
de actividades y en la aplicación de diversas medidas para poder operar y, 
al mismo tiempo, proteger la salud de clientes y trabajadores del sector. 
Destacan buenos resultados por la implementación de servicios en línea 
con entrega a domicilio y el programa Ciudad al Aire Libre.

Introducción

La pandemia de covid-19 ha afectado no sólo la industria restaurantera 
sino, en general, a todos los negocios. Ha generado que los gobiernos en 
todo el mundo tomaran acciones para prevenir los contagios, promoviendo 
el distanciamiento social y el cierre de ciertas actividades. México no fue la 
excepción, y a comienzos del año de 2020 inició su estrategia de “Quédate 
en casa” y “Susana Distancia” (Gobierno de México, 2020). Estas estrategias 
estaban planteadas para un corto periodo de contingencia sanitaria, pero 
conforme se prolongó el cierre de actividades, se vieron afectadas varias 
industrias como las del sector de alimentos y bebidas. Esto generó que sus 
ventas se mantuvieran por debajo del 60% y generara una problemática, 
para muchos restaurantes que viven al día y que no tenían la capacidad de 
afrontar limitaciones o cierres de actividades (González, 2020).

A lo largo de la pandemia, el Gobierno de México planteó diferentes 
estrategias para mitigar el contagio y para reactivar la economía, entre estas, 
el planteamiento de una “Nueva normalidad”, la cual propuso una reaper-
tura gradual, ordenada y cauta para que fuese segura y duradera, y así tener 
nuevamente una actividad económica plena (Gobierno de México, 2020d, 
2020e).

Al terminar el año 2020, la industria restaurantera ya no podía aguantar 
otro cierre de actividades, por lo que se generó un descontento y el surgi-
miento de un movimiento llamado “Abrir o morir”, que se expresó con el 
llamado “cacerolazo”. La industria restaurantera levantó la voz exigiendo al 
Gobierno la autorización para laborar al menos con cierto porcentaje de 
aforo de comensales, dado que muchos de los restaurantes no contaban con 
la infraestructura para trabajar únicamente con envíos a domicilio (Villa-
nueva, 2021).
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Consideramos que este estudio es pertinente porque se reúne informa-
ción y se recogen las opiniones, en el momento que se da un reinicio de 
actividades con el semáforo epidemiológico en “verde” (junio 2021), con la 
campaña de vacunación en proceso y con el riesgo de un nuevo aumento 
de infectados y defunciones.

En la siguiente sección se tratará sobre la construcción de capacidades, 
sobre la situación de la pandemia del covid-19 en México, finalmente, sobre 
el contexto de la situación del sector restaurantero en México y las afecta-
ciones que hubo por el cierre de actividades en varios meses del año 2020. 
Luego, se presenta la metodología: cómo se realizó el análisis hemerográfi-
co, y a partir de ese estudio, a través de una minería de texto, se analizarán 
las opiniones de varios empresarios del sector restaurantero, para dar una 
idea concreta de cómo han vivido la pandemia y cómo han lograron per-
manecer operando.

Construcción de capacidades

En el Reino Unido se originó la idea de que las organizaciones no guberna-
mentales (ong) del Norte brindaran asistencia técnica y efectuarán trans-
ferencias de recursos a sus compañeros del Sur, para que éstos fueran auto-
suficientes y que su trabajo con las comunidades fuera sustentable (Lewis, 
2001). Por otro lado, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(en adelante pnud) define a la construcción de capacidades como: “El pro-
ceso mediante el cual las personas, organizaciones y sociedades obtienen, 
fortalecen y mantienen las aptitudes necesarias para establecer y alcanzar 
sus propios objetivos de desarrollo a lo largo del tiempo” (pnud, 2009). Por 
lo que la construcción de capacidades se trata de las transformaciones que 
les brinda poder a las personas, lideres, organizaciones y sociedades.

En México se tienen dos acercamientos sobre la construcción de capa-
cidades. Por un lado, está el aspecto técnico donde se piensa que los prin-
cipios de la Administración se pueden aplicar a cualquier empresa o sector, 
y, por el otro lado, está el aspecto político, donde no se enfocan en la efi-
ciencia, sino en el impacto social que puede llegar a tener la construcción 
de esas capacidades (Tapia y Carrillo, 2010). Un claro ejemplo de este en-
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foque político es el programa Sistema Integrador para el Fortalecimiento de 
Iniciativas Civiles, en el cual se define a la construcción de capacidades 
como: el proceso de intercambios sistemáticos que contribuyen capacidades 
en apoyo a las iniciativas civiles (Espiral, 1999).

A pesar de que ambos enfoques parecen estar separados, hoy en día son 
complementarios, ya que las organizaciones necesitan una mejor adminis-
tración para usar los escasos recursos con los que cuentan de una manera 
más efectiva por una mejor planeación, además de cumplir sus misiones y 
lograr un cambio en la sociedad (Tapia y Carrillo, 2010).

Por otro lado, se consideran seis componentes de capacidad organiza-
cional que se necesitan para obtener un alto rendimiento: (1) misión y vi-
sión; (2) liderazgo; (3) cumplimiento de los programas; (4) relaciones estra-
tégicas; (5) desarrollo de recursos, y (6) administración interna (Connolly 
et al., 2003).

covid-19 en México

En México viven alrededor de 127 millones de personas (inegi, 2021a), que 
han sido afectadas en diversos grados por la pandemia del covid-19 a nivel 
sanitario, económico y social. Los tres niveles de Gobierno, agencias inter-
nacionales como el pnud y la Organización Mundial de la Salud (oms), 
sector privado, instituciones académicas y los demás sectores de la sociedad 
han trabajado para encontrar soluciones a los distintos retos a nivel nacio-
nal sobre el desarrollo y las necesidades más urgentes, agravadas por la 
pandemia (pnud, 2021).

La pandemia impactó en la economía de México de varias maneras; la 
primera fue la reducción de la actividad no esencial, lo que causó que caye-
ran el consumo y los ingresos en las empresas que tuvieron que parar y 
vieron comprometida su supervivencia. A nivel macroeconómico se incre-
mentó el desempleo y la tasa de informalidad. A su vez, esto generó una 
reducción de los ingresos en los hogares, calidad de vida, consumo de 
bienes básicos, ahorro y el acceso al crédito (pnud, 2020). Finalmente, el 
covid-19 permitió identificar carencias existentes, incrementó la desigual-
dad, aumentaron las brechas generacionales y digitales, aun cuando hubo 
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reducción de emisiones de contaminantes, varios aspectos de la sustentabi-
lidad se vieron afectados negativamente (pnud, 2021).

Ante la situación del covid-19, el gobierno tuvo que tomar acciones que 
se comenzaron a implementar desde el 11 de marzo, día en que la oms la 
declaró pandemia (ops, 2020). 

El Gobierno de México comenzó a visualizar los distintos escenarios en 
los que el virus podría diseminarse en el país. Se registraron los primeros 
casos de personas que habían viajado a Europa y los Estados Unidos, segui-
do de pequeños brotes aislados y apenas unas decenas de casos, luego dis-
persión comunitaria en zonas localizadas y con proyecciones de cientos de 
casos, y después el escenario epidémico con el virus disperso en todo el país 
con una proyección de miles de casos. En la estrategia del Gobierno, en la 
etapa de importación viral, no se consideró necesario el cierre de espacios 
públicos cerrados y abiertos, y se buscó difundir la información de la en-
fermedad para poder prevenir el aumento de contagios. En el segundo nivel, 
dispersión comunitaria, se empezaron a suspender eventos en espacios 
abiertos y cerrados, así como establecer filtros escolares. Finalmente, para 
el escenario epidémico se suspenderían las clases además del cierre de es-
pacios públicos tanto abiertos como cerrados (Gobierno de México, 2020a).

Para el 24 de marzo se declara el avance a la fase 2, dispersión comuni-
taria de la contingencia por covid-19. Además de las acciones pensadas 
para esta fase, se solicita la ayuda de las Fuerzas Armadas para implementar 
el plan dn-iii para apoyar a la población en riesgo; se tenía pensado man-
tener esta fase por 30 días y que la situación se normalizara (Gobierno de 
México, 2020b). Sin embargo, el 30 de marzo se suspenden inmediatamen-
te las actividades no esenciales en el sector público, privado y social, esto 
para mitigar la dispersión y transmisión del virus en el país, por lo que el 
Gobierno de México reiteró a los ciudadanos el no realizar actividades fue-
ra de casa, mantener una sana distancia y practicar medidas básicas de hi-
giene para evitar el mayor número de contagios. Este cierre inicialmente 
estuvo pensado para un mes tratando de evitar daño severo a la economía 
(Gobierno de México, 2020c).

Dado que la situación en el país parecía mejorar, el Gobierno mexicano 
presentó una estrategia de reapertura de las actividades sociales, educativas 
y económicas para una “nueva normalidad” (Gobierno de México, 2020d). 
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Esta estrategia buscó brindar claridad, seguridad y certidumbre para la po-
blación, principalmente para aquellos trabajadores, empresas y gobiernos 
de los Estados que habían sido afectados por el cierre de actividades no 
esenciales en el país. Por lo que se propuso una reapertura gradual, ordena-
da y cauta para que fuese segura y duradera. Para llevar un control más 
específico sobre la situación de la pandemia, se presentó un semáforo por 
regiones en la cual el rojo es de máxima de alerta sanitaria; naranja un nivel 
alto; amarillo intermedio y, finalmente, verde en el cual se piensa recuperar 
la nueva normalidad con una actividad económica plena (Gobierno de Mé-
xico, 2020e).

Métodos

Este estudio es cualitativo de alcance descriptivo, tiene como objetivo ana-
lizar el impacto que tuvieron las acciones del Gobierno en el sector restau-
rantero por la pandemia del covid-19, qué tipo de acciones tomaron y 
cómo ayudaron a este sector con estas acciones durante el periodo de con-
tingencia. 

La información se buscó en bases de datos como Web of Science, libros, 
páginas de gobierno, cámaras, páginas Web y periódicos digitales durante 
el periodo de marzo 2019 a mayo 2020.

Se realizó un análisis documental y una investigación hemerográfica en 
las cuales los criterios de búsqueda fueron la construcción de capacidades, 
covid-19 y el sector restaurantero. Se tomó como referencia la metodología 
de Sleigh et al. (2021) y de Chen et al. (2021), quienes realizaron estudios 
usando una minería de texto a través de herramienta automatizada, para 
obtener información al respecto de la pandemia del covid-19 y sobre la 
opinión de clientes de establecimientos de comida rápida. Se buscó conocer 
cómo reaccionó el Gobierno para brindar apoyo y mejorar la situación del 
sector restaurantero, y cómo tomó la industria las diversas medidas.

Para ello se obtuvo información de la red social Twitter, en la cual se 
buscaron aquellas publicaciones realizadas por restaurantes y en las cuales 
se mencionaba el “cacerolazo” que ocurrió en enero 2021.
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Resultados

Sector restaurantero en México

La industria restaurantera es un importante motor económico para el país 
y la generación de empleo, antes de la pandemia contaba con más de 673 000 
unidades económicas, 2.7 millones de empleos directos, 300 000 millones 
de pesos (inegi, 2021b) y una aportación al producto interno bruto (pib) 
del 0.74% (inegi, 2020).

Antes de la pandemia, en la industria restaurantera cerraban cuatro de 
cada 10 negocios después de tres años, y solamente dos restaurantes de cada 
10 sobreviven después de 5 años (amr, 2019). Con la pandemia, los restau-
rantes se han visto afectados: 80% cerraron temporalmente, 15% se adap-
taron para ofrecer servicio a domicilio y “para llevar”, la demanda cayó un 
85% (Canirac, 2020a). A un año del inicio del confinamiento en México, se 
registró el cierre definitivo de al menos 120 000 restaurantes en todo el país 
y una pérdida de 400 000 empleos. Es decir, 18% de los restaurantes y cerca 
del 15% de empleos.

La figura 1 muestra con claridad las afectaciones de la pandemia en el 
sector restaurantero. Al comparar los datos del pib del sector para 2019 con 
el 2020, desde el primer trimestre del año 2020 hubo una disminución del 
0.07%, que fue cuando empezó apenas el desarrollo de los planes contra la 
pandemia en México. A partir del segundo trimestre, cuando comenzó la es-
trategia del Gobierno de México de “Quédate en casa” y “Sana distancia” 
se nota un descenso del 0.38%. En el tercer trimestre, gracias a la reactiva-
ción económica del país, el descenso fue del 0.35%. Finalmente, para el 
último trimestre del 2020, la caída sólo fue del 0.27%. 

A finales de marzo 2020, el sector restaurantero tuvo que parar sus ac-
tividades, dado que se declaró una suspensión inmediata de las actividades 
no esenciales en el país. Al respecto, la empresa Alsea fue una de las prime-
ras en tomar acciones de supervivencia: implementaron un plan financiero, 
el cierre temporal de algunas unidades y la salida laboral voluntaria de sus 
trabajadores por 30 días sin goce de sueldo (Ochoa, 2020).
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Figura 1. Producto interno bruto en la industria restaurantera en México, 2019 y 2020
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Fuente: IneGI, 2020.

El cierre de los negocios llegó a ser preocupante, por lo que la Cámara 
Nacional de la Industria de Restaurantes y Alimentos Condimentados (en 
adelante Canirac) señaló que, con la llegada de la tercera fase de la contin-
gencia, la mayoría de los establecimientos restauranteros sólo tendrán la 
capacidad de subsistir por una o dos semanas, y varios restaurantes se verán 
obligados a solicitar créditos o apoyo al Gobierno. Un ejemplo de esto fue 
la empresa Sonora Grill, que anunció el cierre de sus 35 unidades en el país 
y que sus empleados permanecerían inactivos, pero con goce de sueldo 
(López, 2020). Comienzan a observarse distintas formas de atacar el pro-
blema por algunas de las empresas del sector de alimentos y bebidas.

Desde el principio de la pandemia, el Gobierno de México autorizó el 
apoyo para el sector restaurantero, por ejemplo, la condonación de algunos 
impuestos a los dueños de los establecimientos que cumplieran con ciertos 
criterios. Se anunció un apoyo económico a los trabajadores que perdieron 
su empleo a causa de la pandemia, y préstamos para micro y pequeñas em-
presas. Pese a estos apoyos, la industria se vio afectada al prolongarse la 
pandemia y los cierres de actividades no esenciales que se dieron a lo largo 
del año 2020 (García, 2021). 

En este contexto, la Canirac en conjunto con el Gobierno Federal acor-
daron generar condiciones para garantizar el resurgimiento de la industria 
restaurantera. Se propusieron crear incentivos fiscales, respaldo financiero 
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para obtener créditos y promover una simplificación administrativa, donde 
no haya una sobrerregulación, y finalmente una campaña de vacunación 
acelerada (Canirac Nacional, 2021).

Estudio hemerográfico

La revisión de 86 noticias digitales de los meses de marzo 2020 a mayo 2021 
proporcionó datos de industria restaurantera que fue impactada, principal-
mente, por dos cierres de actividades no esenciales a lo largo del año 2020 
y principios del 2021. 

Como se observa en la tabla 1, desde que empezaron las afectaciones en 
el mes de marzo 2020, el Gobierno de México tomó acciones preventivas 
para mitigar los contagios del covid-19, con su programa de “Quédate en 
casa” y “Susana Distancia”. Se invitó a los habitantes a que salieran lo menos 
posible e incentivar el distanciamiento social. Lo cual indudablemente 
afectó a varias industrias, y la industria de alimentos y bebidas no fue la 
excepción, por lo que el Gobierno de México formuló un plan de apoyo 
financiero y fiscal para las empresas afectadas para ayudarlas a subsistir. 
Lamentablemente, las empresas empezaron a tener una caída en las ventas 
conforme pasaban las semanas, al punto de que algunas empezaron a cerrar 
definitivamente dado que los ingresos no eran suficientes para cubrir sus 
gastos (Canirac, 2020a).

Al ver esta situación, el Gobierno de la Ciudad de México (2020) em-
pezó a formular un “Plan Gradual hacia la nueva normalidad en la Ciudad 
de México (CDMX)”, el cual planteó un proceso de reactivación económica 
una vez que los contagios hayan disminuido. Se estableció un sistema de 
categorización del estado de la pandemia en un semáforo de cuatro grupos: 
rojo, naranja, amarillo y verde. Este plan se empezó a poner en marcha para 
que las industrias del país pudieran empezar a reactivarse y laborar bajo 
distintas directrices dictadas por el Gobierno. En el caso de la industria 
restaurantera, en conjunto con la Canirac, crearon un protocolo de preven-
ción para el covid-19 llamado “Mesa Segura”, el cual dicta los procedimien-
tos que los restaurantes deben seguir para poder laborar nuevamente (Ca-
nirac, 2020b).
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Tabla 1. Problemática de la industria restaurantera durante la pandemia del covid-19 en México y 
soluciones por parte del Gobierno

Mes Problemática Solución del Gobierno de México

Marzo 2020 (Expansión política, 
2020)

Limitación de acitivdades y 
reducción de ventas por medidas 
de distanciamiento social

Plan de apoyo financiero y fiscal 
para empresas de alimentos y 
bebidas

Abril 2020 (Lozano, 2020) Ventas caen un 80% 
aproximadamente

Plan de apoyo financiero y fiscal 
para empresas de alimentos y 
bebidas

Mayo 2020 (El Universal, 2020) Primer cierre de actividades no 
esenciales

Planteamiento sobre "nueva 
normalidad"

Junio a octubre 2020 (Animal 
Político, 2020)

Limitación de actividades Reactivación económica con 
"nueva normalidad"

Noviembre 2020 (Varela, 2020) Repunte de casos de coVId-19 en 
México

Restricción de horarios para 
disminuir casos de coVId-19

Diciembre 2020 (Infobae, 2020) Segundo cierre de actividades no 
esenciales

Plan de apoyo financiero y fiscal 
para empresas de alimentos y 
bebidas

Enero 2021 (Noguez, 2021) La industria no puede sobrevivir 
dado que los apoyos no son 
suficientes

Implementación del programa 
"Ciudad al Aire Libre" 

Febrero a Mayo 2021 (Ferrer, 2021;  
Forbes México, 2021)

Reactivación económica Conforme el avance del semáforo 
coVId-19, se permitó una mayor 
apertura de los negocios de 
alimentos y bebidas

Fuente: elaboración propia.

Para el mes de noviembre del 2020 se da una reapertura de la actividad 
comercial incluyendo las ventas del llamado “Buen Fin”. Sin embargo, las 
consecuencias de haber reactivado la economía en el mes de noviembre 
fueron un aumento de contagios y el cierre de las actividades no esenciales, 
a partir del mes de diciembre de 2020. El país tiene un repunte de casos de 
covid-19, el cual preocupa al Gobierno, por lo que empiezan de nuevo 
restricciones más severas e invita a la población de nuevo al distanciamien-
to social para mitigar el número de casos de covid-19. En el mes de diciem-
bre 2020, se toma la decisión de un segundo cierre de actividades no esen-
ciales. Al término del año 2020 se registró un cierre de al menos 120 000 
restaurantes en todo el país y una pérdida aproximada de 400 000 empleos 
(Canirac Nacional, 2021).

Esto lleva a los empresarios de la industria de alimentos y bebidas al 
punto de “abrir o morir”. Los restauranteros se manifestaron para poder 
trabajar, dado que el Gobierno de México no permitía la apertura de negocios 



 C O N S T R U C C I Ó N  D E  C A PA C I D A D E S  P O R  E L  G O B I E R N O  Y  E M P R E S A R I O S   131

no esenciales. Todo este movimiento conocido como el “Cacerolazo” generó 
que el Gobierno de la Ciudad de México tomara acciones de emergencia 
para poder ayudar a la industria, la cual no es catalogada como esencial, 
pero que había sido muy afectada por la pandemia del covid-19 (Villa-
nueva, 2021).

Se llegó a un acuerdo entre la industria, las cámaras y el Gobierno, y se 
planteó el programa Ciudad al Aire Libre, el cual permitía a la industria 
utilizar espacios abiertos cercanos y poder laborar ahí, a fin de mantener el 
distanciamiento social y la sana distancia, mientras la industria puede re-
activarse y generar de nuevo ingresos para volver a funcionar y crecer de 
nuevo (Gobierno de la Ciudad de México, 2021a).

El primer apoyo brindado por el Gobierno de la Ciudad de México 
(2021a) fue la implementación del programa Ciudad al Aire Libre, donde 
se permite el uso de terrazas o espacios descubiertos propios del estableci-
miento, así como estacionamientos propios, banquetas, franjas de estacio-
namientos sobre arroyo vehicular, esto sin olvidar las demás restricciones 
como una distancia de 1.5 entre mesas en posición de zigzag (Gobierno de 
la Ciudad de México, 2021a). 

Por otro lado, se abrió un canal de comunicación entre el Gobierno de la 
CDMX (2021b) y las principales aplicaciones telefónicas de entregas de 
alimentos a domicilio como Rappi, Uber Eats y Didi Food, para reducir el 
porcentaje de cobro para beneficiar al sector restaurantero de la ciudad. 
Además de otros apoyos como: condonación del impuesto sobre la nómina 
para el mes de enero para restaurantes, el apoyo emergente directo a traba-
jadores de restaurantes formales y no formales y el acceso de microcréditos.

Minería de texto

A fin de conocer la situación desde los diferentes puntos de vista de sus 
diversos actores y no sólo desde dentro de la industria de alimentos y bebi-
das, se realizó una minería de texto, para lo cual, primero se definieron las 
variables que se tomarían para realizar el estudio cualitativo del contenido 
en la red social Twitter. Para este estudio se toma en consideración el mes 
de enero de 2021 cuando sucedió el “cacerolazo”.
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Tabla 2. Codificación usada para la minería de texto y el estudio cualitativo

Nivel más alto Detalle Ejemplo

Tipo de cuenta Empresa privada Es un perfil de una empresa privada

(Identificada por inducción) Usuario Es un perfil de usuario

Fuente Organización gubernamental Gobierno de México o Gobierno  
de la Ciudad de México

(Identificada por inducción) Empresa privada Alsea, Sonora Grill, Sanborns,  
El Bajío, etc.

Trabajador de empresa Persona que trabaja en alguna de 
las empresas privadas de alimentos 
y bebidas

Ciudadano Persona independiente a la 
industria restaurantera

Medios El Universal, El Financiero,  
La Jornada, Milenio, etc.

Tipo de gráfico Símbolos Un logo o pictografía

(Saunders, 1994) Gráficas Usados para dar información 
cuantitativa

Diagramas Partes, procesos o flujos de 
resultados

Fotografías Fotografías, gifs o videos

Ninguno No usa ningún tipo de gráfico

Punto de vista ante acciones del Gobierno Agrado Muestra agrado por la situación

(Identificada por inducción) Desagrado Muestra desagrado por la situación

Neutro Se muestra neutral ante la situación

Razones para abrir Falta de ingresos empresa La empresa no puede abrir por falta 
de ingresos

(Identificada por inducción) Falta de ingresos trabajadores Trabajadores ya no cuentan con 
los recursos para subsistir por 
desempleo

Adaptabilidad Capacidad de la empresa para 
adaptarse

Fuente: elaboración propia.

Para este estudio las variables son: el tipo de cuenta del Tweet, la fuente 
proveniente de esa cuenta, el tipo de gráfico que usaron, su punto de vista 
ante las acciones del Gobierno y, finalmente, las razones por las que creen 
que deberían abrir los restaurantes a raíz del “cacerolazo”.

Para la minería de texto se analizaron 250 Tweets provenientes de 2 
fuentes principales: cuentas de empresas privadas y cuentas personales, de 
las cuales 88% de los Tweets fueron de cuentas personales (véase figura 2).
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Figura 2. Tipo de cuenta de los usuarios de Twitter
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Fuente: elaboración propia.

Para el caso de las fuentes, las variables están divididas en Tweets que 
pueden provenir de organizaciones gubernamentales, empresas privadas, 
trabajador de alguna empresa privada, ciudadano y miembro de algún me-
dio impreso o digital.

Como se observa en la figura 3, la mayor parte de los comentarios sobre 
la situación de la industria restaurantera proviene principalmente de ciu-
dadanos con un 49.2%, seguido de los trabajadores de empresas con un 
29.6% y aquellos dueños de empresas privadas con una participación del 
18.8%. Esto nos indica que la situación causó un impacto no sólo en aque-
llas personas que están directamente relacionadas con la industria, sino que 
generó una opinión en todo el país sobre los problemas que tenían los res-
tauranteros sobre el cierre temporal de sus actividades. 

Figura 3. Fuente de los Tweets
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Fuente: elaboración propia.
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Para los tipos de gráficos, en un estudio realizado por Saunders (1994) 
indica que existen distintos gráficos con los cuales uno puede reforzar sus 
ideas como los símbolos, gráficas, diagramas, fotografías, y para este estudio 
se agregó la variable “ninguna”.

Sobre los tipos de gráficos que fueron usados en los Tweets, se encontró 
que para este tipo de opiniones la mayoría de las personas prefiere solamen-
te incluir su punto de vista, con un 92.4%. Es decir, las personas al dar su 
opinión prefieren sólo escribir la información sin apoyarse de algún tipo de 
gráfico.

Figura 4. Tipo de gráficos usados en los Tweets
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Fuente: elaboración propia.

Como eje principal para este estudio está la variable de “punto de vista” 
ante acciones del Gobierno, en la cual la finalidad es conocer el punto de 
vista de las personas interesadas en el tema ante las acciones del Gobierno 
con la industria restaurantera en específico, por lo que se agregaron tres 
respuestas posibles: Agrado, Desagrado y una posición Neutra.

En el caso del punto de vista de los Tweets estudiados, se encuentra que 
83.2% de las personas no están de acuerdo sobre las medidas que tomó en 
ese momento el Gobierno, dado que las afectaciones en la industria restau-
rantera podrían ser graves, al punto de que durante el año 2020 hubo varios 
cierres definitivos de restaurantes con grandes pérdidas de empleos (Canirac, 
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Figura 5. Punto de vista del usuario ante las acciones del Gobierno
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Fuente: elaboración propia.

2021). Por otro lado, se encontraron aquellas personas que estaban de acuer-
do (10.8 %) con las medidas del Gobierno, porque consideraban que en un 
restaurante, al no haber distanciamiento social, generaría un alza a los con-
tagios y terminaría afectando más al país.

Finalmente, en complemento con la variable anterior, dentro del punto 
de vista de las personas estudiadas, se consideran tres opciones sobre las 
razones por las que deberían abrir de nuevo los restaurantes: falta de ingre-
sos a la empresa, falta de ingresos a los trabajadores y una tercera opción 
relacionada con la capacidad de la empresa a adaptarse a esta situación.

Como se observa en la figura 6, la mayoría de las personas consideraban 
que la mayor razón para activar las operaciones de la industria restaurante-
ra era la falta de ingresos de los trabajadores, que dependían de ese dinero 
para poder subsistir. Al respecto, es de considerar que el sueldo de los em-
pleados está completado con las propinas que dan los comensales. Cabe 
resaltar que a pesar de los apoyos monetarios que brindó el Gobierno de la 
CDMX (2021c) no fueron suficientes para cubrir esta necesidad. Por ejem-
plo, se brindaron créditos a micro y pequeñas empresas con un monto úni-
co de $10 000 pesos a un plazo de 24 meses, con una tasa de interés ordina-
ria del 0%. A los trabajadores de restaurantes formales y no formales, cuyas 
actividades fueron afectadas, se les brindó un pago único de $2,200 pesos, 
y finalmente se brindaron apoyos económicos fiscales, para aquellos nego-
cios del sector restaurantero y hotelero del Centro Histórico de la Ciudad 
de México.
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Figura 6. Razones por las cuales el usuario expresa la reapertura de los restaurantes
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Fuente: elaboración propia.

Por parte de los negocios afectados, se solicitó al Gobierno de la CDMX 
considerar a la industria como esencial y que pudieran laborar a pesar de 
estar en semáforo rojo. Otro punto que tomar en cuenta en este estudio es 
que un 33.2% de las personas consideran que a la industria restaurantera le 
hacía falta adaptabilidad, para buscar nuevas formas en las que pudieran 
trabajar y no solamente con envío a domicilio o usar las herramientas elec-
trónicas, como las aplicaciones de entrega a domicilio (Delivery).

Como se observa en la tabla 3, la mayoría de los comentarios solicitan 
el apoyo del Gobierno para tener el permiso de poder abrir los restaurantes 
con al menos con un 25% de aforo, extender el horario de servicio y consi-
derar la actividad como esencial. El Gobierno tomó en cuenta las demandas 
y creó el programa Ciudad al Aire Libre para ayudar a todos los afectados.

Tabla 3. Comentarios de empresas privadas y empleados de restaurantes
Nombre Fuente Comentario

La casa de la Yeya 
(2021)

Empresa privada "#AbrimosoMorimos hemos cerrado 3 unidades, no despedimos 
a nadie, ya no tenemos recursos para seguir enfrentado la falta de 
ventas, l#PonteEnMisZapatos   
@Claudiashein 
Los negocios se están extinguiendo, qué vas a hacer con esta 
ciudad quebrada?"

Kowloon Delight (2021) Empresa privada "#PonteEnMisZapatos  de +100 personas que estamos 
involucradas directamente con la fuente de trabajo. Somos el 
eslabón final de la cadena que depende en gran medida que 
sobrevivamos!  
Ya no podemos más!!! 
#AbrimosOMorimos"
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El Dux de Venecia 
(2021)

Empresa privada "#PonteEnMisZapatos  
@Claudiashein 
 y ayúdanos a vivir las 10 familias que dependemos de nuestro 
trabajo #AbrimosoMorimos"

Debarbas Bebedero 
Gourmet (2021)

Empresa privada "25% en interiores y horario hasta las 10 pm  
@Claudiashein 
Ya no podemos resistir más. #AbrimosOMorimos 
#PonteenMisZapatos"

El Medio y Medio VD 
(2021)

Empresa privada "Nos sumamos al llamado a las autoridades para que consideren 
al #MéxicoRestauratero actividad esencial. Generamos millones 
de empleos y apoyamos a miles de proveedores locales. 
#AbrimosOMorimos #ServimosaMéxico 
Alfredo del Mazo  
@alfredodelmazo  
@EnriqueJacobR"

Daniel Ovadia (2021) Empleado  
de restaurante

"Nos sumamos al llamado a las autoridades para que consideren 
al #MéxicoRestaurantero actividad esencial. Generamos millones 
de empleos y apoyamos a miles de proveedores locales. 
#AbrimosOMorimos #ServimosaMéxico 
@Claudiashein  
@alfredodelmazo   
@FadlalaAkabani  
@EnriqueJacobR"

María José (2021) Empleado  
de restaurante

"Mi familia se dedica al negocio de la comida, no sólo es el 
sustento de mi hogar sino de los más de 10 empleados que 
trabajan con nosotros.  
El cobro de rentas y servicios sigue llegando. Urge una activación 
económica responsable. 
#AbrimosOMorimos"

Miguel Ángel Corona 
(2021)

Empleado  
de restaurante

Los meseros, cocineros y restauranteros necesitamos un respiro 
para no dejar morir nuestros negocios #AbrimosOMorimos 
#AbrirOMorir

J. C. Téllez (2021) Empleado  
de restaurante

#AbrimosOMorimos muchas familias dependemos de los 
restaurantes!! #AbrirOMorir

Agustín (2021) Empleado  
de restaurante

"No podemos seguir así,  
@Claudiashein  
@alfredodelmazo 
 necesitamos apertura de restaurante al 25 % en interiores 
y horario de servicio hasta las 22 hrs #PonteEnMisZapatos 
#AbrimosoMorimos  
@Rest_ElBajio"

Fuente: elaboración propia.

Discusión

Este estudio permite visualizar que, en el año 2020, las acciones que tomó 
el Gobierno Federal y el Gobierno de la CDMX no fueron percibidas por la 
población como las mejores para atender el problema de cierre y pérdida 
de empleos de la industria de alimentos y bebidas.
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Acciones como el “cacerolazo” y el movimiento “Abrir o morir” fueron 
puntos clave para la industria de alimentos y bebidas, dado que abrió la 
opción para poder retomar el trabajo bajo nuevas normas y apoyos por 
parte del Gobierno de la CDMX. Se implementó el programa Ciudad al Aire 
Libre, que con una serie de adaptaciones permitió reactivar a la industria 
restaurantera y seguir ofertando sus servicios en las instalaciones y no de-
pender completamente del servicio a domicilio (Gobierno de la Ciudad de 
México, 2021a). Algunas acciones que se permiten en este esquema son el 
usar terrazas o estacionamientos propios, así como banquetas e incluso ca-
rriles del arroyo vehicular. Lo anterior, generó mejoras en el servicio, sobre 
todo para aquellos restaurantes que contaban con un limitado espacio, dado 
que el poder extender sus mesas a las banquetas les permite atender a más 
personas, además de mejorar la imagen del local y su entorno. 

Acciones como el programa Ciudad al Aire Libre podrían continuar a 
mediano o largo plazo. Se demuestra que el Gobierno cuenta con la capa-
cidad para ejecutar políticas públicas con beneficios a nivel económico y 
social, incluso, en condiciones tan difíciles como las de la pandemia de 
covid-19.

Por otro lado, la reactivación de restaurantes se dio en el mes de enero 
de 2021 durante el brote de contagios y defunciones más alto hasta la fecha; 
las autoridades cedieron a las demandas del sector restaurantero ante una 
doble crisis sanitaria y económica.

La red social de Twitter constituye una fuente de información impor-
tante. En México hay 100 millones de usuarios con redes sociales activas, 
y Twitter es la quinta red social más activa y tiene un alcance público 
(Datareportal, 2021), además de que las redes sociales ayudan a compar-
tir la información de manera rápida en este tiempo de pandemia (Chan 
et al., 2020).

La minería de texto utilizada en este estudio también ha sido usada en 
otros trabajos de investigación como en el de Chen et al. (2021), en el cual 
las redes sociales permiten conocer la opinión desde diferentes puntos de 
vista, desde los dueños de la empresa y trabajadores hasta clientes y clientes 
potenciales. 

La pandemia ha obligado a muchos negocios a digitalizarse para ser 
ubicados, vistos y escuchados por muchas personas, además del impacto 
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que puede generar cualquier tipo de comentario en redes sociales (Kwon et 
al., 2021). 

Chowdhury et al. (2020), en su estudio sobre las estrategias para mitigar 
el impacto de la pandemia del covid-19 en la industria de alimentos y be-
bidas, llega a la conclusión de que las empresas internamente pueden miti-
gar el impacto de la pandemia en conjunto con el apoyo gubernamental, 
tomando medidas como la rotación de productos almacenados, reducción 
de costos y generar una infraestructura en línea. Por lo que, además de las 
opciones que brinda el Gobierno, las empresas pueden ayudarse a sí mismas 
en situaciones de contingencia.

Conclusiones

Este estudio de alcance descriptivo permitió tener un acercamiento sobre 
las opiniones de los diversos interesados en la situación de la industria de 
alimentos y bebidas, y sobre cómo reaccionan ante las acciones del Gobier-
no en situaciones de emergencia como lo es la pandemia del covid-19. En 
este contexto la minería de texto parece un método útil para obtener infor-
mación confiable para este tipo de estudios. Un estudio más completo re-
quiere de trabajo en campo a través del contacto social directo, para cono-
cer la opinión de más personas sobre el impacto que tuvo la pandemia en 
el sector restaurantero e, incluso, para otros sectores.

La pasividad al inicio de la pandemia del covid-19, por parte del Go-
bierno Federal para atender las demandas del sector productivo ante el cierre 
de negocios y desempleo generado, así como el considerar que a veces las 
acciones propuestas no son las más idóneas, desde el punto de vista de los 
ciudadanos y los afectados económicamente, nos lleva a reflexionar sobre 
la falta de capacidad de respuesta por parte del Gobierno o si las acciones 
fueron insuficientes o tardías. Sin embargo, también se observa que la si-
nergia y capacidad de diálogo entre los actores pueden generar soluciones 
innovadoras que no sólo mitigan los problemas sino, además, pueden re-
sultar en mejoras respecto a la situación previa.

El programa Ciudad al Aire Libre demostró ser un éxito, pues permitió 
la actividad de muchos establecimientos en condiciones de ventilación que 
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reducen mucho el riesgo de contagios, pero además permitió en muchos 
casos ampliar el número de mesas respetando la sana distancia e, incluso, 
mejorando la seguridad en los establecimientos.

Dado que esta pandemia no ha acabado y se podrían generar nuevas 
problemáticas, este estudio nos da la pauta de que el Gobierno, en cada 
nivel, debe tomar en cuenta las necesidades de las industrian que han sido 
afectadas o, incluso, que debe desarrollar protocolos para atender diversas 
contingencias que pudieran presentarse a futuro, escenarios de inestabilidad 
política económica o ambiental (contaminación atmosférica, falta de agua, 
etcétera). 

Consideramos que se abre la ruta para futuras investigaciones sobre la 
construcción de capacidades de los gobiernos, para manejar aquellos pro-
blemas de gran impacto para toda la sociedad.

Este estudio podría ser relevante a futuro para el Gobierno, para atender 
escenarios de emergencia en las que el sector restaurantero se vea afectado, 
proporciona elementos para la toma de decisiones sobre cómo reaccionar 
ante estas situaciones, y prepara a las empresas para un mejor manejo de 
contingencias.
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Capítulo 6. Dinámica del empleo informal  
en México en el contexto del covid-19*

horacIo sánchez bárcenas**

Resumen

Una de las principales características del mercado laboral en nuestro país es 
su alto nivel de precarización. Únicamente el 44 % de los trabajadores posee 
un empleo formal, mientras que el otro 56 % realiza actividades informales 
con todas las consecuencias negativas que ello implica.

La aparición del covid-19, y sus efectos devastadores en la estructura 
económica de México, vino a profundizar la fragilidad laboral en la que 
viven cientos de miles de trabajadores. Ante esta situación, los responsables 
de las políticas públicas deben redoblar esfuerzos para recuperar los empleos 
perdidos producto de la pandemia, de no hacerlo empezaran a surgir otros 
problemas asociados al tejido social.

Introducción

Durante la década de los ochenta del siglo pasado, presenciamos la transición 
de un modelo económico con un fuerte intervencionismo gubernamental, 
hacia otro en donde el mercado se convertía en el principal asignador de 

*  El presente documento es producto del proyecto de investigación “Evolución del mercado laboral en México 
en el periodo 2005-2019: Un análisis de las causas del empleo informal sobre la población juvenil”, cuyo nú-
mero de registro es sIp 20201607.

**  Profesor-investigador del Instituto Politécnico Nacional, Escuela Superior de Economía, Sección de Estudios 
de Posgrado e Investigación (sepI-ese). orcId: https://orcid.org/0000-0002-9787-5772
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los recursos. Ello fue motivado por los fuertes desequilibrios estructurales, 
tanto internos como externos.

La implementación del nuevo modelo de desarrollo económico6 impli-
caba la ejecución de reformas estructurales. El propósito central del nuevo 
esquema era detener la espiral inflacionaria y aminorar del déficit comercial 
y financiero con el exterior. Al convertirse la inflación en el elemento central 
de la política económica, el crecimiento económico pasó a un segundo plano.

Al iniciar la segunda década del nuevo siglo, podemos afirmar que las 
medidas han sido eficientes para contener el incremento desmesurado en 
el nivel de precios, sin embargo, el crecimiento del producto interno bru-
to (pib) se ha estancado en 2.3 en promedio durante la etapa neoliberal, 
eso ha generado costos importantes para la sociedad; reflejo de ello son 
los mayores índices de desigualdad y pobreza, los cuales evidentemente 
tienen como una de sus causas la falta de crecimiento económico y, por 
ende, un mercado laboral muy débil, con empleos de mala calidad y sala-
rios bajos.

La fragilidad del mercado laboral en nuestro país se refleja en las altas 
tasas de informalidad laboral; la cifra para el cuarto trimestre de 2020 al-
canzó a 5.6 de cada 10 trabajadores que forman parte de la población eco-
nómicamente activa (pea). Este fenómeno no es exclusivo de nuestro país, 
ha estado presente en la mayoría de las economías en el mundo, las causales 
son diversas y sus efectos lastiman las condiciones socioeconómicas de las 
naciones.

El presente trabajo tiene como propósito central analizar el impacto de 
la pandemia del covid-19 sobre el empleo, cuyo periodo de recuperación 
será más prolongado de no implementarse políticas públicas que generen 
apoyos e incentivos al mercado interno.

La recuperación del empleo en México en el contexto del covid-19 no 
está determinada por factores internos, más bien se debe a factores externos, 
principalmente a la reactivación económica del principal receptor de nues-
tras exportaciones, los Estados Unidos (EUA).

En cuanto a la organización del documento, se estructura de la siguien-
te manera: En el apartado número dos se exponen los diversos enfoques 

6 A este modelo comúnmente se le conoce como: Neoliberalismo.
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que abordan el empleo informal, así como la evolución del término. En el 
apartado tres, se presenta el comportamiento de algunos de los indicadores 
más representativos del mercado laboral en el lapso de 2000 a 2020, como 
lo son la tasa de desocupación, los salarios, el acceso a salud y la tasa de 
informalidad laboral. En el apartado cuatro, se muestra el impacto del co-
vid-19 sobre el empleo, mostrando cuáles fueron los sectores económicos 
más afectados, así como lo que se dejó de hacer en términos de política 
pública. En el último apartado, se plantean algunos posibles escenarios de 
cómo se comportará el empleo en el mediano plazo.

Elementos teóricos y conceptuales

La informalidad es un fenómeno que forma parte de la vida cotidiana de 
las naciones; nos hemos acostumbrado a vivir con él, su origen tiene expli-
caciones muy diversas. Hay un grupo que argumenta que la causa está en 
el patrón de acumulación del capital, mientras que la visión opuesta señala 
que la informalidad es resultado de un marco normativo deficiente. La pri-
mera visión está asociada a la corriente estructuralista,7 mientras que la 
segunda forma parte de la corriente institucionalista.8

Los primeros estudios formales en torno a la informalidad se pueden 
encontrar en los albores de la década de los setenta con los trabajos de Hart, 
quien realizó una investigación sobre las condiciones laborales en África, 
los resultados que se obtuvieron proporcionaban elementos para distinguir 
entre el empleo formal e informal (Hart, 1971). Al siguiente año, la Orga-
nización Internacional del Trabajo (oit) lleva a cabo una investigación so-
bre la calidad del empleo en Kenia, así como sobre sus causas. El estudio 
genera nuevos elementos alrededor de la informalidad, así como instru-
mentos para incrementar el empleo productivo (oit, 1972).

7 Para la teoría estructuralista, el sector informal es producto de la falta de correspondencia, tanto cuantitativa 
como cualitativa, entre la demanda y la oferta de trabajo, la cual, a su vez, es el resultado de la forma en que 
la estructura económica incide en el mercado laboral. Éste es un problema histórico (Uribe et al., 2006).

8 Se le denomina teoría institucionalista porque se centra en los costos que el Estado y, en general, las institu-
ciones le imponen al funcionamiento, legalización y desempeño de las empresas. Esta visión aboga en cierta 
forma por un libre funcionamiento de los mercados y plantea, de forma explícita o implícita, una desconfian-
za en la intervención estatal en la economía (Uribe, et al., 2006).
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A partir de los estudios pioneros de Hart y la oit, surgieron otras inves-
tigaciones que ya empezaban a delinear una definición más robusta de la 
“informalidad”, considerando como informales a quienes, careciendo de un 
empleo bien remunerado, se las arreglan para producir o vender algún bien 
o servicio que les proporcione un ingreso (Tokman, 1978).

La Organización Internacional del Trabajo (oit) define a la informalidad 
como “todas las actividades económicas realizadas por trabajadores y uni-
dades económicas que no están total o parcialmente cubiertas por acuerdos 
formales”. El término ha ido evolucionando en los últimos cuarenta años, 
primero se le asoció a las unidades económicas,9 posteriormente, el término 
se centró en el empleo informal10 o informalidad laboral.

Por lo tanto, se puede establecer que la economía informal puede for-
mularse alrededor de dos términos: el sector y el empleo informal. El primer 
caso hace referencia al tipo o naturaleza de la unidad económica, lo que se 
traduce en que la unidad opera con recursos provenientes principalmente 
de los hogares, y no se declaran a la autoridad fiscalizadora. Esto tiene im-
plicaciones en las finanzas públicas de un país, las cuales se pueden ver 
seriamente afectadas. El segundo enfoque se centra en lo laboral y trata todo 
trabajo efectuado sin registro institucional ni amparo legal. Este último es 
un mejor indicador de la economía informal, ya que capta información no 
sólo de empresas informales sino también de aquellas que están en la for-
malidad.

De acuerdo con el inegi, el sector informal agrupa a todas las empresas 
privadas que no están constituidas como entidades financieras separadas 
de sus propietarios, esto es, que no existe una separación de financiamien-
to entre las actividades productivas de la empresa y las actividades indivi-
duales del dueño (inegi, 2014). 

Según la definición propuesta en la resolución de la XV Conferencia 
Internacional de Estadísticos del Trabajo (ciet), celebrada en 1993, las uni-
dades económicas que el sector informal agrupa se caracterizan por sus 
bajos niveles de organización y su producción a escala pequeña, carecen de 

9 Las unidades económicas tienen que ver principalmente con las empresas de menor tamaño, las cuales ope-
ran a pequeña escala y fuera de los marcos normativos.

10 En la actualidad, el empleo informal o informalidad laboral es el indicador más robusto para caracterizar a la 
economía informal. Esta situación se verifica al observar que los trabajadores informales operan tanto en 
la producción y distribución de bienes y servicios del sector formal e informal.
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una división entre el trabajo y el capital como factores de producción, y las 
relaciones laborales distan de establecerse bajo contrato, siendo muy común 
el empleo ocasional, por relaciones personales y por parentesco (oit, 1993). 

De acuerdo con la XVII Conferencia Internacional de Estadísticas de 
Trabajo (ciet), el empleo informal hace referencia a los empleos como uni-
dades de observación, mientras que el sector informal hace lo propio res-
pecto a las unidades de producción, es decir, a las empresas informales.

El empleo informal comprende el número total de empleos informales, 
ya se ocupen estos en empresas del sector formal, empresas del sector in-
formal o en hogares, o bien como el número total de personas que se des-
empeñan en empleos informales, durante un periodo de referencia deter-
minado (oit, 2003).

Es importante señalar el avance significativo que ha sufrido la definición 
del informalidad; ello ha permitido caracterizar y medir de una manera más 
real a la economía informal. A pesar de esto, la definición de empleo in-
formal seguirá evolucionando tal y como ha sucedido en las dos últimas 
décadas.

Evolución del empleo informal en el periodo 2000-2020

A finales del siglo xx, la economía mexicana experimentó cambios profun-
dos; se abandonó un modelo de economía cerrada con un fuerte interven-
cionismo por parte del Estado hacia otro, donde la característica esencial 
fue la liberalización comercial y financiera de la economía; para ello se re-
quería que el mercado tuviese un papel más dinámico en la asignación de 
recursos escasos, en detrimento de la participación estatal.

Cambios estructurales de la economía mexicana

La transición entre un modelo y otro implicó cambios estructurales, en ese 
momento nuestro país experimentaba fuertes desequilibrios internos y ex-
ternos. Internamente presentábamos elevadas tasas de inflación, altos défi-
cits fiscales, devaluaciones cambiarias y bajas tasas de crecimiento econó-
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mico, entre otros. En el entorno externo, el desequilibrio se reflejaba 
principalmente en la cuenta corriente de nuestra balanza de pagos.

La figura 1, ilustra de manera clara cómo, en las dos últimas décadas del 
siglo pasado, los precios crecían de manera descontrolada. Durante ese lap-
so, el crecimiento de los precios alcanzó incluso los tres dígitos, siendo el 
año de 1987 el momento en el que llegó a su máximo, con una inflación del 
158%. Por otra parte, en el mismo gráfico se puede apreciar cómo el creci-
miento económico se ha estancado, el cual no rebasó el 2.3% en promedio 
en casi cuatro décadas.

Figura 1. Evolución de la inflación y del pib en el periodo 1982-2020
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Fuente: elaboración propia con información de IneGI.

El hecho de que la economía de nuestro país se haya visto imposibilita-
da para alcanzar tasas de crecimiento más elevadas, se ha reflejado en la 
menor generación de empleo formal y en un aumento considerable del 
empleo informal, deteriorando la calidad de vida de los trabajadores.11

Siendo la inflación el problema más grave y el que tenía que resolverse 
de manera inmediata, las reformas se direccionaron hacia ese objetivo en 
detrimento del crecimiento económico.

11 De acuerdo con algunas estimaciones que hemos realizado, para que la economía de nuestro país dé res-
puesta favorable a los jóvenes que año con año se incorporan al mercado laboral, el pIb tendría que estar 
creciendo a un ritmo de 5 a 6%, lo cual contrasta enormemente con el 2.2% observado.
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Por otra parte, el fuerte endeudamiento que adquirió nuestro país con 
el extranjero provocó que el paquete de reformas aplicadas viniera impues-
to desde fuera. Al conjunto de reformas impuestas por los organismos fi-
nancieros internacionales se les bautizó como el “Consenso de Washing-
ton”12 (Williamson, 1990).

Al iniciar el presente siglo, empezó a ponerse en tela de juicio el funcio-
namiento de las reformas dictadas por el Consenso de Washington, princi-
palmente en los países latinoamericanos, Stiglitz señala que las reformas 
agudizaron la desigualdad social y la pobreza (Stiglitz, 2003). En el caso 
particular de nuestro país, las reformas lograron reducir la inflación a un 
dígito en las primeras dos décadas del nuevo siglo, sin embargo, el pib y el 
empleo se estancaron, lo que derivó en un aumento sustantivo de la po-
breza. De acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de 
Desarrollo Social (Coneval), en 2018, el número de mexicanos en alguna 
situación de pobreza alcanzó la cifra de 52.4 millones de personas (Coneval, 
2020).

Comportamiento y características del empleo

En los últimos veinte años, el nivel de empleo en nuestro país ha sido rela-
tivamente alto, en promedio ha estado por encima del 95%, con una tasa de 
desempleo menor al 5%; visto de esa manera, los indicadores del empleo en 
nuestro país aparentan un mercado laboral “saludable”. Sin embargo, la rea-
lidad es otra, en el momento en que se empieza a revisar la estructura y 
conformación del empleo aparecen características que muestran la preca-
riedad laboral, tales como: bajos salarios, un alto porcentaje de trabajadores 
no tienen acceso a la seguridad social y predominancia del empleo informal, 
entre otras. 

La figura 2 muestra cómo ha evolucionado la tasa de ocupación y des-
ocupación en nuestro país, en el lapso de 2000-2020; en promedio, la tasa 

12 En muchas ocasiones se utiliza el término Consenso de Washington como sinónimo de Neoliberalismo. Wi-
lliamson define diez medidas en torno a las reformas: (i) equilibrio del déficit fiscal; (ii) prioridades del gasto 
público; (iii) reforma fiscal; (iv) equilibrio de la tasa de interés; (v) estabilidad del tipo de cambio; (vi) política 
comercial; (vii) inversión extranjera directa; (viii) privatización; (ix) desregulación, y (x) definición de los dere-
chos de propiedad.
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de desocupación se ubica en los cuatro puntos porcentuales, alcanzando sus 
máximos en 200913, 2010 y 2020.14

Figura 2. Tasa de ocupación y desocupación respecto a la pea

0

1

2

3

4

5

6

7

92

92.5

93

93.5

94

94.5

95

95.5

96

96.5

97

97.5

20
05

.1

20
05

.3

20
06

.1

20
06

.3

20
07

.1

20
07

.3

20
08

.1

20
08

.3

20
09

.1

20
09

.3

20
10

.1

20
10

.3

20
11

.1

20
11

.3

20
12

.1

20
12

.3

20
13

.1

20
13

.3

20
14

.1

20
14

.3

20
15

.1

20
15

.3

20
16

.1

20
16

.3

20
17

.1

20
17

.3

20
18

.1

20
18

.3

20
19

.1

20
19

.3

20
20

.1

20
20

.4

Ta
sa

 d
e 

de
so

cu
p

ac
ió

n

Ta
sa

 d
e 

oc
up

ac
ió

n

Ocupada Desocupada

Fuente: Elaboración propia con información de la enoe 2020.

En términos de generación de empleos por actividad económica, el sec-
tor terciario es el que contribuye con el mayor porcentaje; desde la década 
de los ochenta del siglo pasado, es el que ha mostrado mayor dinamismo; 
en el año 2000 participó con un 54% en el empleo nacional; para el año 2020 
su contribución fue cercana al 62%, convirtiéndose por mucho en el sector 
más importante de la economía mexicana (ver figura 3). Por otra parte, el 
sector industrial muestra una ligera disminución del periodo observado, en 
el año 2000 generaba alrededor del 28% del empleo, mientras que en 2020 
su participación fue del 25%. Por su parte, el sector primario es el que mues-
tra mayor desaceleración, al iniciar el nuevo siglo, veinte años después, su 

13 El desempleo se incrementó en ese año como consecuencia de la crisis financiera subprime en los Estados 
Unidos. La crisis tuvo efectos directos en los sistemas financieros de prácticamente todas las economías en el 
mundo, afectando la actividad productiva. En México, el impacto fue muy profundo, debido a que más del 
80% de nuestra relación comercial con el exterior la tenemos con el país del norte. Para el 2009, el pIb de Mé-
xico tuvo una caída superior a los seis puntos porcentuales, ello se reflejó en un estancamiento en el empleo.

14 El año 2020 será recordado por mucho tiempo; fue el año en que hizo su aparición el coVId-19; el impacto fue 
muy profundo en la actividad económica a nivel global, ello como consecuencia de las medidas para evitar 
su propagación. 
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participación se redujo a 12.5%, es decir, en el lapso comprendido se per-
dieron cerca del 30% de empleos en el sector agropecuario.

Figura 3. Generación de empleo por sector de actividad económica
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Fuente: elaboración propia con información de la enoe 2020.

Son diversos los indicadores que ilustran, de manera nítida, la precarie-
dad del empleo en México. Aquí mencionaremos dos de los más represen-
tativos: los bajos salarios que percibe un alto porcentaje de los trabajadores 
y la falta de acceso a la seguridad social.

Una de las críticas más contundentes al modelo neoliberal tiene que ver 
con el debilitamiento constante del poder adquisitivo de los trabajadores. 
Esa situación ha provocado que las asimetrías se amplíen en torno a la dis-
tribución de los ingresos; un alto porcentaje del valor agregado que se gene-
ra en el país se concentra en pocas manos. Uno de los indicadores que me-
jor reflejan la fragilidad de nuestro mercado laboral son los salarios que 
perciben los trabajadores, si comparamos el salario nominal que percibe un 
trabajador mexicano con el de nuestros socios comerciales, EUA o Canadá, 
la relación en promedio es 8 a 1. Esta penosa situación es un aliciente para 
que un gran número de connacionales busquen emigrar a EUA. 

Del total de trabajadores que participan en el mercado laboral mexica-
no, cerca del 60% percibieron entre uno y tres salarios mínimos (sm), en los 
últimos veinte años, lo cual resulta inadmisible; son trabajadores condena-
dos a vivir en alguna situación de pobreza (véase figura 4).
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Figura 4. Porcentaje de ocupados por nivel de ingresos
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Fuente: elaboración propia con información de la enoe, 2020.

Es importante remarcar como, para el año 2020, el porcentaje de traba-
jadores que percibían 1 SM y 2-3 SM se incrementaron en 3.9 y 3.8 puntos 
porcentuales respectivamente, mientras que los que ganaban entre 3-5 SM 
y más de 5 SM disminuyeron en 3.8 y 0.9, respectivamente. Para ser el se-
gundo año del sexenio las cifras son muy preocupantes; eso lo que estaría 
reflejando es un deterioro en el nivel de vida de los trabajadores.

Uno de los resultados más dramáticos de las personas que se encuentran 
en la informalidad laboral es que no tienen acceso a instituciones de salud. 
Para el año 2019, más del 60% de la pea se encontraban en esta situación 
(ver figura 5). Es importante señalar que, en más de 15 años, las políticas 
públicas encaminadas a lograr que más trabajadores puedan tener acceso a 
instituciones de salud han avanzado muy poco; al iniciar 2005 solamente el 
35.7% tenía acceso, mientras que al cerrar el año 2019 tenían acceso 37.6% 
de trabajadores, lo que refleja un pobre avance del 2% en tres quinquenios.

Para el año 2020, el número de trabajadores que carecían de seguridad 
social se incrementó, prácticamente, alcanzó al 40% de la planta laboral, 
ello como resultado de una mayor transición de la formalidad a la informa-
lidad. El confinamiento por la pandemia del covid-19 empujó a muchas 
empresas a cerrar, por lo que se perdieron una gran cantidad de empleos 
formales e informales. Sin embargo, en este tipo de situaciones es más len-
ta y complicada la recuperación de los empleos formales, máxime si el Go-
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bierno en turno no genera incentivos y apoyos fiscales a las empresas bien 
establecidas.

Figura 5. Porcentaje de personas ocupadas con ecceso a instituciones de salud
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Fuente: elaboración propia con información de la enoe, 2020.

Empleo informal

La informalidad laboral es un fenómeno que está presente en la mayoría de 
los países; en las naciones industrializadas muestra porcentajes relativamen-
te más bajos; sin embargo, hay otros, como es el caso de México, en donde 
las tasas de empleo informal en las últimas décadas están por encima del 50 
por ciento.

Un rasgo característico del mercado laboral en nuestro país tiene que 
ver con la fuerte presencia del empleo informal. Al cerrar el año de 2020, la 
cifra alcanzó al 55.6% de los trabajadores. En el año 2005, el porcentaje de 
trabajadores que realizaban actividades informales se ubicaba en 59 por 
ciento. El diferencial que se observa entre los años 2005 y 2020 puede de-
berse más al estancamiento productivo del último año, como consecuencia 
del covid-19. Lo cierto es que la tasa de informalidad laboral sigue siendo 
muy elevada en nuestro país, lo que refleja que las políticas públicas que se 
han instrumentado en los últimos lustros no han aminorado el problema 
(véase figura 6).
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Figura 6. Comportamiento del sector y empleo informal
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Efectos del covid-19 sobre el empleo

Los impactos del covid-19 sobre la actividad económica y el empleo en la 
mayoría de los países serán muy profundos, superando a los observados en 
la crisis financiera internacional de 2008. Para Ocampo (2021): “la crisis del 
covid-19 pasará a la historia como la peor de la historia económica lati-
noamericana. Además de la drástica contracción de la actividad productiva, 
representará un retroceso de al menos una década en materia de lucha 
contra la pobreza y la desigualdad”. 

La oit señala que las pandemias no sólo tienen efectos en el ámbito 
sanitario, sino también en lo económico y social, lo cual impacta de forma 
negativa principalmente, en los grupos vulnerables15 y propician incremen-
tos en la desigualdad (oit, 2020).

De acuerdo con la cepal (2020), el covid-19 tendrá efectos graves a 
corto y a largo plazo en la oferta y la demanda a nivel agregado y sectorial, 

15 La oIt considera en esta categoría, a: (i) las personas con problemas de salud y edad avanzada; (ii) los jóvenes, 
que deben de afrontar un elevado índice de desempleo y subempleo, y son más vulnerable ante una con-
tracción de la demanda de trabajo por parte de las empresas; (iii) las mujeres, que son las que se desenvuel-
ven en los sectores más afectados, particularmente, en el sector de los servicios; (iv) los trabajadores infor-
males, que son los que se encuentran menos protegidos en el marco de los mecanismos convencionales de 
protección social, y (v) los trabajadores migrantes, la crisis del coVId-19 les genera restricciones de desplaza-
miento de los países en donde viven hacia los países donde realizan sus actividades laborales.
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cuya intensidad y profundidad dependerán de las condiciones internas de 
cada economía, del comercio mundial, de la duración de la epidemia y de las 
medidas sociales y económicas para prevenir el contagio.

La figura 7 muestra los efectos de las medidas aplicadas (autoaislamien-
to, cuarentena y distanciamiento social), para detener la diseminación del 
covid-19. Los impactos directos son sobre los sistemas de salud, esto con 
la finalidad de evitar el colapso en dichos sistemas y, de esta manera, evitar 
pérdidas humanas. Por otra parte, los efectos indirectos impactarían en la 
oferta y la demanda agregada. Por el lado de la oferta agregada, se produce 
una contracción de la producción y, por ende, el cierre de miles de empresas. 
En el caso de la demanda agregada, los componentes más afectados son el 
consumo y la inversión.

Figura 7. Efectos del covid-19 en el corto y largo plazo
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La contracción en el sector externo durante el primer semestre de 2020, 
resultado de la misma pandemia, agudizó la caída de la actividad económi-
ca en nuestro país. Para el segundo trimestre, el pib observó una caída del 
18.9 por ciento.

En ese contexto, los efectos inmediatos provocaron un incremento en 
el desempleo, contracción de los salarios, aumento en el número de pobres 
y mayores costos en los sistemas de salud. A mediano y largo plazo, muchas 
empresas dejaran de existir, la inversión privada nacional y extranjera dis-
minuirá, el crecimiento económico se estancará, se observará una menor 
integración de las cadenas globales de valor, y sufrirán un deterioro las 
capacidades productivas y de capital humano. Es importante hacer una aco-
tación, los efectos a largo plazo se pueden evitar si se trazan estrategias serias 
en torno al aparato productivo. En nuestro país muchas cosas se han dejado 
de hacer, pareciera que existe entre los responsables de las políticas públicas 
una animadversión hacia el sector privado. En México predominan las mi-
cro y pequeñas empresas con una presencia mayor al 95% del total, es a 
estos estratos de empresas a las que se les debería brindar todo el apoyo, ya 
que son las que más empleo generan a nivel nacional.

La pérdida de empleo fue más profunda en el empleo informal que en 
el empleo formal, sobre todo, al inicio de la pandemia. En los países lati-
noamericanos, se observa que tanto el empleo formal como el informal se 
contrajeron en el segundo trimestre de 2020, respecto de los niveles obser-
vados a fines de 2019, siendo mucho más profunda la caída en la tasa de 
empleo informal (cepal-oit, 2021).

En México, al igual que en otros países, las medidas para contener la 
propagación del covid-19 paralizaron la actividad productiva, provocando 
contracción en el pib y reduciendo los puestos de trabajo. Hasta antes de la 
aparición del covid-19 la economía mexicana ya mostraba signos de fra-
gilidad, en 2019, la tasa de crecimiento del pib retrocedió 0.1 por ciento.

La figura 8 ilustra cómo ha evolucionado el empleo por sector de acti-
vidad económica, en este caso, únicamente estamos retomado los años 2019 
y 2020. Durante 2019, los tres sectores económicos ya empezaban a presen-
tar una contracción. En 2020 el empleo experimenta una caída muy profun-
da; el sector más perjudicado fue el de los servicios, disminuyendo más de 
6%; este sector genera las dos terceras partes del empleo a nivel nacional.
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Figura 8. Porcentaje de empleo por sector de actividad
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Fuente: elaboración propia con información de la enoe, 2020.

Siendo el sector terciario el que más contribuye en la generación de ri-
queza y empleo a nivel nacional, debería de ser el centro de atención para 
los responsables de la política pública. En gran medida, la recuperación del 
empleo a nivel nacional dependerá no sólo de un aumento en la movilidad, 
sino también de las medidas e incentivos de política pública que las autori-
dades apliquen al sector.

En el cuadro 1, se observa que las actividades que se vieron más perju-
dicadas en el segundo trimestre de 2020 fueron: restaurantes y servicios de 
alojamiento con una disminución en el empleo del 33%, lo que equivale la 
pérdida de más de 1.1 millones de empleos. Otra rama del mismo sector 
que se vio seriamente afectada es el comercio, la cual observó una caída del 
12.4 por ciento.

Entre las diferentes categorías de ocupación que se vieron dañadas du-
rante las medidas de contención del covid-19, el trabajo por cuenta propia 
fue el que mostró mayor afectación en comparación del trabajo asalariado. 
Esto vale, sobre todo, pero no exclusivamente, para situaciones en que este 
trabajo se realiza como actividad informal.

Eso tiene que ver con que gran parte de esa ocupación se ejecuta en el 
espacio público, lo que está fuertemente restringido debido a las medidas 
de restricción de movilidad (Weller, 2021). Es importante recordar que, en 
el mercado laboral mexicano, el empleo informal es el que predomina, con 
una presencia de más del 55% del total para el cuarto trimestre de 2020.
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Durante el segundo semestre de 2020, la economía mexicana tuvo una 
importante recuperación, la cual respondió principalmente al incremento 
de nuestro sector exportador, debido a la recuperación de los EUA. De 
acuerdo con cifras del imss, la reactivación se presentó principalmente en 
los empleos eventuales, los empleos permanentes siguieron experimentan-
do pérdidas (véase tabla 1).

Tabla 1. Tasa de crecimiento por actividades del sector terciario

2019.1 2019.2 2019.3 2019.4 2020.1 2020.2 2020.4

Comercio 3.445992353 2.242640034 –0.157957486 2.293930236 –1.22642617 –12.39559692 9.767068973

Restaurantes y 
servicios de 
alojamiento

0.871080424 2.943740095 –0.087534106 0.30650337 0.146508166 –33.42675494 9.162285272

Transportes, 
comunicaciones, 
correo y 
almacenamiento

0.592702762 –2.785481057 0.145337162 4.913086826 –1.958502173 –7.404775041 2.598516094

Servicios 
profesionales, 
financieros y 
corporativos

–1.718689322 –0.293474941 1.616741987 –0.62426987 0.294818902 –7.518744715 3.193568715

Servicios sociales –0.39612357 0.055661897 –2.504999263 3.729025392 1.404425839 –3.873444541 3.482279859

Servicios diversos 2.488382063 1.006203439 –0.286528981 1.713787276 0.106823967 –17.43853237 6.80778815

Gobierno y 
organismos 
internacionales

–2.120580109 3.531601886 1.99198024 1.664995937 3.124517115 4.307232579 –1.690832826

No especificado 4.44341541 3.791036199 2.673549798 –1.155643136 4.047258166 –17.13929495 6.172822954

Fuente: elaboración propia con información de la enoe, 2020.

La figura 9 muestra una situación que refleja la precariedad del merca-
do laboral, se observa cómo en los dos últimos años la tasa de crecimiento 
del empleo permanente ha mantenido un comportamiento constante, mien-
tras que el empleo eventual muestra un comportamiento más fluctuante, lo 
que refleja una mayor movilidad de este tipo de empleos, los cuales estarían 
estrechamente ligados a la informalidad laboral. Esta situación denota que 
los empleos informales observaron un comportamiento más sensible a la 
pandemia, es decir, se perdieron más empleos informales por las medidas 
de contención y distanciamiento social. 
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Figura 9. Tasa de crecimiento de trabajadores permanentes y eventuales
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Fuente: elaboración propia con datos del IMss (2021).

De acuerdo al inegi, entre diciembre del 2019 y diciembre del 2020, se 
perdieron 2.35 millones de empleos, entre formales e informales; como 
habíamos argumentado en párrafos anteriores, el empleo informal es el que 
se vio más afectado.

Perspectivas del empleo en México

La fuerte caída que observó la economía mexicana, durante el primer se-
mestre de 2020, por fortuna ya no se repitió durante el segundo semestre 
del mismo año; de manera desafortunada fueron factores externos los que 
propiciaron eso, especialmente, la recuperación en los Estados Unidos como 
resultado de los incentivos fiscales que se aplicaron en aquel país. La reac-
tivación del país del norte detonó nuestras exportaciones y favoreció para 
que las remesas que llegan a nuestro país se incrementaran, superando por 
mucho a la inversión extranjera directa (ied).

Durante 2020, el gobierno mexicano hizo poco para apoyar a un debi-
litado mercado interno, pese a las recomendaciones de académicos y exper-
tos, por lo que durante un tiempo prolongado nuestra suerte dependerá de 
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los que suceda en el exterior. La tabla 2 muestra con claridad diversas me-
didas fiscales que aplicaron 15 países para reactivar sus economías (Banxi-
co, 2020). En el comparativo, se puede apreciar cómo de los 15 países 
México junto con Perú fueron los que aplicaron menos incentivos para 
reactivar el mercado interno. A diferencia de otros países, en México no se 
subsidio a empresas para el pago de salarios, por lo que el número de des-
pidos se acentuó, tampoco se otorgaron exenciones fiscales, por lo que mu-
chas empresas tuvieron que cerrar.

Tabla 2. Medidas fiscales implementadas por distintos países en 2020

DE BR CA CL CN KR ES US FR IT JP MX PE GB EU

Transferencias directas  
a hogares • • • • • • • • • • • • •
Subsidios para el pago  
de salarios • • • • • • • • • • •
Prórroga para pago de 
impuestos y contribuciones • • • • • • • • • • • • • •
Exenciones fiscales • • • • • • • •
Programas de préstamos  
para las empresas • • • • • • • • • • •
Garantías gubernamentales 
para respaldar créditos  
a empresas • • • • • • • • • • • • • •
Recursos para investigación  
y desarrollo de vacunas • • • • • • • • • • •

Nota: Alemania (DE), Brasil (BR), Canadá (CA), Chile (CL), China (CH), Corea del Sur (KR), España (ES), Estados 
Unidos (EU), Francia (FR), Italia (IT), Japón (JP), México (MX), Perú (PE), Reino Unido (GB) y Unión Euro-
pea (EU).

Fuente:  elaborado por el Banco de México con información de bancos centrales, páginas oficiales de los 
gobiernos e “IMF Policy Tracker” del FMI.

La tabla 3 muestra las proyecciones que realizan distintas instituciones 
nacionales e internacionales sobre el comportamiento del pib, para los años 
2021 y 2022; si bien es cierto que habrá una recuperación importante en 2021, 
esta se desacelerará en 2022. En función de las estimaciones, el promedio 
de crecimiento para 2021 será de 5.25% y durante 2022 de 3.1%. Sumando 
las tasas de crecimiento de ambos años, apenas se estaría contrarrestando 
la caída del pib en 2020 que fue del 8.5 por ciento.
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Tabla 3. Estimaciones del pib para México

Institución 2021 (%) 2022 (%)

imef 5.5 2.7

fmi 5.0 3.0

bm 5.0 3.0

ocde 5.0 3.2

cepal 3.8  3.4

Encuesta Banxico 5.15 2.65

Banxico 6.0 3.0

shcp 6.5 3.6

Fuente: shcp, Gaceta económica | Campaña | gob.mx (www.gob.mx).

De acuerdo con lo observado en el comportamiento del crecimiento del 
pib durante la etapa neoliberal y lo que se espera en los próximos años, el 
panorama luce desolador en términos de generación de empleos formales, 
permanentes y de calidad, ya que para alcanzar la cifra de empleos que te-
níamos a finales de 2019 se requieren al menos dos años más, es decir, la 
recuperación llegaría en 2023.

Conclusiones

En las últimas dos décadas, la tasa de desempleo no ha rebasado el 5%, en 
la investigación se mostró que el problema no es la tasa de desempleo por 
sí misma, el problema gira en torno a la estructura y calidad del empleo. 
Del 100% de personas empleadas, el 56% realiza actividades informales. La 
informalidad laboral tiene consecuencias negativas para la competitividad 
de las empresas, deteriora las finanzas públicas y debilita el ámbito de ac-
tuación del Estado, en particular, en lo que se refiere a las políticas econó-
micas, sociales y ambientales, así como en la solidez de las instituciones y 
la competencia sana en los mercados nacionales e internacionales.

Uno de los impactos económicos más profundos de la pandemia del 
covid-19 es y será sobre el empleo. Hasta antes de la pandemia, el mercado 
laboral mexicano ya mostraba signos de fragilidad; en 2019, el pib sufrió 
una contracción de 0.1 por ciento.
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Las bajas tasas de crecimiento del pib en México en las últimas décadas, 
resultado de un modelo de desarrollo que ha privilegiado la estabilidad de 
precios en detrimento del crecimiento económico, ha provocado trastornos 
en el mercado laboral; disminución en el poder adquisitivo de los salarios, 
así como un incremento exponencial del empleo informal. En estos momen-
tos, seis de cada diez personas de la pea se encuentran realizando alguna 
actividad informal. Esta situación se convierte en un detonante de desigual-
dad y pobreza. La información proporcionada por el inegi, para el año 2020, 
muestra que el 40% de los trabajadores en nuestro país vive con uno y dos 
salarios mínimos, mientras que otro 20% lo hace con dos y tres salarios, 
lo cual refleja las enormes asimetrías que existen en la distribución de los 
ingresos. A partir del año 2012, el empleo formal ha venido recuperán-
dose en nuestro país, pasando de un 40.5% en ese año, a 43% en 2016, y 
a 43.7 en 2019, lo cual —hay que decirlo— es muy loable, ya que mejora 
las condiciones laborales de los trabajadores, sin embargo, no es suficien-
te. Lo anterior contrasta con el crecimiento de la actividad económica 
durante el mismo periodo; la tasa de crecimiento del pib sigue estando 
por debajo del 2.3% anual, lo que se traduce en que los empleos que se 
están creando no son nuevos, sino más bien son temporales y de mala 
calidad o simplemente se están formalizando los que ya existían en la 
informalidad. 

En cuanto a generación de empleos por sector económico, tenemos 
que el sector terciario o de los servicios es el que genera las dos terceras 
partes del empleo a nivel nacional. Pues bien, el sector terciario es el que 
observó la mayor caída durante la pandemia, las ramas más dañadas fueron 
restaurantes y servicios de alojamiento con una disminución en el empleo 
del 33% y el comercio que observó una caída del 12.4%. Es de esperar que 
en la medida en que las actividades vayan regresando a la normalidad, 
estas actividades se irán recuperando. Cabe señalar que es en el sector 
terciario donde la informalidad laboral permea con mayor fuerza.

Son muchos los retos que en materia laboral enfrenta nuestro país; de 
acuerdo con los datos presentados en el documento, los impactos de la 
pandemia sobre el empleo se pueden observar en diferentes vertientes, prin-
cipalmente, en salarios y acceso a la seguridad social, lo que provoca pau-
perización de la clase trabajadora y sus familias.
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Generar condiciones internas que propicien mayores tasas de crecimien-
to económico, en el mediano y largo plazo, puede derivar en efectos positi-
vos para el mercado laboral, aumentando y fortaleciendo el empleo formal. 

La solución a los desequilibrios en el mercado laboral de nuestro país 
no se generará ahí mismo. El fortalecimiento del mercado interno puede 
contribuir a su solución, no podemos estar dependiendo toda la vida de lo 
que suceda en los EUA. Para lograr lo anterior, se requiere que las medidas 
de política económica se dirijan en dos vertientes; por el lado de la deman-
da agregada, incentivando en consumo y a inversión, y por el frente de la 
oferta agregada, generando apoyos e incentivos para elevar la productividad 
de las empresas, sobre todo las de menor tamaño, ello redundará en mayo-
res niveles de bienestar de la sociedad mexicana.

Bibliografía

Comisión Económica para América Latina y el Caribe (cepal) (2020). América Latina y el 
Caribe ante la pandemia del coVId-19: Efectos económicos y sociales, Informe espe-
cial coVId-19, número 1.

Consejo Nacional para la Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval). 
(2020), Evolución de la política social 2008 – 2018.

Hart, K. (1971). Informal Income Opportunities and Urban Employment in Ghana. Uni-
versidad de Sussex, Instituto de Estudios del Desarrollo.

Instituto Nacional de Estadística y Geografía (IneGI) (2021). Encuesta Nacional de Ocupa-
ción y Empleo (Información al cuarto trimestre de 2020).

Ocampo, J. (2020, diciembre). La crisis del coVId-19 de América Latina con una pers-
pectiva histórica. Revista de la cepal, (132).

Organización Internacional del Trabajo (oIt) (1972). Employment, Incomes and Equality: 
A Strategy for Increasing Productive Employment in Kenya. oIt.

——— (1993). XV Conferencia Internacional de Estadísticos del Trabajo (xV cIet).
——— (2003). XVII Conferencia Internacional de Estadísticos del Trabajo (xVII cIet).
——— (2020). El coVId-19 y el mundo del trabajo: Repercusiones y propuestas. Obser-

vatorio de la oit. 
Sitiglitz, J. (2003). El rumbo de las reformas: Hacia una nueva agenda para América 

Latina. Revista de la cepal, 80, 7-40.
Tokman, V. (1978). Las relaciones entre los sectores formal e informal. Revista de la cepal, 

1978 (5), 103-141. DOI:10.18356/8ac0ba80-es
Uribe, J. y Ortiz, C. (septiembre de 2006). Una teoría general sobre la informalidad la-

boral: El caso colombiano. Economía y Desarrollo, 5(2).



 D I N Á M I C A  D E L  E M P L E O  I N F O R M A L  E N  M É X I C O  E N  E L  C O N T E X T O  D E L  C O V I D - 1 9   166

Weller, J. (2020). La pandemia del covid-19 y su efecto en las tendencias de los mercados 
laborales (Documentos de proyectos). cepal.

Williamson, J. (1990). What Washington Means by Policy Reform. En J. Williamson (Ed.), 
Latin American Adjustment: How Much Has Happened? Institute for International 
Economics.



167

Capítulo 7. Desempeño de las remesas en México:  
Efecto en el ingreso monetario de los hogares*

MIGuel ánGel Martínez García**
eFrén Fernando espInosa calderón***

horacIo sánchez bárcenas****

Resumen

El presente estudio analiza el papel que desempeña el envío de remesas al 
país por mexicanos residentes en el extranjero, sobre la distribución del 
ingreso entre las familias a partir de la evolución del coeficiente de Gini, 
publicado en la Encuesta Nacional de Ingreso y Gasto de los Hogares por 
el inegi de manera bienal, el cual ha manifestado un ligero avance, mejo-
rando de manera considerable el reparto del ingreso monetario en los ho-
gares a nivel nacional. Con la finalidad de hallar una relación de causalidad, 
que permita demostrar la reducción de la desigualdad económica, se emplea 
el método de Engle y Granger para determinar la existencia de cointegración 
entre las variables y señalar que mantienen un equilibrio a largo plazo. Ade-
más, a través de un modelo de panel de datos, se comprueba la existencia 
de dicha correlación que advierte una menor concentración de la renta, 
luego del enorme crecimiento de este tipo de transferencias, provenientes 
en su gran mayoría de Estados Unidos.  
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Introducción

La desigualdad económica es una problemática a nivel mundial que refleja 
la mala distribución de los ingresos entre la sociedad de una nación o región 
específica. Como claro ejemplo, se tiene a América Latina que ha sido aque-
lla con los mayores índices de desigualdad a nivel mundial desde que se 
recopilan datos estadísticos. A pesar de que estudios recientes de la Comi-
sión Económica para América Latina (cepal) aseguran ligeras mejoras en 
las condiciones de vida de los latinoamericanos, países con las economías 
más destacadas como Argentina, Chile y México continúan en lo más alto 
del ranking de población con las peores condiciones de vida. 

Según el reporte anual Society at a Glance, elaborado por la Organiza-
ción para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde), México está 
colocado como el primer país con el mayor grado de desigualdad entre los 
miembros del bloque económico, ya que la diferencia entre las familias con 
los mayores y menores ingresos sigue siendo muy amplia, presentando un 
coeficiente de Gini de 0.475 puntos decimales, donde la principal fuente de 
ingresos de población es por remuneraciones salariales, seguido de trans-
ferencias que permiten modificar el índice a un valor de 0.426 puntos si se 
toman en cuenta ingresos como las remesas, concepto que ha destacado 
sobre los demás al ser el único con variaciones positivas. Estas últimas, han 
logrado cifras históricas al entrar al país más de 36 000 millones de dólares 
en el año 2018, ya que alrededor de 12 millones de mexicanos radican 
fuera de territorio nacional, según datos del Instituto de los Mexicanos en 
el Exterior, donde el 97 % se encuentra en los Estados Unidos de América 
en busca de mejores salarios y oportunidades laborales desde la década de 
los ochenta y noventa, luego de que se viviera una de las peores crisis en 
México.

Por lo tanto, el objetivo del presente estudio es determinar el impacto 
económico de las remesas sobre la distribución del ingreso en los hogares, 
para el periodo 1989-2018, y hallar una relación causal entre ambas variables.

La hipótesis que se plantea es que en décadas recientes la distribución 
de los ingresos en las familias mexicanas se ha vuelto ligeramente más equi-
tativa, al lograr distribuir el porcentaje de los ingresos en una mayor canti-
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dad de manos debido al aumento de transferencias por concepto de reme-
sas que reciben muchos hogares, lo cual representa un factor determinante 
que ha impedido que en diversas regiones del país se viva una mayor des-
igualdad. 

Con este trabajo de investigación se pretende contribuir, en primer lugar, 
a la discusión teórica acerca de la mala distribución del ingreso entre los 
factores productivos y los hogares a lo largo de la historia. En segundo lugar, 
se pretende analizar la tendencia del ingreso de los hogares en México a 
partir de la Encuesta Nacional de Ingreso y Gasto de los Hogares (enigh), 
a través de los índices de referencia más importantes y la evolución del in-
greso por concepto de remesas del país. En tercer lugar, se muestra un mo-
delo de Granger, que tiene como finalidad encontrar cointegración y cau-
salidad entre las variables.

Para demostrar lo anterior, la presente investigación se divide en cuatro 
partes. En el primer apartado se aborda el marco teórico y conceptual de la 
distribución del ingreso y las remesas; en el segundo apartado se muestra 
el comportamiento de la distribución del ingreso y las remesas en México; 
en el tercero se plantean los aspectos metodológicos del estudio, se obtienen 
y analizan las relaciones entre la captación de remesas en México y la dis-
tribución de los ingresos familiares; finalmente, en el cuarto apartado se 
anotan las conclusiones de la investigación.

Marco teórico y conceptual  
de la distribución del ingreso y las remesas 

Existe una gran discusión teórica acerca de cómo explicar las diferencias de 
la distribución del ingreso entre la población de los países desarrollados y 
subdesarrollados, así como la conceptualización de los ingresos por remesas, 
tema que se ha popularizado en los últimos años debido a su crecimiento 
exponencial. A lo largo de la historia, la concepción de los principales teó-
ricos se ha modificado por las condiciones del entorno socioeconómico y 
de su corriente ideológica.
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Mala distribución del ingreso  
o desigualdad económica

La mala distribución del ingreso entre las personas o las familias, en gran 
parte de la literatura, se identifica de mejor manera bajo el concepto de 
desigualdad económica y muchas veces puede llegar a confundirse con el 
significado de pobreza.

Fisher y Smeeding (2016) exponen detalladamente la diferencia entre 
estos dos términos. Definen a la desigualdad como variaciones en los nive-
les de vida en toda una población y aseguran que la pobreza se centra sólo 
en aquellos cuyo nivel de vida cae por debajo de un umbral apropiado.

Según McKay (2002), existen varias razones por las cuales las agencias 
de desarrollo deberían preocuparse por el estudio de la desigualdad econó-
mica, entre ellas, porque beneficia la medición de la pobreza, permite iden-
tificar una elevada diferencia entre el ingreso promedio, los niveles de edu-
cación, la propiedad de la tierra y la cuantificación del crecimiento 
económico. Tales aspectos resultan ser un factor importante detrás de los 
niveles de crimen, disturbios sociales o violencia que muy probablemente 
impliquen ser limitantes para alcanzar metas propuestas por los gobiernos 
en temas referentes al desarrollo.

Teorías económicas que explican  
la distribución del ingreso

A lo largo de la historia se han presentado diversas teorías y enfoques de 
cómo abordar el problema de la distribución del ingreso, desde la teoría 
funcional que reparte la riqueza entre los factores productivos, hasta las más 
recientes como la sectorial, donde el reparto se da entre la agricultura, la 
industria y los servicios, la espacial que distribuye la demanda agregada 
entre regiones y la personal que permiten la asignación de la renta entre 
familias e individuos. 

Los primeros economistas teóricos clásicos como Adam Smith, David 
Ricardo, Carlos Marx, entre otros, formularon la distribución funcional del 
ingreso, la cual se enfoca principalmente en la división de clases: aquellos 
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quienes cuentan con los medios de producción y los que necesariamente 
venden su fuerza de trabajo, capitalistas y trabajadores, respectivamente, 
dividiendo los ingresos para cada grupo en ganancias y salarios. 

Con el paso de los años surgirían nuevas ideas y diferentes concepciones 
que permitieron distinguir entre la distribución funcional del ingreso y la 
distribución del ingreso entre los hogares y las personas (Cortés, 2002). 
Poniendo énfasis en la manera en cómo se reparte el producto que no cap-
ta el sector público ni el privado.

Una de las primeras visiones la tuvo Vilfrido Pareto en 1897. El italiano 
formuló la llamada ley 80/20, donde se establece que el 20 % de la población 
posee el 80 % del total de recursos en una economía, y el 80 % posee tan 
sólo el 20 % restante de la riqueza. Los escasos datos con que contaba Pare-
to en ese entonces afirmaban su teoría, sin embargo, su valor hoy se limita 
a la historia del pensamiento económico (Eyzaguirre, 2013).

También surge de la economía neoclásica una manera de explicar la 
desigualdad a partir precisamente del óptimo de Pareto, argumentando que, 
si se encontrara una distribución del ingreso que resultara inmejorable, no 
importarían las condiciones en que se hallara, aun cuando fuese inequita-
tiva. Lo anterior deja ver la necesidad de contar con un vector de cantidades 
óptimas y uno de precios, que logren vaciar los mercados, así como con un 
conjunto de dotaciones iniciales, al cual se le puede asignar tantos valores 
sea posible, que representaría una gran cantidad de soluciones óptimas de 
equilibrio bajo el argumento de la escuela marginalista. 

Entre otras teorías se encuentran la del capital humano, desarrollada 
por Theodore Schultz y formalizada por Gary Becker que, con base en Pérez 
(2016), ayuda a explicar la distribución del ingreso en función de la educa-
ción y formación a partir del grado de escolaridad de los individuos. La 
teoría moderna de la distribución del ingreso de Simón Kuznets, teniendo 
como hipótesis principal que la desigualdad mantiene una relación directa 
con la tendencia del crecimiento y desarrollo económico. 

También está la del argentino Raúl Prebisch, quien formuló una de las 
primeras tesis de la distribución del ingreso bajo el enfoque estructuralista 
y respaldada desde un principio por la cepal dejando ver que el subdesa-
rrollo no es el resultado de un atraso de crecimiento económico o tecnoló-
gico si no que es un modo de funcionamiento. 
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O, finalmente, un enfoque keynesiano que, ante la presencia de pleno 
empleo, donde el producto total se reparte en salarios que comprenden los 
sueldos de todos los trabajadores y las utilidades que comprenden los in-
gresos de empresarios y propietarios, la diferencia fundamental radica en 
la propensión marginal al consumo y al ahorro de cada uno.

Perspectivas actuales sobre  
la distribución del ingreso

En la actualidad, economistas de renombre como Anthony Atkinson y Jo-
seph Stiglitz (2012-2016) han identificado diversas causas por las que se vive 
una creciente desigualdad a nivel mundial. Se debe en un principio a la 
globalización, al cambio tecnológico, específicamente, en las tecnologías de 
la información y de la comunicación, al crecimiento de los servicios finan-
cieros, a las cambiantes normas de pagos, a la disminución del papel de los 
sindicatos y a la contracción de la política redistributiva de transferencias e 
impuestos.

Dichos elementos han provocado altos índices de inseguridad, proble-
mas de salud, bajos niveles de educación, de esperanza de vida y de cohesión 
social. Motivo por el cual han elaborado una serie de propuestas que per-
mitan reducir el grado de desigualdad en la distribución del ingreso como 
el mejoramiento en las condiciones del marco normativo de la competencia 
empresarial, el de la representatividad de los sindicatos hacia sus trabajado-
res, que los gobiernos reduzcan el desempleo ofreciendo plazas públicas, 
asegurando la existencia de un salario mínimo nacional digno y ofreciendo 
una tasa de interés real garantizada que incentive al ahorro.

También poner fin a las malas prácticas del sector financiero de forma 
que la banca sea más transparente, erradicar excesivas tasas de interés en 
tarjetas de crédito, cancelar la excesiva asunción de riesgo y mitigar su pre-
sencia en paraísos fiscales. Una contundente reforma fiscal que establezca 
impuestos verdaderamente progresivos, con menos vacíos legales que apo-
yen a la clase media y, sobre todo, a los pobres garantizando igualdad de 
oportunidades, entre muchas otras que hayan demostrado eficiencia al mo-
mento de disminuir la pobreza y buscar una mayor igualdad.
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Definición, clasificación y enfoques de las remesas

A comparación de la distribución del ingreso, el estudio de las remesas se 
limita únicamente a un marco conceptual que, con palabras de la Condusef 
(2014), se definen como el envío de dinero que realizan individuos resi-
dentes de una nación hacia su país de origen.

Existen dos categorías en las que se dividen las remesas. Unas son las 
familiares que detallan todas las transferencias unilaterales de un residente 
en el extranjero a un ciudadano de su nación, presuponiendo un parentesco 
consanguíneo y que el envío tenga por objeto contribuir en su manutención, 
significando la compra de alimentos, vestido, vivienda, educación, salud, etc., 
con la finalidad de la reproducción familiar. Además de mantener los víncu-
los a pesar de la lejanía territorial entre sus integrantes (Carriles et al., 1991).

El otro tipo de remesas se conocen como colectivas, refiriéndose a aquellos 
envíos de ciertas asociaciones extranjeras hacia localidades nacionales como 
donaciones por grupos de migrantes para apoyar en algunos temas especí-
ficos a los espacios de donde son originarios. Solimano y Allendes (2007) 
distinguen diferentes motivaciones por las que los inmigrantes envían trans-
ferencias a su lugar de origen. La primera perspectiva se denomina motivo 
altruista, a modo de ayuda u obligación familiar. En ella, el miembro que 
emigra es comúnmente quien cuenta con el mayor nivel de escolaridad, 
siendo el mejor preparado para dejar su país natal, y quien se cruza con la 
responsabilidad de ayudar a los suyos para enfrentar problemas económicos 
como el desempleo o los bajos salarios.

La segunda perspectiva es la del autointerés, donde las remesas asumen 
la forma de inversiones financieras en lugar de apoyar el ingreso de otros 
agentes. El repago de inversiones previas de la familia, específicamente en 
capital humano, es la tercera perspectiva, donde el envío de remesas servi-
rá como inversión para los miembros más jóvenes o, simplemente, para 
cubrir las deudas familiares que el propio migrante dejó tras recibir la edu-
cación necesaria para trasladarse a otra región. Finalmente, la	diversificación	
y seguro familiar, en donde buscarán diversificar sus fuentes de ingreso, por 
lo que envían a uno de sus integrantes al extranjero como especie de asegu-
ramiento donde las posibilidades laborales, los sueldos e ingresos sean más 
elevados.
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Organismos internacionales, como el Banco Mundial y el Fondo Mo-
netario Internacional, mantienen una línea en torno a la interpretación de 
los efectos sociales y económicos que las remesas provocan en los países 
subdesarrollados.

Por un lado, las explican como un motor de impulso en el desarrollo 
económico a través de los efectos multiplicadores del gasto, mejoras en con-
diciones educativas, y directamente en la ayuda de financiamientos que in-
centivan la producción, la infraestructura y propician la generación de em-
pleo. También como elemento auxiliar en la reducción de los niveles de 
pobreza, desigualdad económica y social al convertirse en el sustento de gran 
un número de familias. 

La importancia y el enorme interés que ha tomado el análisis de las re-
mesas se debe, según Stefoni (2015), al gran aumento de emigrantes que 
abandonan su lugar de origen hacía países más desarrollados en busca de 
mejores oportunidades, donde la tendencia han sido los Estados Unidos 
de América, no sólo de México sino de toda América Latina. 

También por el mejoramiento en la cuantificación de los montos reci-
bidos ante las nuevas técnicas y métodos de registro, y por política econó-
mica mundial que, de alguna manera, tiende a anular y desplazar la presen-
cia del Estado otorgando sus responsabilidades al sector privado. Bajo este 
escenario, los migrantes podrían ser un ente importante para el mejora-
miento de sus localidades o comunidades y asumirían el rol de gestores e 
impulsores de desarrollo, donde el Estado se limitaría a llevar a cabo úni-
camente funciones de coordinación y apoyo.

El último elemento tiene que ver con el hecho de que la gran mayoría 
de los países receptores de este tipo de transferencias son quienes cuentan 
con los mayores índices de pobreza, niveles de desigualdad y subdesarrollo.

Comportamiento de la distribución  
del ingreso y las remesas en México 

Es necesario modelar la tendencia y evolución en las últimas décadas de la 
concentración del ingreso, con base en las cifras de los encargados de pre-
sentar los resultados pertinentes sobre la desigualdad económica en el país, 
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así como la creciente captación de recursos provenientes del exterior por 
familias mexicanas. 

Principales componentes  
de la desigualdad económica

Para el caso particular de México, existen determinantes particulares que 
conducen a una distribución más desigual, como lo es la productividad y 
cualificación del trabajo, la calidad del capital humano, las diferencias en 
los sectores económicos donde laboran y el grado de intensidad de cada uno 
de ellos. 

Por ejemplo, según datos del Censo Económico (2019), las actividades 
mejor remuneradas en el país son los servicios financieros, transportes, 
construcción, minería, electricidad, agua y gas con un promedio anual de 
$174 999 pesos, seguidas de las manufacturas con 156 869 pesos, los servi-
cios con 102 096 pesos y, por último, el comercio con 91 019 pesos.

Para el último trimestre del 2018, el 6 % del total de la población ocu-
pada trabajó menos de 15 horas semanales, y alrededor del 28.8 % laboró 
más de 48 horas por semana. Aunado a ello, el sector informal lo integra-
ban más de 14 millones de mexicanos. 

La educación también establece diferencias en los ingresos. Aquellos 
quienes tienen mayor grado de escolaridad, tendrán más oportunidades de 
conseguir un empleo mejor remunerado. El ingreso promedio trimestral 
monetario más alto corresponde al nivel de posgrado, el cual asciende a 
$86 880 pesos y el más bajo reportado corresponde a un nivel básico (pri-
maria) de 8 527 pesos.

Un último factor que explica diferencias en los ingresos familiares es la 
exclusión. Se observa en las remuneraciones de personas dependiendo del 
género, algún tipo de discapacidad o si se trata de población indígena. Por 
ejemplo, para los grupos con discapacidad, el ingreso promedio trimestral 
monetario es de $11 438 pesos; ubicado por debajo del promedio de la po-
blación que no tiene ninguna discapacidad que es de $18 663 pesos. Para 
las personas consideradas indígenas, el ingreso es de tan sólo de $9 385 
pesos, según datos de la enigh (2018).
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Índices de medición y evolución  
de la distribución del ingreso en México

Existen una serie de indicadores que capturan la distribución de la riqueza 
o el ingreso a nivel agregado, entre ellos están incluidos los índices de Gini 
o Theil, basados en estadísticas, estrechamente vinculados a las funciones 
de bienestar (Luptácik y Nezinsky, 2019).

Se hará solamente uso del coeficiente de Gini para modelar el caso de 
estudio. Se trata de un número entre cero y uno, donde 0 corresponde a 
la perfecta igualdad (todos tienen los mismos ingresos) y 1 corresponde 
a la perfecta desigualdad (una persona tiene todos los ingresos). El índice de 
Gini es el coeficiente del mismo, pero expresado en porcentaje, y se calcula 
como una razón de las áreas en el diagrama de la curva de Lorenz, a partir 
de la recta teórica de perfecta igualdad, y una línea empírica de la distribución 
del ingreso generalmente medidas en deciles (Cordera et al., 2008).

La curva de Lorenz, formulada en 1905, mide la relación entre la acu-
mulación de la población y la acumulación del ingreso. La figura 1 deja ver 
la discrepancia entre la sociedad mexicana y la ligera reducción de desigual-
dad, demostrando que se logró una menor concentración del ingreso, ya 
que la línea del año 2018, en color naranja, está más próxima a la recta de 
equidistribución que aquella en color verde.

Figura 1. Curva de Lorenz para México para los años 1994 y 2018
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Fuente: elaboración propia con base en los datos de la enIGh, 1994 y 2018.
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La curva de Lorenz se trata de un auxiliar gráfico, lo cual hace necesario 
que a partir de ella se obtenga el coeficiente de Gini para cada periodo.

La figura 2 presenta los datos registrados por el Banco Mundial del co-
eficiente de Gini, para el periodo de 1994-2018. Durante la primera década, 
el valor rondo era entre 0.55 y 0.50 con su nivel más alto registrado para el 
año siguiente (1996). En 2006, el valor se redujo a 0.489 volviendo a repun-
tar en 2008 hasta 0.5 y, en 2010, mejoró nuevamente ubicándose en 0.472.

Figura 2. Coeficiente de Gini en México para el periodo 1994-2018
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Fuente: elaboración propia con base en los datos del Banco Mundial para cada uno de los años.

Los siguientes cuatro años no representaron ningún cambio, sino fue 
hasta el 2018 que se reportó lo que hasta el momento significa el nivel más 
bajo de desigualdad económica con un coeficiente de 0.454, dejando ver 
que durante este periodo la distribución del ingreso mejoró entre los deci-
les de la población. Entonces, a lo largo de estos casi 30 años, el índice tuvo 
un avance de casi un punto decimal, lo que confirma el sutil progreso en 
términos de desigualdad económica.

La posición de México entre los países de la región, respecto a la distri-
bución del ingreso entre su población, ha cambiado continuamente y no 
debido al progreso en sus cifras, sino por la mejora y empeoramiento en las 
demás naciones. Su lugar respecto a otras economías latinoamericanas se 
mantuvo constante a lo largo de todo el periodo, por debajo de Argentina, 
Perú, Bolivia y por encima de Costa Rica, Panamá, Colombia, entre otros.
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Con relación a otros países, México puede ser comparable con aquellos 
que pertenecen a la ocde, ya que desde 1994 ha formado parte de este 
bloque. Desde su ingreso ha ocupado el primer lugar como el país con ma-
yor desigualdad económica entre sus miembros, sus cifras representan más 
del doble que el de los más equitativos como Suecia, República Checa, No-
ruega, etc.

Tendencia en la captación de remesas en México

Con base en lo anterior, las remesas se convirtieron en uno de los temas de 
investigación emergentes en los últimos tiempos entre los especialistas, al 
significar una importante fuente de divisas en los países receptores, colocán-
dose al mismo nivel de indicadores como los ingresos por exportaciones pe-
troleras, actividades turísticas o la inversión extranjera directa, representando 
un verdadero aporte de recursos a las familias de los emigrantes, para dar 
solvencia a sus necesidades básicas ante la mejora de su ingreso monetario.

La principal causa de los constantes envíos de dinero son los movimien-
tos migratorios. A partir de la década de los setenta, los flujos de mexicanos 
se incrementaron de forma sustancial, pasando de un mínimo estimado de 
260 000 mexicanos, durante la década de los sesenta, a poco menos de 3.1 
millones durante los noventa (Akaki y Colín, 2007), luego de la importante 
crisis financiera que dejó altas tasas de desempleo y una devaluación del 
peso, motivos por los que los traslados territoriales continuarían creciendo. 

Lo anterior explica los casi 2500 millones de dólares que entraban al país 
por envíos de efectivo a principios de la última década del siglo pasado. En 
1995, México fue el país con mayores ingresos por remesas en América 
Latina, y el cuarto mundial después de Francia, la Inda y Filipinas (Castro 
y Tuirán, 2000). 

En 2018, la situación no mejoraría; el registro mundial de remesas as-
cendió a 529 000 millones de dólares y los flujos hacia América Latina alcan-
zaron 88 000 millones, donde México seguiría siendo el principal receptor 
de la región y ocuparía el tercer sitio con una captación de 33 000 millones 
aproximadamente (véase tabla 1), por debajo de la India y China al recibir 
79 000 millones y 67 000 millones, respectivamente.



 D E S E M P E Ñ O  D E  L A S  R E M E S A S  E N  M É X I C O :  E F E C T O  E N  E L  I N G R E S O  M O N E TA R I O  D E  L O S  H O G A R E S   179

Tabla 1. Total de remesas familiares durante el periodo 1989-2018
Año Millones de dólares

1989 $1,681.98

1990 $1,972.43

1991 $2,660.00

1992 $3,070.00

1993 $3,475.00

1994 $3,474.70

1995 $3,672.73

1996 $4,223.68

1997 $4,864.84

1998 $5,626.84

1999 $5,909.55

2000 $6,572.74

2001 $8,895.26

2002 $9,814.45

2003 $15,138.69

2004 $18,331.75

2005 $21,688.27

2006 $25,566.84

2007 $26,058.82

2008 $25,144.99

2009 $21,306.33

2010 $21,303.88

2011 $22,802.97

2012 $22,438.32

2013 $22,302.75

2014 $23,647.28

2015 $24,784.77

2016 $26,993.28

2017 $30,290.55

2018 $33,677.23

Fuente: elaboración propia con datos del Banco de México para cada uno de los años.

El inegi comenzó a cuantificar las remesas a través del ajuste de sus 
muestras, midiendo el número de transferencias que reciben los hogares y 
cuántas de ellas son provenientes del exterior. 

Así, logra reportar dos valores del coeficiente de Gini. Uno correspon-
diente al promedio trimestral per cápita con el total de ingresos (remune-
raciones por trabajo, rentas de propiedad, transferencias, estimación de al-
quiler de la vivienda y otros ingresos), y el otro sin los recursos provenientes 
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de las transferencias. Como se aprecia en la figura 3, los niveles de desigual-
dad que incluyen el monto de los ingresos ya mencionados son más bajos 
en cada uno de los periodos.

Figura 3. Coeficiente de Gini del ingreso corriente total promedio trimestral  
per cápita de 2006 a 2018

2006 2008 2010 2012 2014 2016 2018

Sin Transferencias 0.5104798 0.512679326 0.492208345 0.502895956 0.502900172 0.503442001 0.473168907

Con transferencias 0.4783569 0.48279958 0.4602461 0.470139282 0.47022271 0.471308964 0.445359261

0.42

0.43

0.44

0.45

0.46

0.47

0.48

0.49

0.5

0.51

0.52

Fuente: elaboración propia con datos de la enIGh, 2006-2018.

Para 2018, por ejemplo, el valor del coeficiente sin transferencias es de 
0.47 puntos decimales, y el que ya las incluye decrece hasta 0.45 puntos. Éste 
hecho demuestra, de manera contundente, la importancia del concepto en 
la distribución del ingreso en los hogares.

Relación entre la captación de remesas en México  
y la distribución de los ingresos familiares

A través de los modelos estadísticos y matemáticos es posible analizar, in-
terpretar, relacionar o predecir las diferentes variables de estudio, por ello 
se utilizará un modelo de series de tiempo y de panel de datos con el fin de 
identificar si, de entre todos los rubros de las transferencias, las remesas son 
las causantes de la notable mejora en la distribución del ingreso con base 
en una relación de causalidad.
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Evaluación del modelo de series de tiempo

Los datos a utilizar en el modelo de series de tiempo son los correspondien-
tes al ingreso corriente total trimestral de los hogares a nivel nacional, re-
cuperados de la enigh durante el periodo de 1989 a 2018. Cabe mencionar 
que se completaron la serie por medio de la interpolación polinomial con 
diferencias divididas de Newton, debido a la temporalidad bienal en que se 
presentan los resultados, y la serie anual de ingreso nacional de remesas al 
país en millones de dólares, obtenida del Sistema de Información Econó-
mica (sie) del Banco de México. Para la conversión a moneda nacional, se 
utilizó la serie histórica del tipo de cambio de peso a dólar en los primeros 
tres años (1989-1991) y, para el resto, el tipo de cambio promedio mensual 
que solventa obligaciones pagaderas en moneda extranjera.

Para analizar la relación entre las variables previamente descritas, se 
utilizó un modelo de causalidad introducido por Wiener Granger, en su 
artículo “Investigating Causal Relations by Econometric Models and 
Cross-Spectral Methods” de la revista Econométrica en 1969.

El modelo se plantea de la siguiente manera:

 ingresot = β0 + β1 remesast + ut (1)

Donde el ingreso corriente total trimestral nacional por hogar está re-
presentado por la variable ingreso; β0 es el intercepto; las remesas son los 
envíos a nivel nacional, y ut  el término de error.

Primero es necesario cumplir los supuestos fundamentales de la prueba 
Engel y Granger para demostrar que las series están cointegradas. Para ello, 
se requiere identificar que las series de tiempo tengan la característica de 
ser estacionarias, por medio de alguna prueba de raíz unitaria. Si se presen-
ta el caso donde no lo sean y resultan ser integradas de orden d, se requie-
re tomar el mismo número de diferencias para lograr que fluctúe alrededor 
de su media. 

Para el caso particular, ambas series conservan tendencia creciente, por 
lo que se recomienda aplicar logaritmos y darles una mejor estabilidad, sin 
embargo, no es suficiente y se necesita aplicar la primera diferencia para ser 
sometidas a la prueba Dickey Fuller aumentada, que asegure su apropiada 
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estacionariedad a partir de los valores de la raíz unitaria. Los resultados 
obtenidos son los expuestos en la tabla 2.

Tabla 2. Prueba de raíz unitaria para las variables logarítmicas en sus primeras diferencias

Dickey-Fuller Aumentado 1% 5% 10% Probabilidad Durbin-Watson

Ingreso -2.986 3.689 2.972 2.625 0.049 2.057

Remesas -3.751 3.689 2.972 2.625 0.009 2.075

Fuente: elaboración propia con datos obtenidos de Eviews versión 8.

Por este medio se confirma que se trata de una serie estacionaria, luego 
de rechazar la hipótesis nula que enuncia la existencia de una raíz unitaria.

Se demuestra además que existe una relación de equilibrio a largo plazo 
entre ellas a través de la serie de los términos de error de la regresión, es 
decir, que las variables están cointegradas y la ecuación que permite su in-
teracción no es espuria. 

Ahora, se puede proceder a la prueba de causalidad de Granger, con 
base en los fundamentos de los vectores autoregresivos. La prueba de cau-
salidad bilateral está representada por las siguientes ecuaciones:

 xt = ∑n
i = 1 αi yt – i + ∑n

i = 1 βi yt – j + u1t  (2)

 yt = ∑n
i = 1 λi yt – i + ∑n

i = 1 δi xt – j + u2t  (3)

Donde  xt es el ingreso corriente total trimestral de los hogares, y yt  el 
ingreso por concepto de remesas. La parte no explicada del modelo está 
expresada como u1t  y  u2t. Y los resultados del test son los detallados en la 
tabla 3.

Tabla 3. Test de causalidad de Granger

Variables Chi sq df Probabilidad

Ingreso (Dependiente) 5.408 2 0.067

Remesas (Independiente) 1.408 2 0.495

Fuente: elaboración propia con valores obtenidos de Eviews 8.
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Con un nivel de confianza del 90%, hay argumentos para asegurar que 
la variable dependiente explica los cambios de la única variable indepen-
diente, esto es, que la causa de los constantes incrementos de este tipo de 
transferencias al país son precisamente los niveles promedio en el ingreso 
de las familias mexicanas. 

Valoración del modelo de panel de datos

Para confirmar lo expuesto hasta el momento, se plantea un modelo de 
panel de datos que pretende demostrar que las mejoras o caídas del coefi-
ciente de desigualdad en México están en función del ingreso de las familias 
provenientes del exterior. 

Para este caso se utilizaron los valores del coeficiente de Gini del mó-
dulo de condiciones socioeconómicas de la propia enigh, con una tempo-
ralidad de once años (2008-2018); para las 32 entidades federativas se uti-
lizó el ingreso nacional de remesas al país y su distribución por entidad 
federativa en el mismo periodo, el Producto Interno Bruto, como lo haría 
Castillo (2001) en su modelo de corrección de errores y la tasa de desempleo. 
El manejo de las dos últimas variables obedece al estudio de la teoría con-
vencional de la migración, por medio de la cual se confirma que el traslado 
poblacional entre regiones se debe a la inseguridad e incertidumbre en la 
obtención de ingresos (Higgins, 2001).

Se especifica el modelo de la siguiente manera:

 Giniit = β0 + β1 Remesasit + β2 PIBit + β3 Desempleoit + ai + uit  (4)

Con la variable dependiente representada por Giniit  la cual se trata del 
coeficiente de Gini a nivel estatal a lo largo de diez años, y tres variables 
independientes; Remesasit  que significa la tasa de crecimiento del ingreso 
de remesas en cada entidad federativa para el mismo tiempo, PIBit , el Pro-
ducto Interno Bruto obtenido del Banco de Información Económica del 
inegi, y Desempleoit que contiene a la tasa de desocupación económica en 
nuestro país, elaborada a partir de los datos de la Encuesta Nacional de 
Ocupación y Empleo. Por último, ai  incorpora la heterogeneidad no obser-
vable y uit ingresa el término de error estocástico. 
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La heterogeneidad no observable se presenta en dos fases. Una es refe-
rente a aquello que diferencia de los valores de sección cruzada, es decir, a los 
32 Estados que conforman el país, pero que en el tiempo permanecen cons-
tantes (por ejemplo, ciertos valores, tradiciones, regímenes, etc.), y que les 
otorgan determinadas características sobre las demás, incapaces de ser cap-
tadas en una variable específica. 

Y la otra fase se trata de aquella que hace diferentes a las variables de 
sección cruzada en el tiempo, pero que son iguales para cada una de ellas. 
Ambas son representadas en la especificación por el parámetro ai. 

Para recuperar estos rasgos particulares se recurre al uso de efectos fijos. 
Y los resultados obtenidos son los siguientes:

Tabla 4. Resultados del panel de datos con efectos fijos

Variable Coeficiente Error estándar t – estadístico Probabilidad R2

C 0.391516 0.012386 31.61042 0.0000 0.727803

Remesasit –0.015705 0.011478 –1.368254 0.1723

pibit 7.22E–08 1.85E–08 3.908710 0.0001

Desempleoit 0.002327 0.001348 270481.7 0.0853

Fuente: elaboración propia con valores obtenidos de Eviews 8.

El grado de ajuste del modelo de efectos fijos es del 72 %, sin embargo, 
la tasa de crecimiento del ingreso de remesas resulta no ser explicativa al 
igual que la tasa de desocupación. Por su parte, la única que repercute en 
los cambios del coeficiente de Gini es el pib. 

Al operar el modelo de efectos aleatorios, los resultados son los siguientes: 

Tabla 5. Resultados del panel de datos con efectos aleatorios

Variable Coeficiente Error estándar t - estadístico Probabilidad

C 0.423754 0.007200 58.85327 0.0000

Remesasit –0.040433 0.011597 –3.486448 0.0006

pibit 4.06E–09 6.21E–09 0.652928 0.5143

Desempleoit 0.002917 0.001167 2.499243 0.0130

Fuente: elaboración propia con valores obtenidos de Eviews 8.
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El valor del coeficiente de la variable remesas resulta ser negativo y lo 
más importante es que es estadísticamente significativo, con más del 95 % 
de confianza. Quiere decir que, ante un aumento de una unidad porcentual 
en la tasa de ingreso de remesas, el coeficiente de Gini se reduciría en 0.040 
puntos, previendo la funcionalidad del modelo con estas características.

 Lo mismo sucede con la tasa de desempleo, sólo que con una relación 
positiva. Ante el aumento en una unidad porcentual, el coeficiente de des-
igualdad también incrementa, pero en 0.002 puntos. Significando que, a 
mayor personal desocupado, mayor diferencia en los ingresos de las familias. 
Para el caso del pib resulta ser una variable que no explica el comportamien-
to del coeficiente de Gini.

Para decidir cuál de los dos modelos se elegirá, se toma en cuenta el 
objetivo de la investigación, así como el contexto de los datos y su proce-
dencia. Con base en lo anterior, la mejor opción resulta ser el modelo de 
efectos aleatorios, ya que los resultados giran en torno a las variaciones 
de la tasa de desocupación y a la tasa de envío de remesas. 

 Además, existe una prueba formal que detalla cuál de los dos es más 
funcional para los datos presentados. Se trata del test de Hausman que enun-
cia las siguientes hipótesis:

 H0: cov(αi , xit) = 0  (5a)
 
 H0: cov(αi , xit) ≠ 0  (5b)

Se confirma que el mejor modelo de panel de datos es aquel que utiliza 
efectos aleatorios al no rechazar la hipótesis nula, mediante la ayuda de los 
valores en la probabilidad del estadístico chi cuadrado.

Conclusiones

El presente documento estuvo orientado en demostrar la ligera mejoría en 
la distribución del ingreso entre los hogares mexicanos a partir del incre-
mento sustancial en el envío de remesas al país por parte de los conciuda-
danos en el extranjero.
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El estudio de la desigualdad económica resulta ser muy amplio ante la 
existencia de una buena cantidad de enfoques y teorías de las diferentes 
escuelas del pensamiento económico, sobre el reparto del ingreso bajo sus 
dos formas fundamentales: la funcional y la personal. Esta última se encar-
ga de repartir la renta entre familias e individuos, con el objetivo de medir 
su concentración entre el total de la población a partir de diversas opciones. 

Una de ellas es el coeficiente de Gini, el cual ha logrado una sutil mejo-
ría con aproximadamente un punto decimal, desde que se tiene registro de 
su estimación y publicación por el inegi en la Encuesta Nacional de Ingre-
so y Gasto de los Hogares, donde los deciles más beneficiados han sido 
aquellos con una riqueza media, porque en realidad la diferencia en el in-
greso entre los más ricos y los más pobres continúa siendo la misma. Lo 
anterior queda demostrado ya que, a pesar del ligero grado de avance, el 
país continúa muy rezagado en comparación con otras naciones latinoame-
ricanas y del resto del mundo. 

En cambio, resulta lo contrario para la captación de remesas, donde 
México se ubica en el top de países que reciben la mayor cantidad de dóla-
res provenientes del extranjero. Su análisis se centra en las causas y conse-
cuencias de la continua tendencia al alza, que año con año se supera en 
cifras, generando un mayor interés en el tema, fortaleciendo su marco con-
ceptual y haciendo cada vez mayor el debate en torno a si este hecho resul-
ta ser bueno o malo para el desarrollo económico.

Las principales causas de esa gran amplitud entre los ingresos de la 
clase baja de aproximadamente $101 pesos diarios, y la clase alta con ingre-
sos de $1 853 pesos al día, se deben al grado de escolaridad de cada miem-
bro familiar, del sector económico en el cual se desenvuelven y de las con-
diciones sociales y culturales de su entorno. Dando como resultado una 
elevada tasa de desocupación económica cada vez mayor, originando el 
desplazamiento de mexicanos a los Estados Unidos en busca de mejores 
oportunidades laborales.

Finalmente, por medio del análisis estadístico, se cumple con el objeti-
vo de la investigación al comprobar que, gracias a la enorme cantidad de 
dólares que entran a los hogares de México, los índices de desigualdad eco-
nómica no resultan afectados. Por el contrario, se acepta la hipótesis, ase-
gurando que las remesas han permitido rescatar los niveles del coeficiente 
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de Gini, y han logrado que esta desigualdad en realidad no se multiplicara 
en las últimas décadas, permitiendo mejorar el ingreso de muchas familias 
y de cada uno de sus integrantes.

BIbliografía

Atkinson, A. B. (2016). Desigualdad: ¿Qué podemos hacer? Fondo de Cultura Económica. 
Carriles et al. (1991). Las remesas familiares provenientes del exterior. Banco de México.
Castillo, A. R. (2001). Remesas un análisis de cointegración para el caso de México. Co-

rreo Fronterizo, 26. 
Castro, J. y Tuirán, R. (2000). Las remesas de los trabajadores emigrantes a Estados Uni-

dos. Revista Comercio Exterior, 50.2000(4), 318-333.
Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financie-

ros (Condusef ) (2014). Mexicanos en el exterior: Remesas. www.condusef.gob.mx
Cordera, R., Ramírez Kuri, P. y Ziccardi, A. (2008). Pobreza, desigualdad y exclusión social 

en la ciudad del siglo xxi. Siglo XXI. 
Cortés, F. (2002). Desigualdad económica en México: Enfoques conceptuales y tendencias 

empíricas. El Colegio de México.
Eyzaguirre, J. I. (2013). Acerca de la desigualdad. Centro de Estudios Públicos, 131.
Fisher, J. y Smeeding, T. M. (2016). Income Inequality. Stanford Center on Poverty and 

Inequality.
Higgins, H. y Pozo (2001). Exchange Rate Uncertainty and Worker’s Remittances. Applied 

Financial Economics, 14(6), 403-411. DOI:10.1080/09603100410001673630
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (IneGI). (2018). Encuesta Nacional de Ingre-

sos y Gastos de los Hogares. https:www.inegi.org.mx
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (IneGI) (2020). Censos Económicos 2019. 

Comunicado de prensa, núm. 654/19.
McKay, A. (2002). Inequality Briefing. Departamento Internacional de Reino Unido, Ins-

tituto de Desarrollo de Ultramar y Universidad de Nottingham.
Luptácik, M. y Nezinsky, E. (2019). Measuring Income Inequalities Beyond the Gini Co-

efficient. Central European Journal of Operations Research, 28(1). DOI: 10.1007/S10100-
019-006-62-9

Pérez Akaki, P. y Álvarez Colín, P. L. (2007). Las remesas familiares en México y sus in-
consistencias. Análisis Económico, 22(51), 223-252.

Pérez Fuentes, D. I. (2016). Capital humano, teorías y métodos: Importancia de la varia-
ble salud. Universidad de Cartagena.

Solimano, A. y Allendes, C. (2007). Migraciones internacionales, remesas y desarrollo 
económico: La experiencia latinoamericana. cepal, División de Desarrollo. 

Stefoni, C. (2015). Migración, remesas y desarrollo. Polis: Revista Latinoamericana, 30. 
DOI: 10.32735/S0718-6568/2011-N30-825.

Stiglitz, J. E. (2012). El precio de la desigualdad. Taurus.





189

Capítulo 8. Las 4A de la política educativa en México  
y sus efectos en la pobreza moderada y extrema del país*

daVId robles ortIz**
oMar rIcárdez González***

Resumen

La educación es uno de los pilares del desarrollo económico de un país al 
combatir la desigualdad en el país. Köster (2016) sugiere para el caso mexi-
cano la aplicación de los criterios de asequibilidad, accesibilidad, adaptabi-
lidad y aceptabilidad, también conocidas como las 4A, en el diseño de la 
política educativa nacional para reducir la desigualdad entre la población. 
Este capítulo analiza el efecto de las 4A en la pobreza moderada y extrema 
del país. Mediante el análisis de micro datos del Módulo de Condiciones 
Socioeconómicas de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gasto de los Ho-
gares (enigh-mcs) 2018 y modelos dicotómicos tipo logit, se observa que 
los criterios mencionados influyen de manera distinta en los tipos de po-
breza, por lo que su impacto no es homogéneo para abatir la pobreza que 
prevalece en el país. Conocer la efectividad de cada criterio en la disminu-
ción de la pobreza en México permite un mejor diseño de la política edu-
cativa nacional.

*  Este capítulo se deriva del proyecto de investigación sIp 20211788 “Análisis cuantílico de los determinantes 
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Introducción

El desarrollo económico es la medición de las variables encaminadas al estudio 
del bienestar social, donde destaca la educación como eje central de análisis 
(Marquéz et al., 2020). En México es de vital importancia una política pública 
educativa incluyente, de calidad y con visión de largo plazo. Sin embargo, para 
que una política educativa sea concisa y objetiva debe de constituirse en torno 
a las 4A, conocidas como la accesibilidad, asequibilidad, adaptabilidad y acep-
tabilidad. Según Köster (2016), no sólo ayudan a impulsar el sistema educati-
vo, sino también logran reducir los niveles de desigualdad y pobreza en el país. 
Becker (1964), Mincer (1974) y Schultz (1961) mencionan a la educación como 
uno de los pilares fundamentales para el desarrollo económico, la cual mejo-
ra la calidad de vida de una población. La Comisión Económica para Améri-
ca Latina y el Caribe (cepal) indica que el desarrollo económico logrado a 
traves de la educación es una liberación económica, porque permite al indi-
viduo ampliar su calidad de vida o determinar la forma de su desarrollo social, 
de acuerdo a lo que tiene al alcance, como los bienes y servicios. Salvador 
(2008) establece, como objetivo del desarrollo económico, la posibilidad de 
mejorar el bienestar para contrarrestar los niveles de pobreza, lo cual debe 
encaminarse a las capacidades humanas sobre la libertad de las personas para 
elegir, que desean conforme a sus necesidades y preferencias, así como la opor-
tunidad de establecer un tipo o estilo de vida y desarrollar habilidades para el 
entorno social y cultural. Entre las herramientas para optimizar las capacida-
des humanas se encuentran la educación, la vivienda, el empleo, el ingreso y 
la salud. Rodríguez (2012) determina que la educación es un insumo impor-
tante para reducir la pobreza, sobre todo, la considerada de calidad. Bajo este 
supuesto el autor propone que se deben implementar estrategias en la forma 
de enseñanza, orientadas a las demandas del mercado laboral con el fin de 
mejorar la productividad. Algo parecido a la teoría del capital de Becker (1964), 
quien hace referencia a la educación enfocada al ámbito industrial, dando paso 
al término capital humano. En efecto, la educación es una forma de ampliar 
las capacidades de las personas en términos de ingresos y calidad de vida, lo 
cual trasciende al derecho a la educación y la libertad de aprender, como ele-
mento indispensable de cualquier individuo (Lara, 2017).



 L A S  4 A  D E  L A  P O L Í T I C A  E D U C AT I VA  E N  M É X I C O  Y  S U S  E F E C T O S  E N  L A  P O B R E Z A  M O D E R A D A  Y  E X T R E M A   191

El presente documento analiza los efectos de las 4A de la educación en 
la pobreza moderada y pobreza extrema en México; elementos considerados 
pilares de la educación para disminuir la desigualdad y la pobreza. Con 
modelos dicotómicos tipo logit, se identifica el efecto de la asequibilidad, 
accesibilidad, adaptabilidad y aceptabilidad, expuestas por Köster (2016) 
como parte de las acciones de política educativa para México y para obser-
var si disminuye la pobreza moderada y extrema de aquellos que la padecen 
en el país. 

El capítulo se integra por cinco apartados. En el primero se presenta la 
revisión de literatura sobre la educación, así como los componentes y estudios 
en torno a las 4A. En el segundo, se caracteriza la educación y la pobreza en 
México, así como la relación que guardan entre sí. En el apartado tres se 
muestra la metodología, fuente de datos y construcción de variables a emplear 
en la estimación econométrica. En el apartado cuatro, se exhiben los resul-
tados alcanzados por la presente investigación, denotando el efecto de las 4A 
como catalizadores de la disminución de la pobreza moderada y extrema en 
el país. Por último, se muestran las conclusiones alcanzadas por el presente 
estudio, así como las recomendaciones de política educativa nacional.

Desarrollo

La educación como elemento del desarrollo económico

El reconocimiento de la educación en el desarrollo económico empieza con 
Schultz (1961), el cual hace referencia a ella como una inversión para obte-
ner conocimientos y experiencias de aprendizaje en los seres humanos, con 
efecto positivo en su productividad laboral y nivel de bienestar. Posterior-
mente, Becker (1964) emplea el término de capital humano para referirse a 
la educación enfocada en la industria, al hacer referencia al desarrollo eco-
nómico como la calidad de vida de una persona y el capital humano como 
el conjunto de capacidades productivas, que un individuo adquiere por 
conocimientos generales o específicos.

Por su parte, Mincer (1974) retoma el concepto de capital humano de 
Schultz (1961) y realiza un modelo que muestra la relación entre capital 
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humano e ingreso per cápita, en el cual a medida que aumenta el nivel de 
capital humano aumenta el ingreso per cápita, por la exigencia de mayores 
competencias y especialización en temas laborales. Aunque Mincer (1974) 
opta por el ingreso per cápita y Becker (1964) por la calidad de vida, como 
resultado de la educación, son factores que están estrechamente vinculados. 
La educación motiva a adquirir competencias mayores que son retribuidas 
con ingresos más altos, los cuales permiten acceder a una mejor calidad de 
vida, siendo el capital humano el puente entre lo teórico y lo práctico.

Como el capital humano fue un concepto distante de lo que era el estu-
dio de la economía y de lo que se planteaba como desarrollo económico,16 
puesto que Becker (1964), Schultz (1961) y Mincer (1974) decían que era 
diferente a lo estudiado con variables macroeconómicas como el pib, auto-
res como Romer (1990) y Nelson y Phelps (1966) determinaban que el ca-
pital humano í podía manejarse como una variable del crecimiento eco-
nómico.

Nelson y Phelps (1966) establecieron un modelo influenciado por el 
modelo de crecimiento de Robert Solow en torno a la productividad. Los 
logros educativos y la tecnología determinan la relación positiva entre el 
aumento de esta última y por ende de la productividad, denotando la nece-
sidad de mejorar los niveles educativos. Robert L. (1988) establece el mo-
delo de producción a través de la productividad y el capital humano, con-
cluyendo que el crecimiento constante se genera por el crecimiento continuo 
de la productividad y el capital humano. En este sentido, Romer (1990) 
añade que el incremento de la productividad se debe gracias a la introduc-
ción de tecnología innovadora por el stock de capital humano en el sector 
de la investigación.

Sin duda alguna, la relación triada del crecimiento económico, desarro-
llo económico y educación es innegable, no sólo en la parte teórica sino 
también en la práctica. Un claro ejemplo de lo anterior es el caso de Costa 
Rica, que aumentó su productividad y mejoró la calidad de vida a través del 
capital humano y capital físico (Mesalles y Céspedes, 2009). No obstante, es 
importante mencionar que, el crecimiento económico tiene como principal 

16 El desarrollo económico, en sus inicios (1950), se estudiaba con base en las variables del crecimiento econó-
mico, por lo cual la teoría estructuralista, así como la teoría del gran impulso, no se adentraban al estudio del 
desarrollo económico con variables de bienestar social.
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medición el nivel agregado en la economía, la producción de bienes servi-
cios, así como de su precio al final de un periodo de tiempo determinado 
(Ruiz, 2020). Acorde a ello, la naturaleza del crecimiento económico no 
trasciende sobre las características del bienestar como la pobreza, la calidad 
de vida, la educación, entre otros. Por lo que se optó por el término del 
desarrollo económico, en el que la educación es una vía para alcanzarlo 
como parte de la política de desarrollo de cualquier país (Becker, 1964; 
Furtado, 1999; Schultz, 1961; Sen, 1999).

Por su parte, en el informe del desarrollo mundial emitido por el Banco 
Mundial (1980), se estableció la importancia de la educación como elemen-
to principal en la medición del desarrollo económico y como parte funda-
mental de una política eficaz, para impulsar la productividad en los países 
en vías de desarrollo. En este sentido, la unesco (2002) establece aspectos 
clave que cualquier sistema educativo debe cumplir, como lo es la asequi-
bilidad, accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad, denominadas las 4A 
de la educación, además de ser digna y de calidad como lo establece Toma-
sevski (2004). Sin embargo, es Köster (2016) quien realiza una metodología 
conforme a lo expuesto por la unesco (2002) para el caso mexicano, la cual 
señala a México como un país con altos índices de rezago educativo y de 
pobreza. Según este autor, la política educativa nacional debe ser asequible. 
Es decir, en primera línea, es obligación del Gobierno dotar la infraestruc-
tura (edificios y material de enseñanza) y el capital humano (docentes califi-
cados y adecuadamente pagados) necesarios, lo cual implica realizar inver-
siones sustanciales en educación que, más allá del gasto en infraestructura 
y materiales de apoyo a la educación, conlleva realizar una inversión cons-
tante en salarios y prestaciones adecuadas para el personal docente, y diseñar 
programas educativos que consideren el otorgamiento de becas escolares 
(Bolívar, 2010). Otro aspecto importante en la política educativa nacional 
es la aceptabilidad, es decir, aquella en la que el infante es aceptado y en la 
qie éste acepta el medio escolar en el que se encuentra. Para Tomasevski 
(2004), la aceptabilidad es aquella parte en la que los procesos de enseñan-
za y aprendizaje deben de estar conforme a los derechos humanos, es decir, 
orientados a la libertad de expresión, la investigación y búsqueda de infor-
mación. Siguiendo a Köster (2016), la aceptabilidad es la planeación curri-
cular, dicho de otra manera, es la evaluación educativa de calidad, pues los 
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contenidos deben ser relevantes, contextualizados en el presente, diversifi-
cados y flexibles para la comprensión del alumno. Con lo anterior, se hace 
referencia a la innovación educativa, lo cual sugiere renovar, reformar y 
modificar los planes de estudio y métodos de enseñanza con lo más actua-
lizado, pues no innovar en el sistema educativo rezaga y deteriora el apren-
dizaje, cosa que se refleja en la calidad de vida y en las oportunidades labo-
rales (Martínez y Aparicio, 2014).

En el caso de la accesibilidad, ésta debe garantizar el acceso de todos los 
niños a la escuela, sin importar su lugar de origen, raza, creencia religiosa o 
lengua indígena (Barcenas, 2014). Cabe mencionar que, la accesibilidad en 
de tres tipos: económica, física y social. La accesibilidad económica tiene 
como objetivo acercar la educación a aquellos quienes se les dificultan trans-
portarse o asistir a la escuela por cuestiones económicas, por lo cual debe 
existir una accesibilidad a las aulas sin importar su lugar de origen o de vi-
vienda (Aragall, 2013). En relación a la accesibilidad física, Aragall (2013) 
manifiesta que, el que existan personas que han sufrido o presenten alguna 
discapacidad, no debe ser impedimento para asistir a la escuela; las institu-
ciones educativas deben proveer la infraestructura necesaria para atender a 
dicha población. Por último, la accesibilidad social es la combinación de la 
física y económica, es la que la sociedad debe ser consciente de la diversidad 
de la población y de las necesidades de las personas que la integran.

La adaptabilidad se refiere a que la educación debe ser capaz de respon-
der a las necesidades y características de los estudiantes y profesores que, 
en ambos casos, deben sentirse cómodos con el proceso enseñanza-apren-
dizaje. Aunado a lo anterior, los planes de estudios deben ser compatibles 
para el alumnado y para los docentes, además de otorgar materiales didác-
ticos para promover el desarrollo personal entre alumnos y docentes (Mu-
ñoz, 2009). 

Sin duda, es necesario invertir en educación en México, pero no única-
mente en accesibilidad, como lo es la infraestructura escolar, sino también 
en educación de calidad (adaptabilidad), es decir, aquella educación enfo-
cada en disminuir los índices de reprobación y deserción escolar. Al respec-
to, en México sólo el 1% de los estudiantes obtuvo un rendimiento alto en 
las áreas de matemáticas, lectura y ciencias en el Programa para la Evalua-
ción Internacional de Alumnos (pisa) (ocde, 2018).
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La educación y la pobreza en México

A modo general, la educación en México se mide en tres niveles: educación 
básica (preescolar, primaria y secundaria), educación media superior (ba-
chillerato, carrera técnica o normal) y educación superior (profesional, 
maestría y doctorado). De acuerdo con el inegi (2021), en México se tiene 
un promedio de escolaridad de 9 años, equivalente a nivel secundaria (véa-
se tabla 1).

Tabla 1. Niveles educativos en México, 2018
Educación Población % poblacional

Sin instrucción 13,149,955 10.51

Preescolar 5,800,939 4.64

Primaria 35,445,885 28.34

Secundaria 30,535,465 24.41

Bachillerato 19,822,299 15.85

Carrera técnica 3,370,783 2.69

Normal 525,670 0.42

Profesional 15,012,937 12.00

Maestría 1,198,340 0.96

Doctorado 229,517 0.18

Total nacional 125,091,790 100

Fuente: elaboración propia con datos de IneGI (2018).

Como se aprecia en la tabla 1, a pesar de que la media escolar sea la 
secundaria, es el nivel primaria el que concentra mayor población. De acuer-
do con Miranda et al. (2018), el nivel medio superior es de vital importancia 
para el mejor desarrollo profesional, social e individual de las personas, por 
lo que si el nivel promedio en México es menor, puesto que estos años se 
comprenden de 10 a 12 años de estudio, se tiene un rezago educativo a nivel 
nacional. Sin embargo, el nivel educativo no es homogéneo en todo el país. 

En la tabla 2 se aprecia el nivel educativo para cada entidad federativa. 
Se observa que la entidad con la mayor población a nivel secundaria, medio 
superior y superior es el Estado de México (EdoMex), mientras la CDMX 
es la zona con mayor población con un grado de doctorado. Caso opuesto 
el de Colima, al ser la entidad con menor población no sólo a nivel secun-
daria sino también a nivel de media superior y superior. Aunado a lo ante-
rior, predominan las mujeres con mayor nivel de escolaridad en todas las 
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entidades del país, a excepción de Baja California Sur, Colima, Nuevo León, 
Quintana Roo y Yucatán.

Tabla 2. La escolaridad de acuerdo a las entidades federativas de México, 2018
Entidades Secundaria Nivel Medio Superior1 Nivel Superior Posgrado

Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres Total

Aguascalientes 169,111 180,342 349,453 117,970 141,774 259,744 86,303 85,054 171,357 11,477 9,339 20,816

Baja California 444,902 491,978 936,880 420,063 375,189 795,252 239,163 235,341 474,504 10,781 17,058 27,839

Baja California Sur 107,171 98,383 205,554 100,546 101,500 202,046 62,862 55,712 118,574 4,279 3,145 7,424

Campeche 109,147 129,005 238,152 84,667 88,090 172,757 57,810 54,384 112,194 5,873 5,552 11,425

Coahuila 429,939 443,319 873,258 298,973 315,629 614,602 179,138 166,550 345,688 17,103 19,856 36,959

Colima 90,396 99,440 189,836 62,641 75,483 137,764 54,024 52,376 106,400 6,140 4,897 11,037

Chiapas 518,748 568,059 1,086,807 368,413 352,909 722,322 195,530 171,587 367,117 18,662 25,306 43,968

Chihuahua 462,500 504,383 966,883 343,355 388,243 731,598 228,854 231,528 460,382 28,059 20,132 48,191

CDMX 860,138 963,278 1,823,416 986,275 1,158,150 2,144,425 967,171 972,554 1,939,725 171,550 147,383 318,933

Durango 246,641 282,973 529,614 139,113 175,740 314,853 93,391 96,309 189,700 10,351 8,469 18,820

Guanajuato 789,529 875,663 1,665,192 434,787 496,412 931,199 245,979 250,538 496,517 24,560 26,799 51,359

Guerrero 389,690 396,793 786,483 277,826 330,084 607,910 146,532 164,438 310,970 15,681 8,509 24,190

Hidalgo 399,748 428,179 827,927 216,837 292,580 509,417 129,732 130,157 259,889 12,988 13,167 26,155

Jalisco 879,729 978,440 1,858,169 673,460 823,527 1,496,987 564,469 506,052 1,070,521 53,507 53,648 107,155

Estado de México 2,295,987 2,266,428 4,562,415 1,791,529 2,063,112 3,854,641 1,234,694 1,105,664 2,340,358 86,157 88,228 174,385

Michoacán 531,075 568,217 1,099,292 311,662 404,254 715,916 207,424 207,128 414,552 19,675 18,507 38,182

Morelos 255,123 269,174 524,297 197,622 219,214 416,836 94,420 109,706 204,126 9,484 8,713 18,197

Nayarit 156,000 157,603 313,603 115,675 144,357 260,032 65,741 70,739 136,480 5,558 7,957 13,515

Nuevo León 796,747 727,985 1,524,732 519,062 609,484 1,128,546 421,249 334,428 755,677 43,671 31,264 74,935

Oaxaca 429,020 447,648 876,668 256,475 294,887 551,362 156,015 165,038 321,053 10,513 9,379 19,892

Puebla 726,554 737,277 1,463,831 508,428 607,205 1,115,633 308,054 330,737 638,791 29,728 31,641 61,369

Querétaro 268,679 292,969 561,648 177,770 203,855 381,625 129,374 128,766 258,140 13,019 11,100 24,119

Quintana Roo 224,105 216,705 440,810 187,237 173,264 360,501 116,946 106,112 223,058 6,851 7,524 14,375

San Luis Potosí 351,697 426,659 778,356 229,388 263,504 492,892 130,744 133,111 263,855 10,186 10,157 20,343

Sinaloa 305,874 313,584 619,458 294,826 330,924 625,753 240,068 263,154 503,222 13,613 12,193 25,806

Sonora 414,183 413,009 827,192 311,003 348,264 659,267 224,527 225,092 449,619 20,544 12,378 32,922

Tabasco 304,741 310,569 615,310 226,620 241,737 468,377 128,603 140,025 268,628 9,209 9,836 19,045

Tamaulipas 416,181 456,897 873,078 366,688 396,677 763,365 239,724 236,749 476,473 22,643 25,991 48,634

Tlaxcala 168,772 181,081 349,853 122,622 134,366 256,988 76,682 78,060 154,742 3,991 4,797 8,788

Veracruz 815,300 928,686 1,743,986 672,891 711,532 1,384,423 385,814 427,234 813,048 21,945 19,844 41,789

Yucatán 262,133 278,393 540,526 202,236 226,041 428,277 134,947 102,617 237,564 12,487 9,801 22,288

Zacatecas 217,709 265,077 482,786 88,737 124,705 213,442 63,417 66,596 130,013 6,805 8,197 15,002

Fuente: elaboración propia con datos de IneGI (2018).
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La diferencia en razón de la densidad poblacional antes mencionada 
puede ser omitida, observando que la población el nivel secundaria en Co-
lima es mayor al del nivel medio superior o superior. A pesar de que el 
Estado de México cuente con mayor población en tres niveles educativos, 
es aquella con los mayores niveles de pobreza, pues de los 17 666 975 habi-
tantes contabilizados, 10 202 348 se encuentran en pobreza moderada. En 
la tabla 3 se puede apreciar lo comentado líneas arriba, en el sentido de 
mostrar aquellas entidades con el promedio de escolaridad (9 años) e iden-
tificadas en alguna situación de pobreza, sea moderada o extrema.

Tabla 3. Población con nivel secundaria de acuerdo a la condición de pobreza, 2018.

Entidades Pobreza moderada Entidades Pobreza extrema

Estado de México 10,202,348 Estado de México 3,090,402

Veracruz 5,995,350 Veracruz 3,213,127

Puebla 4,530,509 Chiapas 3,050,101

Ciudad de México 4,510,120 Puebla 1,892,701

Guanajuato 3,717,812 Oaxaca 1,818,619

Fuente: elaboración propia con datos de IneGI (2018).

Se observa en la tabla que alrededor de 68 611 906 personas se encuen-
tran en pobreza moderada y 26 484 566 en pobreza extrema,17 donde el Es-
tado de México destaca en ambas, y donde dicha condición afecta más a la 
mujer que al hombre (véase tabla 4). Lo anterior es relevante, pues, a pesar 
de ser la mujer con mayores niveles educativos, es la que más padece algu-
na condición de pobreza.

Tabla 4. Pobreza acorde al sexo en México, 2018

Población En pobreza moderada En pobreza extrema

Hombre 32,684,071 12,530,255

Mujer 35,927,835 13,954,311

Fuente: elaboración propia con datos de IneGI (2018).

17 Los tipos o niveles de pobreza (moderada y extrema) se explican más adelante en el apartado a líneas del 
bienestar.
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Por su parte, la desigualdad es una medición de las diferencias entre la 
población; aquello que es accesible para unos es difícilmente asequible para 
otros (Casas, 2019), por lo cual su relación con la pobreza se encuentra, de 
acuerdo con Sen (1992), en los derechos de vida digna, pues la pobreza es 
una condición donde tal derecho se vuelve nulo. Para Atkinson (2015), la 
relación encontrada es que a mayor desigualdad mayor es la pobreza. Una 
manera de medir la desigualdad es a través del índice de Gini; para México, 
el índice estimado es de 41.50%, lo cual indica que México es uno de los 
países con mayor nivel de desigualdad a nivel mundial (cepal, 2020 y Ban-
co Mundial, 2021). El grado de desigualdad que se observa en México se 
aprecia en la figura 1. 

Figura 1. Desigualdad en México, 2018
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Fuente: elaboración propia con datos de IneGI (2018).

Entre más se aleje la curva de Lorenz de la recta de equidad, la desigual-
dad será mayor, pues el índice al ser del 100% representa una sociedad to-
talmente desigual. No podemos negar que existe un nivel de desigualdad, 
el cual puede estar relacionado con los niveles de pobreza y el nivel educa-
tivo de la población, pues se aprecia que en los Estados más pobres como 
Oaxaca, Chiapas y Puebla existen niveles de rezago educativo considerables, 
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al ser de 7.5, 7.6 y, 8.7, siendo el Estado de México el único en la media de 
escolaridad nacional.

De acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de 
Desarrollo Social (Coneval), los retos que presenta el sistema educativo en 
México se aprecian en tres dimensiones: la insuficiencia, la desigualdad y 
la calidad (García K., 2018). Es importante señalar que, el Coneval no se 
aleja de las bases de la educación propuestas por Tomasevski (2004) y reto-
madas por Köster (2016). En su informe de los principales retos, en el ejer-
cicio del derecho a la educación, realiza un análisis del sistema educativo 
nacional y presenta tres dimensiones que atender en esta área, las cuales son 
accesibilidad educativa, disponibilidad educativa y calidad educativa. Para 
Coneval (2019a), la accesibilidad educativa se refiere a que toda la población, 
sin importar sus características, tenga acceso a los niveles educativos esta-
blecidos en el país; acceso que se da en términos físicos y económicos. La 
accesibilidad física se refiere al entorno donde se ubica la escuela, la cual 
debe de estar en una distancia y tiempo razonable para la población. En 
cuanto a la accesibilidad económica, el Coneval (2019a) lo menciona como 
los gastos en los servicios educativos (matrícula y útiles). En el rubro de la 
disponibilidad hace mención al sistema normativo, donde el Gobierno debe 
asegurar el cumplimiento del Artículo tercero constitucional, referido al 
derecho a la educación sin distinción alguna. En última instancia se encuen-
tra la calidad educativa, la cual se centra en los planes de estudio, la ense-
ñanza de cada asignatura, la evaluación de pruebas especializadas en calidad 
educativa y la planificación de las áreas de enseñanza. Lo anterior permite 
dos avances importantes. Primero, dicho organismo estableció una meto-
dología de política pública para reformar la educación en el país, con apoyo 
de las bases de la educación (asequibilidad, accesibilidad, adaptabilidad y 
aceptabilidad). Segundo, de acuerdo a los datos obtenidos en el informe, la 
brecha de la educación en el país se considera un factor de la pobreza en 
México, donde al mejorar el sistema educativo, se logra disminuir la des-
igualdad social de la población. Sin embargo, para poder establecer la edu-
cación como una herramienta para disminuir la pobreza, se debe mencionar 
cómo se mide esta última en México. 
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Líneas del bienestar

La pobreza se define como la situación de aquella población que padece de 
alguna carencia social, en la que sus ingresos son insuficientes para adquirir 
bienes y servicios para satisfacer sus necesidades alimentarias y no alimen-
tarias. Las carencias sociales son indicadores que determinan la dificultad 
de una persona para su cotidianidad, como lo son: rezago educativo, acceso 
a servicios de salud, acceso a la seguridad social, calidad y espacios de vi-
vienda, servicios básicos de la vivienda y acceso a la alimentación (Coneval, 
2021).

Según Coneval (2019b), la pobreza tiene dos dimensiones: pobreza mo-
derada (canasta no alimentaria) y pobreza extrema (canasta alimentaria). 
La canasta alimentaria es el conjunto de alimentos básicos para la supervi-
vencia en los seres humanos, es decir, son alimentos que necesitamos para 
seguir viviendo. Mientras que la canasta no alimentaria son bienes y servi-
cios que no son para la supervivencia de la persona, pero por su uso son 
indispensables para realizar nuestras actividades, por ejemplo, los bienes de 
higiene personal, de telecomunicaciones y los servicios de transporte, entre 
otros. La manera en que se determina si una persona se encuentra en po-
breza moderada o pobreza extrema es a través del ingreso per cápita, pues 
es el ingreso el que permite a la población consumir bienes y servicios de 
cualquier índole, para poder satisfacer sus necesidades básicas y secunda-
rias. En este sentido, en México se estiman 26 484 566 personas en pobreza 
extrema y 68 611 906 en moderada; destaca Veracruz como la entidad con 
mayor población en pobreza extrema y el Estado de México en moderada.

Metodología

Los modelos dicotómicos son de carácter probabilístico, en los cuales la 
variable dependiente toma valores entre 1 y 0; 1 si sucede el evento y 0 si 
no sucede (Gujarati, 2012). Existen cuatro tipos de modelos de respuesta 
cualitativa: modelos lineales de probabilidad, modelos tobit, probit y logit. 
La presente investigación hace uso del modelo tipo logit por su flexibilidad 
en cuanto a supuestos, pues, además de no encasillarse en una distribución 
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específica como lo hace el Probit (Robles, 2018), el modelo logit es apto 
para estimar los efectos de las 4A de la educación en la pobreza moderada 
y extrema del país. 

Diversos estudios denotan la factibilidad y confianza del modelo logit 
en estudios de educación. Por ejemplo, García (2000) hace un estudio y 
análisis del rendimiento académico con un modelo de probabilidad logís-
tica, concluye que la educación preparatoria o media superior, es la base 
fundamental para ser un universitario con aprovechamiento educativo sa-
tisfactorio y lograr una mejor preparación laboral y social. En algunos casos, 
como la en investigación de Goldberger (2000), hacen relevancia en la pro-
babilidad de elección en un estudiante si continuará con sus estudios o 
buscará emplearse en el área laboral. 

El modelo logit se denota por la ecuación 1 para el caso de un valor de 
Y = 1.

 Pi = e Zi
———
1 + e Zi

 (1)

Para que la probabilidad de Y sea igual a 0 se debe seguir la ecuación 2:

 1 – Pi = 1 – e Zi
———
1 + e Zi

 (2)

Para la estimación de la variable Y tomando dos valores 0 y 1, se tiene:

 Pi = e Zi
————
1 + e –β1X1

 (3)

Sin embargo, esta ecuación es de carácter lineal, al considerar otras 
variables se emplea la siguiente ecuación:

 Pi = 1——————————————
1 + e –(β|   |1 + β2X2 + … + βnXn)

 (4)

Fuente de datos y construcción de variables

Las variables a estimar en el modelo econométrico provienen del Módulo 
de Condiciones Socioeconómicas de la Encuesta Nacional de Ingresos y 

Pi = 1——————————————
1 + e –(β|   |1 + β2X2 + … + βnXn)
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Gastos de los Hogares mcs-enigh, 2018. Esta encuesta la realiza el Institu-
to Nacional de Geografía e Historia (inegi) cada dos años, con la finalidad 
de generar información relevante en cuanto a ingresos y gastos de los ho-
gares, aspectos sociodemográficos y características de la vivienda de la po-
blación mexicana. Para la presente investigación se hace uso del mcs por 
dos razones. La primera es que la enigh solo es representativa a nivel na-
cional, mientras el mcs lo es a nivel estatal y regional; útil para el presente 
estudio. La segunda razón es la base adecuada para determinar niveles de 
pobreza, pues es la encuesta por excelencia para dicho fin, empleada por el 
Coneval. Las variables empleadas para la estimación econométrica se mues-
tran en el cuadro 1. 

Tabla 5. Construcción de variables
Variable Descripción Valores

Y1 = Pobreza 
moderada

Es la línea de bienestar; 
población capaz de acceder a 
bienes y servicios.

Y = 1: población en 
pobreza moderada

Y = 0: población que no se 
encuentra en pobreza 
moderada

Y2 = Pobreza 
extrema

Es la línea de bienestar mínima; 
población capaz de consumir la 
canasta alimentaria.

Y = 1: población en 
pobreza extrema

Y = 0: población que no se 
encuentra en pobreza 
extrema

X1 =sexo Distinción biológica que clasifica 
a las personas en hombres y 
mujeres. 

X = 1: Mujeres X = 0: Hombres

X2 = 
nivel_estudios 

Determinante de los niveles 
educativos.

X = 1: Población sin 
instrucción académica. 

X = 2: Con un nivel 
preescolar

X = 3: Con escolaridad 
primaria incompleta. 

X = 4: Con primaria 
completa

 X = 5: Secundaria 
incompleta

X = 6: Secundaria 
completa

X = 7: Preparatoria 
incompleta

X = 8: Preparatoria 
completa

X = 9: Normal o Técnica 
completa.

X = 10: Normal o Técnica 
incompleta

X = 11: Profesional 
incompleta

X = 12: Profesional 
completa

X = 13: Maestría
X = 14: Doctorado

X3 = tiene_b Es la asequibilidad de los 
estudiantes, apoyos educativos 
en dinero o especie que se 
proporcionan a los que asisten a 
la escuela.

X = 1: Si tiene beca X = 0: No tiene beca

X4 = alfabetism Situación que distingue a la 
población mayor de 3 años 
según sepan leer y escribir un 
recado. 

X = 1: Saber leer o escribir 
o ambos

X = 0: No sabe leer y 
tampoco escribir

Fuente: elaboración propia con datos de IneGI (2018).



 L A S  4 A  D E  L A  P O L Í T I C A  E D U C AT I VA  E N  M É X I C O  Y  S U S  E F E C T O S  E N  L A  P O B R E Z A  M O D E R A D A  Y  E X T R E M A   203

Se eligen variables representativas paara la política educativa eficiente, 
es decir, variables que se asemejan a la accesibilidad, asequibilidad, adapta-
bilidad y aceptabilidad, las cuales fungiran como las variables independien-
tes en el modelo, mientras la pobreza	y	pobreza	extrema son las variables 
dependientes, de acuerdo a lo establecido en las 4As de la educación. La 
variable nivel estudios es aquella que aglomera los niveles educativos, a cada 
nivel le corresponde un grado escolar (véase tabla 5). Dicha variable se 
asemeja a la aceptabilidad y accesibilidad, pues la población al tener acceso 
a la escuela cumple con la accesibilidad y conforme aumenta de grado es 
sinónimo de aceptabilidad. 

La variable tiene b se refiere aquellos estudiantes que tienen una beca 
educativa (1) o no la tienen (0). Las becas son programas educativos que 
entran en la jurisdicción de una nación para su validez, por lo tanto, la 
asequibilidad es parte de esta variable.

Por su parte, la variable alfabetism es aquella población que sabe escri-
bir y leer (1) o no sabe escribir ni leer (0), pues una educación adaptable 
logra que los estudiantes aprendan y no se encuentren en un rezago de 
analfabetismo, mientras la variable del género (sexo) explica si la persona 
es hombre (0) o mujer (1), se elige debido a que el género femenino es el 
que padece mayor desigualdad en el país. Estas variables son de carácter 
independiente, pues se espera que expliquen la pobreza moderada deter-
minada por la variable (plb) y la pobreza extrema (plb m). Con base en la 
ecuación 4 y las variables antes mencionadas, el modelo a estimar se mues-
tra a continuación:

 Pi = 1—————————————————
1 + e 

–(β1 sexo + β2 nive estudios + β3 tieneb + β4 alfabetism)
 (5)

Resultados de la estimación econométrica

Primero se muestran los resultados de la estimación de la pobreza modera-
da. A nivel nacional, el género y el alfabetismo (adaptabilidad) no son sig-
nificativas. El valor estadístico, al ser superior al 5%, demuestra que dichas 
variables no explican la pobreza moderada. En cambio, el nivel de estudios 
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(accesibilidad y aceptabilidad) y las becas educativas (asequibilidad) son sig-
nificativas, como lo muestra la tabla 6.

Tabla 6. Modelo	logit	para	la	pobreza	en	México,	2018
Regresión logística, número de observaciones = 77,317

Pobreza moderada Coeficientes Errores estándar Valor estadístico Odds Ratio

Sexo 0.0002927 0.0034736 0.9333 1.001257

nivel de estudios –0.0337088 0.0007152 0.0000 0.8653006

tiene b 0.1686532 0.0042467 0.0000 2.062377

alfabetism –0.0070953 0.0052137 0.1740 0.970006

Pruebas de ajuste

Wald Test 0.0000 Chi (4) 3658.10

Área LROC 0.6261
 

Correcta clasificación 61.35

Fuente: elaboración propia con datos de IneGI (2018).

Siguiendo la tabla 6, el nivel de estudios, al cual hace referencia el nú-
mero de años de escolaridad de los individuos, muestra un coeficiente ne-
gativo. En otras palabras, a medida que se incremente en un año el nivel de 
estudios de la población, la probabilidad de encontrarse en pobreza mode-
rada desciende en un 3.4%. Para el alfabetismo sucede algo similar, en el 
sentido de que a medida de que no sea analfabeta, la probabilidad de que 
no se encuentre en pobreza moderada es de 0.7%. Véase el efecto de la edu-
cación en la pobreza moderada, lo cual concuerda con lo establecido por 
la literatura en el tema. Caso contrario sucede con las becas educativas 
(tiene b), pues existe una probabilidad del 16.87% de que el individuo se 
encuentre en pobreza si tiene una beca educativa. Asimismo, en las razones 
de probabilidad (Odds ratio) si son iguales a 1, la variable dependiente no 
se asocia con la variable independiente; si son mayores a 1 existe una aso-
ciación positiva entre las variables, efecto opuesto son los menores a 1, pues 
señalan una asociación inversa de X con Y. De acuerdo a la tabla 5, el géne-
ro es cercano a 1 (1.001), por lo tanto, no hay una asociación de la pobreza 
con el género a nivel nacional, es decir, la pobreza moderada afecta tanto a 
hombres como a mujeres. Por otro lado, la asequibilidad (tiene_b) se asocia 
directamente a la pobreza en una razón 2 a 1, es decir, el individuo al tener 
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una beca educativa tendrá dos veces más de probabilidad de estar en pobre-
za. En el caso de la adaptabilidad, aceptabilidad y accesibilidad se asocian 
de manera inversa, para interpretar lo anterior, partiendo de la fórmula  
[[valor del OddsRatio – 1] * 100] en el caso del alfabetism se tiene un resul-
tado de [[0.97 – 1] * 100] * – 1 = 2.99, lo cual indica una probabilidad de 
2.99%, la cual sugiere que si la persona aprende a leer y a escribir saldrá 
de la pobreza. Para el caso de nivel de estudios [[0.866 – 1] * 100] * – 1 = 13.45%, 
existe un 13.45% de probabilidad de que un aumento en la escolaridad de 
una persona reducirá las probabilidades de encontrarse en pobreza. 

Para considerar que nuestro modelo se encuentra estimado de la mejor 
manera, utilizamos la prueba de Wald, la correcta especificación y el área 
roc. Para la prueba de Wald, se sigue una hipótesis nula (H0) donde los 
coeficientes son cero y no útiles para el modelo, y una hipótesis alternativa 
(H1 ), donde los coeficientes son diferentes de cero y útiles para el modelo; 
mientras que la prueba Wald se contrasta con un estadístico chi cuadrada 
(x2). De acuerdo a la tabla 1, la prueba Wald no es mayor al estadístico, por 
lo tanto, se rechaza H0 y se concluye que los coeficientes son diferentes de 
cero y útiles para el modelo.

Como se menciona, además de la prueba Wald, se tiene la prueba de la 
correcta clasificación (Stat Classification). Dicha prueba determina qué tan-
to los valores se ajustan al modelo, es decir, qué tanto el modelo estima los 
valores correctos.18 Para nuestro modelo, el 61.35% de los valores se estiman 
de manera correcta. Sin embargo, en el caso de la correcta clasificación y el 
área roc (Receiver Operating Characteristic),19 la cual es una curva reali-
zada con las probabilidades, se estima el número de valores que son expli-
cados adecuadamente por el modelo. Hosmer y Lemeshow (2000) indican 
que una curva entre los valores de 0.6 y 0.8 sugieren un modelo que discri-
mina correctamente los datos incorrectos, y estima los datos correctos de 
una manera considerable, donde un valor por arriba del 0.8 considera un 
modelo con discriminación perfecta, y con un área roc de 0.6135 el mode-
lo discrimina considerablemente los datos. Para entender la figura 2, se debe 
explicar que el área roc es un valor de 0 a 1; la curva entre más se aleje de la 

18 Existen valores que no se deben de estimar y el modelo los discrimina, pues si los considera, puede que la 
estimación no sea del todo correcta. A esto se le llama discriminación perfecta.

19 Característica Operativa del Receptor por sus siglas en inglés.
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recta inclinada, mejor será la discriminación de los datos. Como se ob-
serva, el eje de la abscisa representa a la especificidad (specificity) lo cual 
significa que los datos incorrectos no se toman en consideración y los co-
rrectos serán en su mayoría tomados en cuenta. Por otro lado, el eje de la 
ordenada, es la sensibilidad (sensitivity), lo cual se refiere a cómo se ordenan 
las probabilidades de los datos. En otras palabras, datos que no se explican 
correctamente.

Figura 2. Curva roc para la pobreza moderada, 2018
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Fuente: elaboración propia con datos de IneGI (2018).

Con lo anterior, se aprecia que sólo la aceptabilidad y accesibilidad, 
representadas por el nivel educativo son las únicas que surten un efecto 
sobre la pobreza moderada, mientras la asequibilidad no lo tiene, represen-
tada por la variable tiene b.

Se procede a realizar el mismo análisis, pero ahora en términos de 
pobreza extrema. En otras palabras, se pretende observar si las 4A de la 
educación surten efecto en aquellos que se ubican en la pobreza extrema, 
conocida como línea de bienestar mínimo. Para este caso, se emplea el mis-
mo modelo, con la diferencia de cambiar la variable dependiente de pobre-
za moderada por pobreza extrema. Los resultados se reflejan en la tabla 6. 
Se observa que, a diferencia de las estimaciones realizadas para la pobreza 
moderada, todas las variables educativas referidas a las 4A son significativas 
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para la pobreza extrema a excepción del género de la población, donde 
incluso, los errores estándar se aprecian muy bajos (ver tabla 7).

Tabla 7. Modelo logit para la pobreza extrema en México, 2018

Regresión logística, número de observaciones = 77,317

Pobreza extrema Coeficientes Errores estándar Valor estadístico Odds Ratio

Sexo 0.0011948 0.0029141 0.6820 1.007312

nivel de estudios –0.269263 0.0007546 0.0000 0.8485823

tiene b 0.1413274 0.0031955 0.0000 2.367345

alfabetism –0.0176104 0.0041294 0.0000 0.8981819

Pruebas de ajuste

Wald Test 0.0000 Chi (4) 3077.94

Área LROC 0.6408

Correcta clasificación 78.02

Fuente: elaboración propia con datos de IneGI (2018).

En el caso de la accesibilidad y aceptabilidad, existe un 26.93% de pro-
babilidad de que, aumentando los años escolares, el individuo saldrá de la 
pobreza extrema; al igual que la adaptabilidad, pues hay una probabilidad 
del 1.76% de que si el individuo sabe leer y escribir o aprende a leer y escri-
bir, saldrá de la pobreza extrema o no se encontrará en ella. En el caso de la 
asequibilidad, el efecto es contrario, pues existe una probabilidad del 14.13% 
de que si la persona tiene una beca educativa, entonces, se encontrará en 
pobreza extrema. 

En términos de los Odds Ratio, en la variable nivel de estudios (aceptabi-
lidad y accesibilidad), el Odds es mayor a 1, donde: [[0.85 – 1] * 100] * – 1 = 15%. 
En otras palabras, existe un 15% de probabilidad de que un aumento en el 
nivel de estudios llevará a una disminución en la probabilidad de que la 
persona se encuentre en pobreza extrema. En alfabetism (adaptabilidad), se 
tiene un Odds negativo, [[0.90] * 100] * – 1 = 10%, por lo tanto, existe un 
10% de probabilidad de que la persona no esté en pobreza extrema si cuen-
ta con un nivel de alfabetismo. 

Para las pruebas de ajuste, de igual forma se tiene el test Wald con la 
misma hipótesis, siendo el resultado un rechazo a la hipótesis nula, y deter-
minando que los coeficientes son diferentes de cero, útiles para la estimación. 
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Además, hay un área roc de 0.6408, siendo entonces un modelo que discri-
mina considerablemente los datos incorrectos, como se muestra en la figura 3.

Figura 3. Área roc para el modelo logit de la pobreza extrema en México, 2018
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Fuente: elaboración propia con datos de IneGI (2018).

Mientras, la correcta clasificación de los datos es de 78.02%; un número 
considerablemente mayor al modelo de la pobreza moderada.

Conclusión

Las bases de la educación, como lo son accesibilidad, asequibilidad, adap-
tabilidad y aceptabilidad, son parte de una política pública educativa sólida. 
A pesar de su semejanza en concepto, cada una determina cierta área de 
oportunidad en la educación, pues consideran desde las instalaciones hasta 
la normativa como instrumentos de la política pública educativa. En Méxi-
co, la política pública educativa considera dichas bases conocidas como las 
4A como parte de sus ejes de acción. Sin embargo, se observa que la asequi-
bilidad no es un buen factor para ambos tipos de pobreza (moderada y 
extrema), lo cual sugiere que las becas escolares vistas como un apoyo di-
recto (es decir, en especie), no sea lo más relevante si se pretende que las 
personas lo ocupen para lo relacionado al estudio, pues invita a pensar que 
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tal vez dicho apoyo se destina a otras actividades, las cuales no sean preci-
samente académicas. En cambio, la accesibilidad, aceptabilidad y adapta-
bilidad son aquellas herramientas que se pueden manejar para los niveles 
de pobreza extrema. En el caso de la pobreza moderada, únicamente, la 
adaptabilidad no es significativa y, para ambas condiciones, el género a ni-
vel nacional no es explicativo. Por lo tanto, la política pública educativa en 
México debe seguir con acciones como la inversión en infraestructura edu-
cativa, planes de estudio, atención digna al docente y al alumno, así como 
atender en tiempo y forma los procesos de aprendizaje de acuerdo a cada 
nivel escolar, solo así, la educación contribuirá en reducir las desigualdades 
sociales que tanto afectan al país. 
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